
 

TESIS JURISPRUDENCIAL 1/2016 (10a.) 
 

ACOPIO DE ARMAS DE FUEGO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 83 
BIS DE LA LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS. 
SE ACTUALIZA ESTE DELITO POR LA POSESIÓN DE MÁS DE 
CINCO ARMAS DE USO EXCLUSIVO DEL EJÉRCITO, ARMADA Y 
FUERZA AÉREA, INDEPENDIENTEMENTE QUE ESTÉN O NO 
COMPRENDIDAS EN LA MISMA CATEGORÍA. El mencionado 
precepto contempla un solo delito de acopio, entendido como la 
posesión de más de cinco armas de las de uso exclusivo del Ejército, 
Armada y Fuerza Aérea, cuya sanción depende de las características 
específicas de los artefactos bélicos objeto del ilícito. Ahora bien, los 
parámetros distintos de punibilidad se justifican por la diversidad de las 
armas descritas en el artículo 11 de la ley de la materia y la específica 
potencialidad lesiva de cada una de ellas. En ese contexto, atendiendo 
al proceso legislativo que dio origen a dicho dispositivo normativo, esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera 
que si en el conjunto de armas objeto del delito existen diferentes 
clases de armamento, basta con que cualquiera de ellas esté 
contemplada dentro de las mencionadas en la fracción II del artículo 83 
Bis de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, para que se 
imponga al sujeto activo la pena prevista en dicha porción normativa, 
toda vez que la relevancia penal del acopio no sólo se basa en un 
aspecto numérico, vinculado al universo de armas que se poseen de 
manera ilícita –mayor a cinco–, sino también en uno de carácter 
material –relativo a su potencialidad lesiva–. Lo mismo sucede 
tratándose de las armas descritas en la primera parte de la fracción I, 
en relación con las mencionadas en la segunda parte de dicha fracción. 
Consecuentemente, el delito aludido se actualiza por la posesión de 
más de cinco armas de uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza 
Aérea, independientemente de que estén o no comprendidas en la 
misma categoría; sin que la conclusión alcanzada desatienda el 
principio de exacta aplicación de la ley penal, previsto en el artículo 14, 
párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que prohíbe la imposición de penas por simple analogía o 
por mayoría de razón, ya que tanto el delito de acopio, como su 
punibilidad diferenciada, están perfectamente establecidos en la 
legislación de la materia, permitiéndole al juzgador imponer una sanción 
proporcional a la gravedad del hecho. 
 
Contradicción de tesis 420/2013. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo del Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno 
Circuito, y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer 
Circuito. 11 de noviembre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge 
Vázquez Aguilera. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al 
resolver los juicios de amparo directo 393/2003 y 95/2004, que dieron 
origen a la tesis aislada III.2o.P.157 P, de rubro: “ACOPIO DE ARMAS 



 

DE USO EXCLUSIVO DE LAS FUERZAS ARMADAS NACIONALES. 
PARA LA CONFIGURACIÓN DE ESTE DELITO NO SE REQUIERE 
QUE LAS ARMAS QUE EN NÚMERO MAYOR DE CINCO POSEA EL 
ACTIVO, DEBAN ENCONTRARSE CATEGORIZADAS EN 
DETERMINADO INCISO DEL ARTÍCULO 11 DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, marzo de 2005, página 1058, con 
número de registro 179139. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo del 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 
Décimo Noveno Circuito, al resolver el cuaderno auxiliar 507/2013 
(amparo directo 363/2013), en el que sostuvo que para que se actualice 
el delito de acopio de armas de fuego conforme al artículo 83 bis de la 
ley federal de armas de fuego y explosivos, se requiere que el sujeto 
activo posea más de cinco armas y que éstas encuadren en la misma 
fracción de las que prevé el precepto legal invocado. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha dos de diciembre de 
dos mil quince. México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos 
mil quince. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 2/2016 (10a.) 

 
 

COMPETENCIA TERRITORIAL DE EXCEPCIÓN CONTENIDA EN EL 
ARTÍCULO 10, PÁRRAFO TERCERO, DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES. SI LOS MOTIVOS QUE SIRVIERON 
PARA SU JUSTIFICACIÓN NO PERSISTEN O SE DESVIRTÚAN, EL 
JUEZ DE DISTRITO PUEDE DECLINARLA EN FAVOR DEL QUE 
CONSIDERE COMPETENTE. Acorde con el derecho humano relativo a 
que la causa se tramite y resuelva por un “juez natural”, conforme al 
artículo 6º. del Código Federal de Procedimientos Penales, por regla 
general, quien debe conocer de ésta es el juez de distrito del lugar 
donde el hecho materia del proceso se cometió y no uno diverso –salvo 
las excepciones previstas por la ley–. Ahora bien, el artículo 10, párrafo 
cuarto, del Código Federal de Procedimientos Penales, que establece 
que no procede la declinatoria,  respecto de  los  supuestos previstos en  
el  párrafo   tercero  del propio precepto –relativas a la competencia 
territorial por excepción–, sólo es aplicable cuando efectivamente 
aquéllos se actualicen y subsistan; de ahí que el juez de distrito puede 
declinar la competencia para conocer del asunto si los motivos que la 
justificaron no persisten o se desvirtúan, y debe remitir los autos al que 
estime legalmente competente, siendo inviable suponer que las razones 
aducidas por el Ministerio Público para que aquélla se actualice y los 
medios de convicción allegados para justificarlas, no puedan 
cuestionarse por la defensa, pues unas y otras deben estar sujetas al 
principio de contradicción; así, en caso de que se plantee la declinatoria 
referida, ésta deberá tramitarse conforme a las reglas contenidas en el 
Capítulo I de la Sección Segunda del Título Decimoprimero del Código 
Federal de Procedimientos Penales, relativo a la “Substanciación de las 
Competencias”. 
 
Contradicción de tesis 321/2013. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, el Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 30 de 
septiembre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: Jorge Vázquez Aguilera. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 6/2013, sostuvo la tesis aislada 
II.3º.P. 20 P (10a.), de rubro: “COMPETENCIA TERRITORIAL DE 
EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 10, PÁRRAFO TERCERO, 
DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. SI ÉSTA 
NO SE ACTUALIZÓ PORQUE SE OMITIÓ EXPONER LOS MOTIVOS, 
RAZONAMIENTOS LÓGICOS Y PRUEBAS QUE ACREDITARAN AL 
MENOS UNO DE SUS SUPUESTOS, EL JUZGADOR ANTE QUIEN 
SE CONSIGNÓ LA AVERIGUACIÓN PREVIA, PUEDE DECLINAR LA 
COMPETENCIA A FAVOR DE UN JUEZ DE DISTRITO QUE EJERZA 
JURISDICCIÓN DENTRO DEL TERRITORIO EN QUE OCURRIERON 
LOS HECHOS ILÍCITOS.”, publicada en el Semanario Judicial de la 



 

Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXIII, Tomo 3, agosto de 
2013, página 1609, registro 2004167. 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 102/2012;  y el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al resolver el conflicto 
competencial 1/2013, resolvieron esencialmente que los jueces de 
distrito ante quienes ejercite acción penal la representación social 
federal, por estimar que se actualiza la competencia especial 
denominada territorial de excepción, contemplada en el párrafo tercero 
del artículo 10 del Código Federal de Procedimientos Penales, bajo 
ningún supuesto pueden declinar su competencia. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha dos de diciembre de 
dos mil quince. México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos 
mil quince. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
 

TESIS JURISPRUDENCIAL 3/2016 (10a.) 
 
 

COMPETENCIA TERRITORIAL DE EXCEPCIÓN CONTENIDA EN EL 
ARTÍCULO 10, PÁRRAFO TERCERO, DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES. SI EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN 
PENAL ES CON DETENIDO, EL JUEZ DE DISTRITO QUE RECIBA 
LA CONSIGNACIÓN DEBE PRACTICAR LAS DILIGENCIAS QUE NO 
ADMITAN DEMORA, AUN CUANDO SE CONSIDERE 
INCOMPETENTE. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 2/2000, de rubro: 
“COMPETENCIA TERRITORIAL DE EXCEPCIÓN CONTENIDA EN EL 
ARTÍCULO 10, PÁRRAFO TERCERO, DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES, DEBE RAZONARSE Y 
ACREDITARSE FUNDADAMENTE.”, determinó que si el Ministerio 
Público de la Federación estima necesario llevar el ejercicio de la 
acción penal ante un juez de distrito diverso al del lugar en que se 
perpetró el hecho considerado como delictivo, está obligado a exponer 
los motivos y razonamientos lógicos que acrediten los supuestos en que 
finque su petición, debiendo aportar las  pruebas conducentes para ello 
–salvo que se trate de delincuencia organizada, pues en este último 
caso, por disposición expresa del artículo 18 constitucional, será 
competente un juez de distrito que ejerza jurisdicción en donde se 
ubique un centro de máxima seguridad-, toda vez que la actualización 
de la competencia territorial excepcional referida no puede derivar de 
una potestad indiscriminada, arbitraria, o meramente subjetiva por el 
consignador. Así, cuando el ejercicio de la acción penal sea con 
detenido, al margen de que el juez de distrito que reciba la consignación 
pudiera considerarse legalmente incompetente para conocer del asunto 
por no actualizarse los extremos de la competencia excepcional o de 
que las razones alegadas por el representante social sean cuestionadas 
por la defensa, conforme al artículo 432 del Código Federal de  
Procedimientos  Penales,  aquél  estará  obligado  a practicar  las  
diligencias  que  no  admitan  demora  –como son calificar de legal o no 
la restricción de libertad del imputado, así como resolver su situación 
jurídica–, sin que la simple radicación de la averiguación previa y la 
realización de actuaciones de carácter urgente supongan la aceptación 
tácita de la competencia territorial de excepción contenida en el artículo 
10, párrafo tercero, del código citado. 
 
Contradicción de tesis 321/2013. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, el Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 30 de 
septiembre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: Jorge Vázquez Aguilera. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 6/2013, sostuvo la tesis aislada 
II.3º.P. 20 P (10a.), de rubro: “COMPETENCIA TERRITORIAL DE 



 

EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 10, PÁRRAFO TERCERO, 
DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. SI ÉSTA 
NO SE ACTUALIZÓ PORQUE SE OMITIÓ EXPONER LOS MOTIVOS, 
RAZONAMIENTOS LÓGICOS Y PRUEBAS QUE ACREDITARAN AL 
MENOS UNO DE SUS SUPUESTOS, EL JUZGADOR ANTE QUIEN 
SE CONSIGNÓ LA AVERIGUACIÓN PREVIA, PUEDE DECLINAR LA 
COMPETENCIA A FAVOR DE UN JUEZ DE DISTRITO QUE EJERZA 
JURISDICCIÓN DENTRO DEL TERRITORIO EN QUE OCURRIERON 
LOS HECHOS ILÍCITOS.”, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXIII, Tomo 3, agosto de 
2013, página 1609, registro 2004167. 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 102/2012;  y el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al resolver el conflicto 
competencial 1/2013, resolvieron esencialmente que los jueces de 
distrito ante quienes ejercite acción penal la representación social 
federal, por estimar que se actualiza la competencia especial 
denominada territorial de excepción, contemplada en el párrafo tercero 
del artículo 10 del Código Federal de Procedimientos Penales, bajo 
ningún supuesto pueden declinar su competencia. 
Nota: La tesis jurisprudencial 1ª./J.2/2000 citada, aparece publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XI, febrero de 2000, página 15, registro 192417. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha dos de diciembre de 
dos mil quince. México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos 
mil quince. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
 

TESIS JURISPRUDENCIAL 4/2016 (10a.) 
 
        

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX 
OFFICIO. CONDICIONES GENERALES PARA SU EJERCICIO. La 
autoridad judicial, para ejercer el control ex officio en los términos 
establecidos en el expediente Varios 912/2010 de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, debe asegurarse que se ha actualizado la 
necesidad de hacer ese tipo de control, es decir, en cada caso debe 
determinar si resulta indispensable hacer una interpretación conforme 
en sentido amplio, una en sentido estricto o una inaplicación, lo cual 
ocurre cuando se está en presencia de una norma que resulta 
sospechosa o dudosa de cara a los parámetros de control de los 
derechos humanos. De este modo, cuando una norma no genera 
sospechas de invalidez para el juzgador, por no parecer potencialmente 
violatoria de derechos humanos, entonces no se hace necesario un 
análisis de constitucionalidad y convencionalidad exhaustivo, porque la 
presunción de constitucionalidad de que gozan todas las normas 
jurídicas no se ha puesto siquiera en entredicho. Lo anterior es así, 
porque como se señaló en el citado expediente Varios, las normas no 
pierden su presunción de constitucionalidad sino hasta que el resultado 
del control así lo refleje, lo que implica que las normas que son 
controladas puedan incluso salvar su presunción de constitucionalidad 
mediante la interpretación conforme en sentido amplio, o en sentido 
estricto.  
 
Amparo directo en revisión 3200/2012. 8 de mayo de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Roberto Lara Chagoyán. 
 
Amparo directo en revisión 3797/2013. 3 de septiembre de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Horacio Nicolás Ruiz Palma. 
 
Amparo directo en revisión 2271/2014. **********. 24 de septiembre de 
2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo directo en revisión 925/2014. Telecomunicaciones del Golfo, 
S.A. de C.V. 4 de febrero de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Carlos Enrique Mendoza Ponce. 
 



 

Recurso de reclamación 753/2014. 25 de febrero de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.  Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Armando Argüelles Paz y Puente. 
 
Nota: La ejecutoria relativa al expediente varios 912/2010 citada, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro I, Tomo 1, octubre de 2011, página 313. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintisiete de enero 
de dos mil dieciséis. México, Distrito Federal, veintiocho de enero 
de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
 
 

TESIS JURISPRUDENCIAL 5/2016 (10a.) 
 
 

JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. EL JUZGADOR NO PUEDE 
ANALIZAR DE OFICIO LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN 
CAMBIARIA DERIVADA DE UN TÍTULO DE CRÉDITO. El juicio 
ejecutivo mercantil es un proceso que pertenece al derecho privado, 
que se rige por el principio dispositivo, por lo que es de litis cerrada y, 
por regla general, se limita la intervención oficiosa del juzgador a 
cuestiones estrictamente relacionadas con la procedencia de la acción 
o con el control difuso de constitucionalidad. En esta tesitura, atento a 
la distinción funcional que existe en el derecho procesal civil entre  las  
excepciones  propias -que  se  componen de hechos que, por sí 
mismos, no excluyen la acción,  responden al principio de justicia 
rogada y son planteados y probados por el demandado- y las impropias 
-que se integran por hechos que por sí solos excluyen la acción y una 
vez que constan probados en autos el juez debe estimarlos de oficio, 
aunque el demandado no lo haya invocado-; resulta que la prescripción 
de la acción cambiaria es una excepción “propia” que debe hacerse 
valer por el deudor cambiario para que sea considerada por el juzgador 
quien no puede analizarla de oficio, dado que el transcurso del tiempo, 
por sí solo, no excluye la acción por prescripción, sobre la base de que 
para determinar la prescripción negativa de la acción es necesario, 
además, el examen de diversos hechos relacionados con la inactividad 
del acreedor cambiario respecto de los distintos suscriptores obligados 
demandados. En complemento de lo anterior, el diseño legislativo del 
juicio ejecutivo mercantil dota al acreedor-actor de una presunción juris 
tantum (salvo prueba en contrario), respecto de la procedencia de su 
pretensión, arrojando a los demandados la carga procesal de desvirtuar 
y probar la improcedencia o ineficacia de la que se le reclama a cada 
uno con base en el título de crédito, por lo que en la demanda del juicio 
ejecutivo mercantil el accionante no tiene la carga de justificar de 
manera adicional o complementaria a la exhibición del título, la 
existencia o la vigencia (calidad de no prescrito) del derecho 
literalmente consignado en el documento cambiario, pues la ley sólo 
exige la presentación de la demanda y la exhibición del título en que se 
funda. 
 
Contradicción de tesis 113/2015. Suscitada entre el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 28 de octubre de 2015. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante 
Juárez. 
  
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al 
resolver los juicios de amparo directo 324/2013, 399/2013, 313/2013, 



 

560/2013 y 59/2014, que dieron origen a la tesis de jurisprudencia 
VI.2o.C. J/14 (10a.), de rubro: “JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. LA 
PRESCRIPCIÓN NO ES UNA CAUSA PARA DECLARAR 
IMPROCEDENTE LA VÍA, SI NO FUE OPUESTA COMO EXCEPCIÓN 
POR EL INTERESADO, POR LO QUE NO PUEDE SER ANALIZADA 
DE OFICIO POR EL JUZGADOR EN EL AUTO DE INICIO DEL 
PROCESO.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 23 de mayo de 2014 a las 10:06 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 6, tomo III, 
mayo de 2014, página 1654, con número de registro 2006491. 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 67/2015, determinó que el juzgador 
puede analizar de oficio si un título de crédito se encuentra prescrito o 
no para reclamar la acción cambiaria directa, sin que sea necesario que 
para su estudio se haya opuesto como excepción. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintisiete de enero 
de dos mil dieciséis. México, Distrito Federal, veintiocho de enero 
de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
 
 

TESIS JURISPRUDENCIAL  6/2016 (10a.) 
 
 

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PARA SU ADMISIÓN DEBE 
QUEDAR ACREDITADO EL REQUISITO DE OPORTUNIDAD, 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 86, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY 
DE AMPARO. Es extemporánea la interposición del recurso de revisión 
en amparo directo, cuando el escrito de agravios se presenta fuera del 
plazo de diez días previsto en el artículo 86, párrafo primero, de la Ley 
de Amparo, contados a partir del siguiente al en que hubiera surtido sus 
efectos la notificación de la resolución recurrida, a fin de estimar 
acreditado el requisito de oportunidad. Ello, con independencia de la 
forma en que se llevó a cabo la notificación y cómo se ordenó su 
realización, pues ello se puede impugnar a través del incidente de 
nulidad de notificaciones a que se refiere el artículo 68 de la Ley de 
Amparo. 
 
Amparo directo en revisión 561/2015. 22 de abril de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 732/2015. 6 de mayo de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
Amparo directo en revisión 263/2015. 15 de mayo de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz; en su ausencia hizo suyo el asunto Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 333/2015. 15 de mayo de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz; en su ausencia hizo suyo el asunto Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 2208/2015. 19 de agosto de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 



 

la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  diez de febrero de 
dos mil dieciséis. Ciudad de México, once de febrero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
 

TESIS JURISPRUDENCIAL  7/2016 (10a.)  
 

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. ES EXTEMPORÁNEO CUANDO 
SU ADMISIÓN SE BASA EN EL SUPUESTO DE “PRESUNCIÓN DE 
OPORTUNIDAD”, POR LO QUE DEBE PROCEDER SU 
DESECHAMIENTO POR IMPROCEDENTE. Es extemporánea la 
interposición del recurso de revisión en amparo directo, cuando el escrito 
de agravios se presenta fuera del plazo de diez días previsto en el 
artículo 86, párrafo primero, de la Ley de Amparo, contados a partir del 
siguiente al en que hubiera surtido efectos la notificación de la resolución 
recurrida, a fin de estimar acreditado el requisito de oportunidad. Ello, 
con independencia de la forma en que se llevó a cabo la notificación y 
cómo se ordenó su realización. En ese sentido, si en el acuerdo de 
presidencia se admite el recurso de revisión bajo el supuesto de 
“presunción de oportunidad”, al considerarse que fue incorrecto que se 
notificara la sentencia recurrida por medio de lista, por advertir de la 
demanda de amparo una solicitud de interpretación constitucional, lo 
cual daba lugar a considerar la oportunidad del medio de impugnación, 
dicha circunstancia es incorrecta, en razón de que el recurso de revisión 
en amparo directo no es la vía idónea para tener por subsanada, incluso 
de oficio, la incorrecta notificación de la sentencia constitucional 
realizada a las partes, sino el incidente de nulidad de notificación 
previsto en el artículo 68 de la Ley de Amparo, por lo que si al 
reexaminar la temporalidad de la interposición del recurso se advierte 
que se hizo valer de forma extemporánea, debe proceder su 
desechamiento por improcedente. 
 
Amparo directo en revisión 561/2015. 22 de abril de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 732/2015. 6 de mayo de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
Amparo directo en revisión 263/2015. 15 de mayo de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz; en su ausencia hizo suyo el asunto Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 333/2015. 15 de mayo de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz; en su ausencia hizo suyo el asunto Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 



 

Amparo directo en revisión 2208/2015. 19 de agosto de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión privada de  diez de febrero de 
dos mil dieciséis. Ciudad de México, once de febrero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
 

 
 TESIS JURISPRUDENCIAL 8/2016 (10a.) 

 
 

DEMORA EN LA PUESTA A DISPOSICIÓN DEL DETENIDO EN 
FLAGRANCIA ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO.  LA VALORACIÓN 
DEL PARTE INFORMATIVO U OFICIO DE PUESTA A DISPOSICIÓN 
DE LOS AGENTES APREHENSORES, DEBERÁ ATENDER A LA 
INDEPENDENCIA FÁCTICA Y SUSTANCIAL DE LA DETENCIÓN Y 
LA PUESTA A DISPOSICÓN. Esta Primera Sala ha determinado que la 
violación al derecho fundamental del detenido a ser puesto a 
disposición del Ministerio Público sin demora, genera  la anulación de la 
declaración del detenido, así como la invalidez de todos los elementos 
de prueba que tengan como fuente directa la demora injustificada, y 
aquéllas recabadas por iniciativa de la autoridad aprehensora, sin 
conducción y mando del Ministerio Público; no así las pruebas 
obtenidas estrictamente con motivo de la detención en flagrancia, a 
menos que se acredite la existencia de vicios propios de la misma 
detención. En ese tenor, la valoración probatoria del parte informativo u 
oficio de puesta a disposición de los agentes aprehensores, deberá 
atender a la independencia fáctica y sustancial de esos dos momentos 
–detención y puesta a disposición-, para lo cual se tendrá que 
fragmentar el contenido informativo del parte u oficio, conforme a dos 
elementos substanciales: a) la descripción de las circunstancias que 
motivaron la intervención de la policía y aquéllas en las que tuvo lugar 
la detención del inculpado, así como la relación de los objetos y 
evidencias aseguradas en esa acción; y b) todas aquellas referencias a 
circunstancias y medios de prueba obtenidos por la policía, que derivan 
directamente de la demora injustificada en la puesta a disposición del 
detenido, o que hayan sido recopilados con motivo de una investigación 
policial  no dirigida y controlada por el Ministerio Público. Hecho lo 
anterior, se deberá excluir de la valoración probatoria únicamente lo 
relativo al  segundo inciso, pues conforme a los parámetros 
establecidos por esta Primera Sala, la violación en cuestión sólo afecta 
la información relacionada con la siguiente acción que se debe realizar 
al detenerse a una persona, que es su presentación oportuna ante el 
Ministerio Público, sin que ello ocurra con la relativa al primer inciso, 
siempre y cuando la detención se ajuste al parámetro constitucional de 
la flagrancia. 
 
Contradicción de tesis 92/2015. Suscitada entre el  Segundo Tribunal 
Colegiado del Décimo Noveno Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado 
del Vigésimo Circuito. 4 de noviembre de 2015. La votación se dividió 
en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Julio César Ramírez Carreón. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, al resolver 
el juicio de amparo directo 206/2012, resolvió que aun cuando exista 



 

demora en la puesta a disposición del detenido ante el ministerio 
público, ello no implica que deba restarse valor probatorio al parte 
informativo de los elementos aprehensores. 
 
El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, al resolver el juicio 
de amparo directo 873/2014, determinó que el material probatorio en 
contra del impetrante de garantías no puede considerarse prueba de 
cargo válida al haber derivado de la violación a los derechos 
fundamentales a la puesta de disposición ante el ministerio público sin 
demora y del debido proceso. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diez de febrero de 
dos mil dieciséis. Ciudad de México, once de febrero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 9/2016 (10a.) 

         
 

PERITO TERCERO EN DISCORDIA EN UN JUICIO MERCANTIL. LA 
RESOLUCIÓN QUE CON CARÁCTER DE DEFINITIVA APRUEBA EL 
MONTO DE SUS HONORARIOS Y ORDENA A LAS PARTES SU 
PAGO, CONSTITUYE UN ACTO CUYOS EFECTOS SON DE 
IMPOSIBLE REPARACIÓN, QUE HACE PROCEDENTE EL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO. La resolución que con carácter de definitiva 
aprueba el monto de los honorarios del perito tercero en discordia y 
ordena a las partes su pago, en términos de los artículos 1255 y 1257, 
párrafo último, del Código de Comercio, constituye un acto cuyos 
efectos son de imposible reparación que hace procedente el juicio de 
amparo indirecto, de conformidad con el artículo 107, fracción V, de la 
Ley de Amparo. Lo anterior es así, ya que, por un lado, tal 
determinación es de carácter constitutivo del deber jurídico a cargo de 
las partes para exhibir la cantidad correspondiente a los honorarios del 
perito en partes iguales; y, por otro, porque el deber jurídico de pago 
que impone tal resolución es susceptible de requerirse y ejecutarse 
coactivamente mediante el embargo de bienes, aun antes de que se 
dicte sentencia definitiva en el juicio, al estar provista legalmente de 
apremio. Además, en el caso de que las partes optaran por cubrir el 
pago de los honorarios fijados por el juzgador, la circunstancia de 
obtener sentencia favorable en el juicio resultaría insuficiente por sí 
misma para restituirlas del importe pagado para cumplir el deber 
ordenado por el juez por ese concepto. Todo lo cual abona en su 
conjunto para sostener que se trata de una resolución cuyos efectos 
afectan material y directamente los derechos sustantivos de las partes 
en el juicio. 
 
Contradicción de tesis 198/2015. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 18 de 
noviembre de 2015. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en 
cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 275/2014, sustentó la tesis aislada 
VI.2o.C.56 C (10a.), de rubro: “PERITO TERCERO EN DISCORDIA. LA 
RESOLUCIÓN QUE APRUEBA SUS HONORARIOS DENTRO DE UN 
JUICIO DE NATURALEZA MERCANTIL, ES UN ACTO DE IMPOSIBLE 
REPARACIÓN CONTRA EL CUAL PROCEDE EL AMPARO 
INDIRECTO.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 30 de enero de 2015 a las 9:20 horas, y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 14, tomo III, 
enero de 2015, página 1961, con número de registro 2008350. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el recurso de queja 82/2015, determinó que no procede el juicio 



 

de amparo indirecto en contra de la resolución por la que se establece 
el monto de los honorarios del perito tercero en discordia dictado dentro 
de un procedimiento de naturaleza mercantil, en virtud de que no 
constituye un acto de imposible reparación ya que su consecuencia es 
que se efectúe el gasto que implica, se continúe el juicio por sus etapas 
procesales y, de ser el caso, se reclame su restitución en ejecución de 
sentencia dentro del periodo de liquidación, y en caso de que no se 
obtenga sentencia favorable, podrá hacer valer esa cuestión como una 
violación procesal en el amparo directo. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diez de febrero de 
dos mil dieciséis. Ciudad de México, once de febrero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 10/2016 (10a.) 

 
 

ACTOS DE TORTURA. LA OMISIÓN DEL JUEZ PENAL DE 
INSTANCIA DE INVESTIGAR LOS DENUNCIADOS POR EL 
IMPUTADO, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL 
PROCEDIMIENTO QUE TRASCIENDE A SU DEFENSA Y AMERITA 
LA REPOSICIÓN DE ÉSTE. Si los gobernados, constitucional y 
convencionalmente tienen el derecho fundamental a que el Estado 
investigue las violaciones a sus derechos humanos, en específico, el 
derecho a no ser objeto de tortura, la autoridad judicial, como parte 
integral del Estado Mexicano, ante la denuncia de que un gobernado ha 
sido víctima de aquélla, tiene la obligación de investigarla; lo que se 
constituye en una formalidad esencial del procedimiento, al incidir sobre 
las efectivas posibilidades de defensa de los gobernados previo al 
correspondiente acto de autoridad privativo de sus derechos. Ello, 
porque al ser la tortura una violación a los derechos humanos de la que 
pueden obtenerse datos o elementos de prueba que con posterioridad 
se utilicen para sustentar una imputación de carácter penal contra la 
presunta víctima de la tortura, se advierte una relación entre la violación 
a derechos humanos y el debido proceso; lo cual implica que, luego de 
realizarse la investigación necesaria para determinar si se actualizó o 
no la tortura, de obtenerse un resultado positivo, la autoridad que tenga 
a cargo resolver la situación jurídica de la víctima de violación a 
derechos humanos, estará obligada a realizar un estudio escrupuloso 
de los elementos en que se sustenta la imputación al tenor de los 
parámetros constitucionales fijados en relación con las reglas de 
exclusión de las pruebas ilícitas. Por tanto, soslayar una denuncia de 
tortura, sin realizar la investigación correspondiente, coloca en estado 
de indefensión a quien la alega, ya que la circunstancia de no verificar 
su dicho implica dejar de analizar una eventual ilicitud de las pruebas 
con las que se dictará la sentencia. Así, la omisión de la autoridad 
judicial de investigar una denuncia de tortura como violación a derechos 
fundamentales dentro del proceso penal, constituye una violación a las 
leyes que rigen el procedimiento, que trasciende a las defensas del 
quejoso, en términos de los artículos 173, fracción XXII, de la Ley de 
Amparo, 1o., párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como 1, 6, 8 y 10 de la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y, 
consecuentemente, debe ordenarse la reposición del procedimiento de 
primera instancia para realizar la investigación correspondiente y 
analizar la denuncia de tortura, únicamente desde el punto de vista de 
violación de derechos humanos dentro del proceso penal, a efecto de 
corroborar si existió o no dicha transgresión para los efectos probatorios 
correspondientes al dictar la sentencia. 
 
Contradicción de tesis 315/2014. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena Región, 
con residencia en Zacatecas, Zacatecas, y el Quinto Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en 
La Paz, Baja California Sur. 30 de septiembre de 2015. La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 



 

Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra. 
 
Tesis y/o criterios contendientes:  
El Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Novena Región, en apoyo del Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo penal 380/2014 (relativo 
al A.D. 169/2014), esencialmente concluyó que la omisión del juez de 
investigar oficiosamente los actos de tortura que aleguen los 
procesados, no constituye una violación a las leyes del procedimiento 
penal que trascienda al resultado del fallo, por virtud de la cual, se 
justifique la reposición del proceso, ya que la estimación de que el 
sentenciado hubiese padecido tortura únicamente conlleva dos 
consecuencias: 1) por un lado, la ilicitud de la prueba obtenida; y 2) la 
comisión de un delito; por ende, afirmó que de resultar acreditada la 
tortura, la consecuencia sería que en la sentencia definitiva se restara 
eficacia probatoria a la confesión realizada por el justiciable, o bien que 
a las pruebas obtenidas ilícitamente con base en ella, constituya una 
violación procesal, ya que ello se traduciría en la paralización del 
proceso hasta que se resolviera lo conducente en relación con el tema 
de la tortura. 
 
El Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto 
Circuito, al resolver el expediente auxiliar 421/2013 (derivado del A.D. 
298/2013), concluyó que cuando los órganos jurisdiccionales, con 
motivo de sus funciones, tomen conocimiento de la manifestación de 
una persona que señale haber sufrido tortura, deben tomar medidas a 
efecto de que las autoridades competentes procedan a su investigación. 
Y al margen de las responsabilidades que llegaran a determinarse en 
sede penal, el juzgador no sólo debe concretarse a efectuar la denuncia 
correspondiente ante el Ministerio Público, sino que también debe 
actuar de manera pronta, efectiva e imparcial, para garantizar que se 
realice un examen por un médico independiente de conformidad con el 
Protocolo de Estambul y ordenar la práctica de cualquier probanza 
necesaria para el esclarecimiento de los hechos, a efecto de que sean 
consideradas dentro del juicio; esto, a fin de excluir de la carga de la 
prueba al imputado. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diez de febrero de 
dos mil dieciséis. Ciudad de México, once de febrero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 

 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 11/2016 (10a.) 
 
 

ACTOS DE TORTURA. LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO, 
CON MOTIVO DE LA VIOLACIÓN A LAS LEYES QUE LO RIGEN 
POR LA OMISIÓN DE INVESTIGAR LOS DENUNCIADOS POR EL 
IMPUTADO, DEBE ORDENARSE A PARTIR DE LA DILIGENCIA 
INMEDIATA ANTERIOR AL AUTO DE CIERRE DE INSTRUCCIÓN. La 
violación al debido proceso, derivada de la omisión de investigar la 
existencia de actos de tortura, con motivo de una denuncia o la 
existencia de indicios concordantes para suponer bajo un parámetro de 
probabilidad razonable de que la violación a derechos humanos 
aconteció, da lugar a que la vía de reparación óptima sea ordenar la 
reposición del procedimiento con la finalidad de realizar la investigación 
respectiva. Lo anterior, porque sólo será posible determinar el impacto 
de la tortura en el proceso penal, una vez que ésta se acredite, como 
resultado de una investigación exhaustiva y diligente. Así, la reposición 
del procedimiento tiene como justificación que se investiguen los actos 
de tortura alegados para verificar su existencia, y no por la actualización 
de alguna otra violación concreta y constatada al derecho de defensa 
del imputado; por tanto, no existe razón para que se afecte todo lo 
desahogado en el proceso, pues en caso de que la existencia de actos 
de tortura no se constate con la investigación, las correspondientes 
actuaciones y diligencias subsistirán íntegramente en sus términos; y 
para el caso de que se acredite su existencia, los efectos únicamente 
trascenderán en relación con el material probatorio que en su caso será 
objeto de exclusión al dictar la sentencia; de ahí que la reposición del 
procedimiento deberá realizarse hasta la diligencia inmediata anterior al 
auto de cierre de instrucción, tratándose del sistema penal tradicional.  
 
Contradicción de tesis 315/2014. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena Región, 
con residencia en Zacatecas, Zacatecas, y el Quinto Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en 
La Paz, Baja California Sur. 30 de septiembre de 2015. La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra. 
 
Tesis y/o criterios contendientes:  
El Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Novena Región, en apoyo del Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo penal 380/2014 (relativo 
al A.D. 169/2014), esencialmente concluyó que la omisión del juez de 
investigar oficiosamente los actos de tortura que aleguen los 
procesados, no constituye una violación a las leyes del procedimiento 
penal que trascienda al resultado del fallo, por virtud de la cual, se 
justifique la reposición del proceso, ya que la estimación de que el 
sentenciado hubiese padecido tortura únicamente conlleva dos 
consecuencias: 1) por un lado, la ilicitud de la prueba obtenida; y 2) la 
comisión de un delito; por ende, afirmó que de resultar acreditada la 
tortura, la consecuencia sería que en la sentencia definitiva se restara 
eficacia probatoria a la confesión realizada por el justiciable, o bien que 



 

a las pruebas obtenidas ilícitamente con base en ella, constituya una 
violación procesal, ya que ello se traduciría en la paralización del 
proceso hasta que se resolviera lo conducente en relación con el tema 
de la tortura. 
 
El Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto 
Circuito, al resolver el expediente auxiliar 421/2013 (derivado del A.D. 
298/2013), concluyó que cuando los órganos jurisdiccionales, con 
motivo de sus funciones tomen conocimiento de la manifestación de 
una persona que señale haber sufrido tortura, deben tomar medidas a 
efecto de que las autoridades competentes procedan a su investigación. 
Y al margen de las responsabilidades que llegaran a determinarse en 
sede penal, el juzgador no sólo debe concretarse a efectuar la denuncia 
correspondiente ante el Ministerio Público, sino que también debe 
actuar de manera pronta, efectiva e imparcial, para garantizar que se 
realice un examen por un médico independiente de conformidad con el 
Protocolo de Estambul y ordenar la práctica de cualquier probanza 
necesaria para el esclarecimiento de los hechos, a efecto de que sean 
consideradas dentro del juicio; esto, a fin de excluir de la carga de la 
prueba al imputado. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diez de febrero de 
dos mil dieciséis. Ciudad de México, once de febrero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 12/2016 (10a.) 
 
 

JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL CUYA SENTENCIA DEFINITIVA 
SEA APELABLE POR RAZÓN DE LA CUANTÍA.  CONTRA EL AUTO 
DE EXEQUENDO DICTADO EN AQUÉL, ES NECESARIO AGOTAR  
EL RECURSO DE APELACIÓN DE TRAMITACIÓN INMEDIATA, 
PREVIO A LA PROMOCIÓN DEL JUICIO DE   AMPARO INDIRECTO. 
Si bien es cierto que el artículo 1345 del Código de Comercio establece 
diversas hipótesis para la procedencia de la apelación de tramitación 
inmediata, entre las que no se encuentra el auto de exequendo, 
también lo es que dicho numeral forma parte de un sistema de normas 
que regula el recurso de apelación, por lo que se  complementa con los 
casos expresamente previstos en el citado código como apelables de 
tramitación inmediata. Bajo esa perspectiva, si el artículo 1165, último 
párrafo, del mencionado código, expresamente señala que la resolución 
que niegue el auto de ejecución será apelable en ambos efectos y, en 
caso contrario, se admitirá en el efecto devolutivo de tramitación 
inmediata, es inconcuso que contra el auto de exequendo dictado en el 
juicio ejecutivo mercantil, cuya sentencia definitiva sea apelable por  
razón de la cuantía, procede el recurso de apelación de tramitación 
inmediata y, en consecuencia, es necesario agotarlo previo a la 
promoción del juicio de amparo indirecto en su contra, a fin de cumplir 
con el principio de definitividad que rige en la materia, contenido en los 
artículos 73, fracción XIII, de la Ley de Amparo abrogada y 61, fracción 
XVIII, de la vigente 
 
Contradicción de tesis 146/2015. Suscitada entre el Segundo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en Culiacán, Sinaloa y el Quinto Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Tercer Circuito. 4 de noviembre de 2015. La votación 
se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante 
Juárez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 231/2010, dio origen a la tesis aislada 
III.5o.C.164 C, de rubro: “AUTO DE EXEQUENDO DICTADO EN UN 
JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. EN SU CONTRA PROCEDE EL 
AMPARO INDIRECTO SIN NECESIDAD DE AGOTAR PREVIAMENTE 
EL RECURSO DE APELACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR 
DEL TREINTA Y UNO DE DICIEMBRE DE DOS MIL OCHO).”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXXII, agosto de 2010, página 2222, con número 
de registro 164166. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, en apoyo del 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 206/2015 (expediente de origen 
347/2014), sostuvo que toda vez que en contra del auto de exequendo 



 

existe un medio ordinario como lo es el recurso de apelación previsto en 
el artículo 1339 del Código de Comercio, por medio del cual es factible 
modificar, revocar o anular el proveído que causa agravio a la parte 
quejosa, para cumplir con el principio de definitividad que rige la 
procedencia del juicio de amparo, es indispensable interponer aquél 
previo a promover juicio de amparo indirecto. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diez de febrero de 
dos mil dieciséis. Ciudad de México, once de febrero de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 13/2016 (10a.) 
 
 

REMATE. PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO, LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA 
IMPUGNABLE, ES LA QUE INDISTINTAMENTE ORDENA OTORGAR 
LA ESCRITURA DE ADJUDICACIÓN, O BIEN ENTREGAR LA 
POSESIÓN DE LOS BIENES INMUEBLES REMATADOS (LEY DE 
AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013). De 
conformidad con el artículo 107, fracción IV,  párrafo tercero, de la Ley 
de Amparo,  el juicio de amparo indirecto procede tratándose de actos 
emitidos en el procedimiento de remate, contra la última resolución 
dictada, entendida ésta como aquélla que ordena otorgar la escritura de 
adjudicación y la entrega de los bienes rematados. Disposición de la 
cual se advierte una problemática al incluir la conjunción copulativa “y” 
de la que se puede interpretar que es necesario dictar ambas órdenes 
para actualizar la última resolución del remate, de lo cual se advierte 
que, de ser así, dicha situación puede provocar un fenómeno contrario 
al derecho de acceso a la tutela judicial, pues si bien quizá se ordene la 
escrituración del inmueble en el procedimiento de remate, la autoridad 
responsable omita dictar la orden de entrega del bien adjudicado, lo que 
postergaría la fase de ejecución del juicio, afectando el derecho a la 
tutela judicial efectiva al obstaculizar la ejecución de una sentencia 
judicial y a su vez obstaculizando el acceso a la justicia constitucional. 
Es por ello que esta Primera Sala sostiene que el juzgador federal debe 
interpretar la norma en el sentido de que el juicio de amparo indirecto es 
procedente contra la última resolución del remate, la cual de forma 
indistinta la constituye la orden de entrega o escrituración del bien 
inmueble rematado. Esto es, la disposición debe leerse no con una 
conjunción copulativa que necesariamente obligue a considerar la 
emisión de ambas órdenes para actualizar la última resolución del 
remate, sino con una conjunción disyuntiva equivalente, en el sentido 
de que de forma indistinta ambas órdenes, escrituración y/o entrega del 
bien inmueble, son consecuencias connaturales del acto de 
adjudicación y, por tanto, basta que se emita una sola de ellas para 
considerar actualizada la última resolución del remate, pues así se 
satisface la razonabilidad subyacente de la norma que es acorde con el 
derecho de tutela judicial efectiva reconocido en los artículos 17 de la 
Constitución Federal y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en tanto el requisito establecido en el párrafo tercero, de la 
fracción IV, del artículo 107, de la Ley de Amparo, tiene como objeto 
evitar que los actos emitidos para lograr la ejecución de sentencias de 
procedimientos jurisdiccionales, sean obstaculizados indebidamente, en 
la lógica de que culminar la etapa de ejecución es imprescindible para 
lograr el goce íntegro del derecho a la tutela judicial. 
 
Contradicción de tesis 74/2015. Suscitada entre el Primer Tribunal 
Colegiado del Noveno Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Tercer Circuito. 18 de noviembre de 2015. La votación 
se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 



 

Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 237/2014, con la tesis aislada IX.1o.12 C (10a.), de rubro: 
“REMATE. LA ÚLTIMA RESOLUCIÓN DICTADA EN ESTE 
PROCEDIMIENTO, PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL 
AMPARO INDIRECTO, ES LA QUE EN FORMA DEFINITIVA 
DETERMINA LA ADJUDICACIÓN Y ORDEN DE ESCRITURACIÓN, 
EXISTA O NO, LA DE ENTREGA DEL BIEN REMATADO.”, publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 23 de enero de 
2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 14, Tomo III, enero de 2015, página 
2046, registro 2008296. 
 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 376/2014, resolvió que la orden de 
otorgamiento de escritura de adjudicación no es la última resolución del 
procedimiento de remate; lo anterior en virtud de que el artículo 107, 
fracción IV, de la Ley de Amparo, señala expresamente que la última 
resolución en el procedimiento de remate, en contra de la cual procede 
el amparo indirecto, es aquella que ordena en definitiva tanto el 
otorgamiento de la escritura de adjudicación como la entrega de los 
bienes rematados. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de 
febrero de dos mil dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de 
febrero de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 14/2016 (10a.) 
 
 

CHEQUE. REQUISITOS PARA TENERLO POR PROTESTADO. La 
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, dispone en los 
párrafos tercero y cuarto del artículo 190, que si el cheque se presenta 
en cámara de compensación y el librado rehúsa total o parcialmente su 
pago, la cámara certificará en el cheque dicha circunstancia y que el 
documento fue presentado en tiempo. Esa anotación hará las veces del 
protesto; además, dispone que la anotación que el librado ponga en el 
propio cheque de que fue presentado en tiempo y no pagado total o 
parcialmente, surtirá los mismos efectos del protesto. Por ende, una 
correcta interpretación de los citados párrafos conduce a estimar que 
para satisfacer los requisitos del protesto en un cheque, es suficiente 
que en el referido título de crédito, o en hoja anexa a éste, aparezca el 
sello impreso o la anotación que estipule que el cheque fue presentado 
en tiempo y no pagado total o parcialmente por el banco librado o por la 
cámara de compensación, sin que se imponga alguna otra formalidad 
específica, como la prevista en el artículo 148 de la referida ley. 
 
Contradicción de tesis 360/2014. Suscitada entre el Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito 
y el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, actual Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 20 de enero de 
2016. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés 
Araujo. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo 
Cuarto Circuito, al resolver el amparo directo 358/2014, sostuvo que 
para acreditar la presentación en tiempo de un cheque con efectos de 
protesto, basta que conste en el propio cheque o en hoja adherida a él, 
el sello impreso conforme al cual se haga constar la presentación en 
tiempo y la subsecuente causa de devolución de ese título crediticio, 
que permitan comprobar que fue presentado para su cobro dentro del 
plazo señalado legalmente para ello, sin que se requiera de alguna otra 
formalidad específica. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, actual Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver el 
recurso de revisión 144/1995, dio origen a la tesis VI.2o.12 C, de rubro: 
“PROTESTO. REQUISITOS DEL.”, visible en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo I, junio de 1995, 
página 506, registro 205056. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de 



 

febrero de dos mil dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de 
febrero de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 15/2016 (10a.) 
 
 

DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. SI QUIEN LA PROMUEVE SE 
OSTENTA COMO AUTORIZADO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
1069 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, EL JUZGADOR DEBE 
PREVENIRLO PARA QUE ACREDITE EL CARÁCTER DE 
REPRESENTANTE LEGAL O APODERADO DE LA PARTE 
QUEJOSA. Los artículos 175, 179 y 180 de la Ley de Amparo, deben 
interpretarse en las coordenadas del principio pro persona y el derecho 
de acceso a la justicia, en coherencia con los principios de certidumbre 
jurídica y economía procesal, en el sentido de que la personería del 
promovente constituye un presupuesto procesal de análisis oficioso. 
Desde esta perspectiva, debe estimarse que si en la demanda de 
amparo directo el promovente se ostenta como autorizado de la parte 
quejosa en términos del artículo 1069 del Código de Comercio –
conforme al cual carece de facultades para promover dicha demanda– y 
omite exhibir documento alguno que lo acredite como su representante 
legal o apoderado, el juzgador deberá prevenirlo para que subsane esa 
irregularidad y acredite con documento fehaciente el carácter de 
representante legal o apoderado del quejoso, con el apercibimiento que 
de no hacerlo se tendrá por no presentada la demanda de amparo 
directo, pues este modo de actuar permite salvaguardar de manera más 
eficiente e integral los derechos de acceso a la justicia y tutela judicial 
efectiva, previstos en el artículo 17 constitucional y el artículo 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como en los 
principios de impartición de justicia pronta, expedita y acceso efectivo a 
la jurisdicción, pues no se inhibe por un error en la acreditación de la 
personería de la parte quejosa el examen de constitucionalidad del 
asunto sometido a su jurisdicción. No obstante, al desahogar la 
prevención deberá probarse que al momento de presentar la demanda 
de amparo el autorizado en términos del artículo 1069, párrafo tercero, 
del Código de Comercio, era apoderado o representante legal de la 
parte quejosa cuando promovió el juicio de amparo y no sólo autorizado 
en términos del artículo citado del Código de Comercio. 
 
Contradicción de tesis 124/2015. Suscitada entre el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, el Primer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, el Tribunal Colegiado del 
Trigésimo Segundo Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito y el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito. 13 de enero  de  2016.  La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia de la 
Sala y por lo que se indica en el primer punto resolutivo de la sentencia 
–parcialmente-. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 24/2013, con la tesis aislada I.2o.C.16 
C (10a.), de rubro: “DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. SI EL 



 

PROMOVENTE SE OSTENTA AUTORIZADO DEL QUEJOSO EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1069 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, 
CONFORME AL CUAL CARECE DE FACULTADES PARA 
PROMOVERLA Y OMITIÓ EXHIBIR DOCUMENTO QUE LO 
ACREDITE COMO SU REPRESENTANTE LEGAL O APODERADO, 
LA PRESIDENCIA DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
RESPECTIVO DEBE PREVENIRLO PARA QUE LA SUBSANE, EN 
LUGAR DE DESECHARLA.”, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 5, abril de 2014, Tomo 
II, página 1476, registro 2006288. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el recurso de reclamación 22/2014, con la tesis aislada de 
rubro: “PERSONERÍA EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. SI 
QUIEN PROMUEVE LA DEMANDA A NOMBRE DEL QUEJOSO LO 
HACE COMO AUTORIZADO EN TÉRMINOS DEL PÁRRAFO 
TERCERO DEL ARTÍCULO 1079 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, LA 
PRESIDENCIA DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE 
PREVENIRLO PARA QUE LA SUBSANE Y NO DESECHARLA.”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro 20, Tomo II, julio de 2015, página 1743, registro 
2009638. 
 
El Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver 
el recurso de reclamación 2/2014; el Tribunal Colegiado del Trigésimo 
Segundo Circuito, al resolver el recurso de reclamación 52/2014; el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el recurso de reclamación 5/2015 y el Décimo Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el recurso de 
reclamación 10/2014, sostuvieron que la falta de legitimación de quien 
promueve amparo directo como autorizado en términos de lo dispuesto 
en el artículo 1069 del Código de Comercio, no da lugar a prevenirlo en 
términos de lo dispuesto en el numeral 180 de la Ley de Amparo 
vigente a partir del 3 de abril de 2013, a efecto de que subsane esa 
irregularidad y exhiba el documento con el que acredite su personería 
como representante legal o apoderado de la parte quejosa, por lo que 
es correcto desechar por improcedente la demanda de garantías. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de 
febrero de dos mil dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de 
febrero de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 16/2016 (10a.) 



 

 
BENEFICIOS PENALES PARA LOS SENTENCIADOS. EL HECHO 
DE QUE SE CONDICIONE SU OTORGAMIENTO, NO ES 
CONTRARIO AL ARTÍCULO 18, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL. El establecimiento de beneficios 
preliberacionales por el legislador tiene una finalidad eminentemente 
instrumental, ya que éstos constituyen los medios o mecanismos para 
generar los resultados y fines que el artículo 18, párrafo segundo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, prevé para el 
régimen penitenciario, como son lograr la reinserción del sentenciado a 
la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir. Desde esta óptica, no 
deben confundirse los fines del sistema penitenciario con la justificación 
para obtener el beneficio de tratamiento preliberacional, pues el hecho 
de que los beneficios sean medios adecuados para incentivar la 
reinserción, no implica que su otorgamiento sea incondicional ni que 
deban considerarse un derecho fundamental que asiste a todo 
sentenciado, ya que si bien es cierto que el artículo 18, párrafo 
segundo, constitucional admite la posibilidad de que se otorguen 
beneficios a quien esté en posibilidad de ser reinsertado, de su texto no 
se aprecia que exista prohibición dirigida al legislador en el sentido de 
impedirle condicionar tal otorgamiento; por el contrario, la norma 
constitucional establece que será en la ley secundaria donde se 
preverán los beneficios acordes al modelo de sistema penitenciario que 
diseña la Constitución General de la República. Por tanto, el hecho de 
que el legislador establezca condiciones de concurrencia necesaria 
para el otorgamiento de los beneficios de tratamiento preliberacional, 
así como el otorgamiento de facultades de apreciación al juez para que, 
a la luz de los requisitos legales y del caso concreto, conceda o no 
dichos beneficios, no es contrario al artículo 18 de la Constitución 
Federal, pues sólo denota la intención del legislador de que ciertas 
conductas delictivas conlleven tratamiento más riguroso, en aras de 
proteger los derechos de la sociedad a la paz y a la seguridad sociales. 
 
Amparo en revisión 329/2011. 5 de octubre de 2011. Cinco votos de 
los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar. 
 
Amparo en revisión 634/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles. 
 
Amparo en revisión 673/2012. 6 de febrero de 2013. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
Amparo en revisión 675/2012. 10 de abril de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 



 

Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés 
Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 209/2014. 21 de enero de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de  veinticuatro de febrero de 
dos mil dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de febrero de dos 
mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 17/2016 (10a.) 
 
 

OBLIGACIONES MERCANTILES. MOMENTO EN QUE COMIENZAN 
LOS EFECTOS DE LA MOROSIDAD EN SU CUMPLIMIENTO 
CUANDO SE CONTRAEN SIN TÉRMINO PREFIJADO POR LAS 
PARTES O POR LAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO. De los artículos 83 y 85, fracción II, del Código de 
Comercio, se advierte que las obligaciones mercantiles sin término 
prefijado por las partes o por el ordenamiento mercantil citado y que 
sólo producen acción ordinaria, son exigibles diez días después de 
contraídas, por lo que el acreedor podrá solicitar al deudor su 
cumplimiento a través de los medios legales correspondientes. En este 
sentido, los efectos de la morosidad en el cumplimiento de dichas 
obligaciones comenzarán a partir del día en que el acreedor lo exija o 
reclame al deudor, judicial o extrajudicialmente, ante escribano o 
testigos, lo que podrá hacerse una vez transcurrido el plazo citado, al 
ser el punto de partida para efectuar el reclamo. 
 
Contradicción de tesis 302/2014. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en 
Nezahualcóyotl, Estado de México y el Décimo Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 24 de febrero de 2016. 
La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés 
Araujo. 
  
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito al resolver el juicio 
de amparo directo 305/2014, sostuvo que toda vez que los intereses 
moratorios constituyen una sanción por el retardo en el cumplimiento de 
obligaciones, de conformidad con el artículo 85 del Código de 
Comercio, para establecer la fecha en que el deudor deba indemnizar al 
acreedor debe computarse a partir de que se haya interpelado al 
deudor, lo que acontecerá desde el día en que el acreedor reclame 
judicial o extrajudicialmente ante escribano o testigos. 
 
El Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 321/2010, determinó que de 
conformidad con el artículo 83 del Código de Comercio, las obligaciones 
mercantiles y sus intereses moratorios pueden ser exigibles sin 
interpelación, porque se incurre en mora desde el momento en que las 
obligaciones mercantiles con o sin plazo surten efectos en contra del 
deudor, ya sea para ser exigibles o para que el deudor quede 
constituido en mora. 
  
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de marzo de 



 

dos mil dieciséis. Ciudad de México, diecisiete de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 18/2016 (10a.) 
 
 

DOCUMENTO PRIVADO DE COMPRAVENTA. PARA EFECTOS DE 
ACREDITAR EL INTERÉS JURÍDICO DE QUIEN SE OSTENTA 
COMO PROPIETARIO DE UN INMUEBLE EN UN JUICIO DE 
AMPARO, ADQUIERE FECHA CIERTA CON EL FALLECIMIENTO 
DE CUALQUIERA DE SUS TESTIGOS FIRMANTES. La Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la 
contradicción de tesis 52/97, de la cual derivó la jurisprudencia 1a./J. 
46/99, de rubro: “INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO, INEFICACIA 
DEL CONTRATO PRIVADO DE COMPRAVENTA DE FECHA 
INCIERTA, PARA ACREDITARLO.”¹, determinó que los documentos 
privados, no objetados, en los que constan actos traslativos de dominio 
de bienes inmuebles, surten plenos efectos probatorios cuando sean de 
fecha cierta, lo que ocurre: 1) a partir del día en que se celebran ante 
fedatario o funcionario público autorizado; 2) desde que se inscriban en 
el Registro Público de la Propiedad; y, 3) a partir de la muerte de 
cualquiera de los firmantes. Ahora bien, esta última expresión no debe 
interpretarse en sentido restrictivo, esto es, como referente sólo a las 
partes que con su firma manifestaron su voluntad de transmitir y adquirir 
la propiedad de un bien raíz, sino que también abarca a quienes lo 
suscribieron exclusivamente en su calidad de testigos, pues el concepto 
de “fecha cierta” de un documento privado por fallecimiento de quien lo 
suscribió, deriva de la imposibilidad física de que puedan suscribirlo en 
fecha posterior a su deceso y anterior al acto de autoridad reclamado 
en amparo; por lo que dada la mayor certeza que ese aspecto aporta 
sobre la fecha de celebración del acto traslativo del inmueble que obre 
en un documento privado, este último es apto para acreditar el interés 
jurídico de quien se ostente como su propietario en un juicio de amparo. 
 
Contradicción de tesis 374/2014. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo del Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito, el Primer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con residencia en 
Cancún, Quintana Roo, en apoyo del Cuarto Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Circuito, y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Cuarto Circuito. 24 de febrero de 2016. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Octava Región, con residencia en Cancún, Quintana Roo, en apoyo del 
Cuarto Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, al resolver el 
expediente 85/2013 (cuaderno auxiliar 424/2013), sustentó la tesis 
aislada XXVII.1o. (VIII región) 12 C (10a.) de rubro: “CONTRATO 
PRIVADO DE COMPRAVENTA. ADQUIERE FECHA CIERTA SI EL 
FALLECIMIENTO SE PRESENTÓ RESPECTO DE ALGUNO DE LOS 
CONTRATANTES QUE DIRECTA Y PERSONALMENTE 



 

CELEBRARON DICHO PACTO DE VOLUNTADES.”, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XXIII, Tomo 3, agosto de 2013, página 1613, con número de registro 
2004182. 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 295/2004, con la tesis IV.3o.C.27 C, de 
rubro: “CONTRATO PRIVADO DE COMPRAVENTA. ADQUIERE 
FECHA CIERTA AL ACREDITARSE EL FALLECIMIENTO DE UNO DE 
LOS TESTIGOS FIRMANTES.”, publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXVI, diciembre de 
2007, página 1699, registro 170809. 
El Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo del 
Tribunal Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 839/2014, determinó que el fallecimiento de quien 
suscribiera como testigo en un contrato de cesión de derechos sobre un 
bien inmueble que constaba en un documento privado, resultaba 
insuficiente para considerar que este instrumento adquiría fecha cierta 
para que surtiera efectos contra terceros y de esa manera resulta que 
no era apto para acreditar que se adquirió la propiedad antes del acto 
de autoridad; y, por ende, tampoco acreditaba el interés jurídico en el 
juicio de amparo. 
¹La tesis de jurisprudencia 1a./J.46/99 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
X diciembre de 1999, página 78, registro 192662. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de marzo de 
dos mil dieciséis. Ciudad de México, diecisiete de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 19/2016 (10a.) 
 
 

INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA. EL PARADIGMA 
CONSTITUCIONAL DEL DERECHO PENAL DEL ACTO PROHÍBE LA 
POSIBILIDAD DE QUE LOS ANTECEDENTES PENALES, 
ENTENDIDOS EN SENTIDO AMPLIO, SEAN CONSIDERADOS POR 
EL JUZGADOR PARA GRADUAR LA CULPABILIDAD DE LA 
PERSONA SENTENCIADA. La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en las tesis jurisprudenciales 1a./J.19/2014 (10a.), 
de rubro: “DERECHO PENAL DEL AUTOR Y DERECHO PENAL DEL 
ACTO. RASGOS CARACTERIZADORES Y DIFERENCIAS.”  y  1a./J. 
21/2014 (10a.), de rubro: “DERECHO PENAL DE ACTO. RAZONES 
POR LAS CUALES LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS SE DECANTA POR DICHO PARADIGMA 
(INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 1o., 14, 
TERCER PÁRRAFO, 18, SEGUNDO PÁRRAFO, Y 22, PRIMER 
PÁRRAFO).”, explicó las razones por las cuales –a partir de una 
interpretación sistemática de diversos principios constitucionales– es 
posible concluir que cuando los juzgadores se encuentran en 
condiciones de hacer uso de su prudente arbitrio para individualizar la 
pena, deben rechazar la posibilidad de ponderar la supuesta 
peligrosidad de la persona, así como cualquier prejuicio sobre alguna 
supuesta proclividad al delito, bajo la idea de que la persona cuenta con 
antecedentes penales. Las personas solamente pueden ser 
sancionadas por la comisión de conductas penales establecidas 
previamente en la ley; nunca con apoyo en juicios de valor sobre su 
personalidad. Sin embargo, el término “antecedentes penales”, 
entendido en sentido amplio –y que aplica para esta clase de 
valoraciones constitucionalmente vedadas– debe distinguirse del 
concepto de “reincidencia”, mismo que el legislador puede utilizar 
expresamente como criterio para elevar el parámetro de punibilidad de 
acuerdo con la jurisprudencia 1a./J. 80/2013 (10a.), de rubro: 
“INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA. LOS ANTECEDENTES PENALES 
DEL SENTENCIADO QUE LLEVEN A CONSIDERARLO COMO 
REINCIDENTE, DEBEN TOMARSE EN CUENTA PARA FIJAR LA 
PUNIBILIDAD.”. 
 
Contradicción de tesis 298/2014. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 18 de noviembre de 
2015. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Disidente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
Patricia del Arenal Urueta. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 86/2012, sustentó la  tesis aislada 
III.2o.P.15 P (10a.), de rubro: “INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA. SI 
PARA DETERMINAR EL GRADO DE CULPABILIDAD SE TOMAN EN 
CUENTA LOS ANTECEDENTES PENALES DEL SENTENCIADO SE 
CONTRAVIENE SU DERECHO FUNDAMENTAL DE LIBERTAD Y, 



 

POR TANTO, EL DE SEGURIDAD JURÍDICA PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE JALISCO).”, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 3, enero de 
2013, página 2069, con número de registro 2002539. 
El Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 400/2014, determinó que conforme a la 
fracción VI del artículo 69 del Código Penal del Estado de Baja 
California, para imponer una pena, el juzgador debe ponderar tanto las 
circunstancias que rodearon el evento delictivo, como los aspectos 
personales del sujeto activo, dentro de los cuales incuestionablemente 
se encuentran los antecedentes penales, al ser estos factores los que, 
en el caso concreto, revelan que el sentenciado se mostró renuente a 
reincorporarse a la sociedad al ser considerado como reincidente. 
Nota: Las tesis de jurisprudencia 1a./J. 19/2014 (10a.), 1a./J. /21/2014 
(10a.) y 1a./J. 80/2013 (10a.) citadas, aparecen publicadas en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de marzo de 2014 a 
las 9:53 horas, del viernes 21 de marzo de 2014 a las 11:03 horas y del 
viernes 6 de diciembre de 2013 a las 6:00 horas, y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 4, Tomo I, 
marzo de 2014, páginas 374 y 354, y Libro 1, Tomo I, diciembre de 
2013, página 353, respectivamente. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de marzo de 
dos mil dieciséis. Ciudad de México, diecisiete de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 20/2016 (10a.) 
 

 
ANTECEDENTES PENALES, ENTENDIDOS EN SENTIDO AMPLIO. 
DEBERES DE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES AL 
INTERPRETAR O APLICAR NORMAS SECUNDARIAS QUE 
ALUDEN A ELLOS COMO CRITERIO PARA LA INDIVIDUALIZACIÓN 
DE LA PENA. De acuerdo con el paradigma constitucional del derecho 
penal del acto, los antecedentes penales del sentenciado (entendidos 
en sentido amplio) no deben tomarse en cuenta para determinar su 
grado de culpabilidad. Esta lógica deriva de la interpretación 
constitucional realizada por este alto tribunal respecto a dicho 
paradigma, por lo que, en atención al principio de supremacía 
constitucional, el mismo debe ser considerado como un parámetro de 
regularidad constitucional de actos y normas. Por ende, lo lógico es que 
los órganos jurisdiccionales, al tener que evaluar las condiciones de 
aplicación y las posibilidades interpretativas de las legislaciones 
ordinarias que aluden a antecedentes penales, se conduzcan de 
acuerdo con los deberes que ordinariamente deben cumplir cuando 
enfrentan cualquier problema de naturaleza constitucional planteado 
con motivo de la aplicación de leyes secundarias. En primer lugar, 
deberán partir de la presunción de constitucionalidad de las leyes y, por 
tanto, favorecer la posibilidad de realizar una interpretación conforme; 
sin embargo, si habiendo agotado esta posibilidad se considera que el 
conflicto entre la ley y la Constitución es insalvable, los jueces deben 
realizar un control de constitucionalidad de la norma. Éste incluso 
puede ser control ex officio pero, en su caso, deberá realizarse de 
acuerdo con las facultades que le correspondan a cada órgano, según 
su nivel y función, en términos de lo que esta Suprema Corte ha 
señalado en su jurisprudencia sobre la materia. 
 
Contradicción de tesis 298/2014. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 18 de noviembre de 
2015. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Disidente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
Patricia del Arenal Urueta. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 86/2012, sustentó la  tesis aislada 
III.2o.P.15 P (10a.), de rubro: “INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA. SI 
PARA DETERMINAR EL GRADO DE CULPABILIDAD SE TOMAN EN 
CUENTA LOS ANTECEDENTES PENALES DEL SENTENCIADO SE 
CONTRAVIENE SU DERECHO FUNDAMENTAL DE LIBERTAD Y, 
POR TANTO, EL DE SEGURIDAD JURÍDICA PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE JALISCO).”, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, enero de 2013, 
Tomo 3, página 2069, con número de registro 2002539.  
El Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 400/2014, determinó que conforme a la 



 

fracción VI del artículo 69 del Código Penal del Estado de Baja 
California, para imponer una pena, el juzgador debe ponderar tanto las 
circunstancias que rodearon el evento delictivo, como los aspectos 
personales del sujeto activo, dentro de los cuales incuestionablemente 
se encuentran los antecedentes penales, al ser estos factores los que, 
en el caso concreto, revelan que el sentenciado se mostró renuente a 
reincorporarse a la sociedad al ser considerado como reincidente. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de marzo de 
dos mil dieciséis. Ciudad de México, diecisiete de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 21/2016 (10a.) 
 
 

LANZAMIENTO EJECUTADO. PROCEDE CONCEDER LA 
SUSPENSIÓN EN SU CONTRA, SIEMPRE QUE SE DEMUESTREN 
LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO Y EL PELIGRO EN LA 
DEMORA, Y NO EXISTA IMPEDIMENTO JURÍDICO O MATERIAL. De 
la interpretación sistemática y funcional del artículo 107, fracción X, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de 
los numerales 126 a 129, 138 a 140, 143 y 147 a 151 de la Ley de 
Amparo, se colige que puede concederse la suspensión contra una 
orden de lanzamiento ya ejecutada para efectos de restablecer al 
quejoso en la posesión del bien inmueble, siempre que se demuestren 
la apariencia del buen derecho y el peligro en la demora, y no exista 
impedimento jurídico o material; por lo cual, no basta con haberse 
ejecutado el lanzamiento para negar la medida suspensional. Lo 
anterior, sobre la base de que en la regulación referida se admite 
abiertamente el carácter de medida cautelar de la suspensión, que 
participa de los efectos prácticos de la resolución definitiva del juicio de 
amparo y, por tanto, no se limita sólo a las medidas de conservación, 
sino también a las de restablecer al quejoso en el goce del derecho 
afectado con el acto reclamado, para mantener viva la materia del 
amparo e impedir los perjuicios que éste pueda resentir por la duración 
del proceso, constituyendo así un verdadero amparo provisional con el 
que se anticipa la tutela constitucional sobre la base del aparente 
derecho advertido en un estudio minucioso y preliminar del asunto, a 
reserva de que, en la sentencia definitiva, se consolide esa situación si 
se constata la existencia del derecho aparente o, de lo contrario, se 
permita la continuación de los efectos del acto reclamado. Análisis que 
puede llevar a resultados  distintos al resolver sobre la suspensión 
provisional o la definitiva, debido a la diferencia en los elementos 
probatorios que tiene a la vista el juez; o de si el quejoso es parte 
vencida en juicio contra la cual se decretó el lanzamiento o si es 
persona extraña a juicio, entre otros aspectos; todo lo cual, en su caso, 
debe valorarse al analizar las particularidades de cada asunto para 
verificar si se prueba la apariencia del buen derecho y el peligro en la 
demora que, a fin de cuentas, es lo que debe determinar si se concede 
o niega la suspensión del acto reclamado. 
 
Contradicción de tesis 255/2015. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. 3 de 
febrero de 2016. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al 
resolver el recurso de queja 102/2015/3, determinó que si bien el 
artículo 147 de la Ley de Amparo establece que atendiendo a la 
naturaleza del acto reclamado, al otorgar la suspensión se ordenará 
que las cosas se mantengan en el estado que guarden y de ser jurídica 



 

y materialmente posible, se restablecerá provisionalmente al quejoso en 
el goce del derecho violado mientras se dicta sentencia ejecutoria en el 
juicio de amparo. 

 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el recurso de revisión contra el incidente de suspensión 
565/2011, con la tesis  III.2o.C.7 C (10a.), de rubro: “LANZAMIENTO 
EJECUTADO. AUN CUANDO SE TRATE DE UN ACTO 
CONSUMADO, PROCEDE EL OTORGAMIENTO DE LA 
SUSPENSIÓN, SIEMPRE QUE SE REALICE UN ANÁLISIS 
PONDERADO DE LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO Y DEL 
INTERÉS SOCIAL, EN ATENCIÓN A LA REFORMA DE LA FRACCIÓN 
X DEL ARTÍCULO 107 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL QUE 
ENTRÓ EN VIGOR EL CUATRO DE OCTUBRE DE DOS MIL ONCE.”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro XVII, Tomo 2, febrero de 2013, página 1379, 
registro 2002824. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha dieciséis de marzo de 
dos mil dieciséis. Ciudad de México, diecisiete de marzo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 22/2016 (10a.) 
 
 

ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. 
ELEMENTOS PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. Del 
reconocimiento de los derechos humanos a la igualdad y a la no 
discriminación por razones de género, deriva que todo órgano 
jurisdiccional debe impartir justicia con base en una perspectiva de 
género, para lo cual, debe implementarse un método en toda 
controversia judicial, aun cuando las partes no lo soliciten, a fin de 
verificar si existe una situación de violencia o vulnerabilidad que, por 
cuestiones de género, impida impartir justicia de manera completa e 
igualitaria. Para ello, el juzgador debe tomar en cuenta lo siguiente: i) 
identificar primeramente si existen situaciones de poder que por 
cuestiones de género den cuenta de un desequilibrio entre las partes de 
la controversia; ii) cuestionar los hechos y valorar las pruebas 
desechando cualquier estereotipo o prejuicio de género, a fin de 
visualizar las situaciones de desventaja provocadas por condiciones de 
sexo o género; iii) en caso de que el material probatorio no sea 
suficiente para aclarar la situación de violencia, vulnerabilidad o 
discriminación por razones de género, ordenar las pruebas necesarias 
para visibilizar dichas situaciones; iv) de detectarse la situación de 
desventaja por cuestiones de género, cuestionar la neutralidad del 
derecho aplicable, así como evaluar el impacto diferenciado de la 
solución propuesta para buscar una resolución justa e igualitaria de 
acuerdo al contexto de desigualdad por condiciones de género; v) para 
ello debe aplicar los estándares de derechos humanos de todas las 
personas involucradas, especialmente de los niños y niñas; y, vi) 
considerar que el método exige que, en todo momento, se evite el uso 
del lenguaje basado en estereotipos o prejuicios, por lo que debe 
procurarse un lenguaje incluyente con el objeto de asegurar un acceso 
a la justicia sin discriminación por motivos de género. 
 
Amparo directo en revisión 2655/2013. 6 de noviembre de 2013. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
Amparo directo en revisión 1125/2014. 8 de abril de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
Amparo directo en revisión 4909/2014. 20 de mayo de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena 
Orozco y Villa. 
 
Amparo directo en revisión 2586/2014. 10 de junio de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 



 

Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Gabino González Santos. 
 
Amparo directo en revisión 1340/2015. 7 de octubre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha treinta de marzo de 
dos mil dieciséis. Ciudad de México, treinta y uno de marzo de dos 
mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 23/2016 (10a.) 
 
 

RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 1334 
DEL CÓDIGO DE COMERCIO. DEBE AGOTARSE ANTES DE 
ACUDIR AL JUICIO DE AMPARO CUANDO SE IMPUGNA EL AUTO 
QUE NIEGA DECRETAR LA CADUCIDAD DE LA PRIMERA 
INSTANCIA EN JUICIOS MERCANTILES, SI POR RAZÓN DE LA 
CUANTÍA NO PROCEDE EL DE APELACIÓN. El auto que niega 
decretar la caducidad de la primera instancia en un juicio que, conforme 
a los artículos 1339 y 1340 del Código de Comercio, por su cuantía 
menor no admite el recurso de apelación, debe impugnarse por medio 
del recurso de revocación previsto en el artículo 1334 del código 
referido, el cual procede contra los autos que no son apelables y los 
decretos, antes de promover el juicio de amparo. Lo anterior es así, 
porque la negativa a decretar la caducidad de la instancia constituye un 
auto que no paraliza la prosecución del juicio, pues resuelve sobre 
dicha pretensión pero sin concederse, pudiendo continuar aquél hasta 
dictarse la sentencia que ponga fin al proceso. Esto es, no se trata de 
una sentencia definitiva, pues no resuelve el negocio o la acción de 
fondo; no analiza las acciones deducidas ni las excepciones opuestas, 
ni absuelve o condena, como lo exigen los artículos 1077, párrafo 
primero, y 1325 al 1327 del código citado, sino que niega la pretensión 
de que se decrete la caducidad de la instancia y resuelve una cuestión 
durante el proceso que es indispensable dirimir antes de llegar a la 
sentencia que pone fin al juicio. Por lo tanto, debe agotarse el recurso 
de revocación en contra del auto que niega la caducidad de la instancia 
para estar en aptitud de impugnarlo a través del juicio de amparo; con la 
salvedad del caso en el que se trate de una sentencia interlocutoria, 
pues en este último caso no será procedente el recurso de revocación. 
 
Contradicción de tesis 385/2014. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito y 
el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito. 30 de septiembre de 
2015. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo 
Avante Juárez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo 
Circuito, al resolver el recurso de queja 154/2014, determinó que aun 
cuando el artículo 1076, fracción VII, del Código de Comercio, no 
establece qué recurso procede en contra del auto que niega la 
caducidad de la instancia, basta acudir a los artículos 1334 y 1335 del 
citado código para determinar que en los asuntos que no rebasen la 
cuantía a que se refiere el diverso numeral 1340 del ordenamiento en 
cita, procede el recurso de revocación previo a acudir al juicio de 
amparo; lo anterior, sin necesidad de acudir a interpretación alguna. 
 
El Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 515/2013, con la tesis aislada IX.1o. 4 C (10a.), de rubro: 
“CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN EL JUICIO MERCANTIL. EN 



 

RESPETO AL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA, A UNA 
INTERPRETACIÓN CONFORME Y PRO PERSONA, CONTRA LA 
RESOLUCIÓN QUE NIEGA DECRETARLA, ES OPTATIVO PARA EL 
QUEJOSO AGOTAR EL RECURSO ORDINARIO O ACUDIR AL 
JUICIO DE AMPARO.”, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 28 de marzo de 2014 a las 10:03 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
4, Tomo II, marzo de 2014, página 1625, registro 2006047. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinte de abril de dos 
mil dieciséis. Ciudad de México, veintiuno de abril de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 24/2016 (10a.)  
 

TAXATIVIDAD EN MATERIA PENAL. SÓLO OBLIGA AL 
LEGISLADOR A UNA DETERMINACIÓN SUFICIENTE DE LOS 
CONCEPTOS CONTENIDOS EN LAS NORMAS PENALES Y NO A 
LA MAYOR PRECISIÓN IMAGINABLE. La Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha sostenido que la exacta aplicación de la ley en materia 
penal obliga al legislador a señalar con claridad y precisión las 
conductas típicas y las penas aplicables. Asimismo, esta Primera Sala 
ha reconocido que una disposición normativa no necesariamente es 
inconstitucional si el legislador no define cada vocablo o locución que 
utiliza, ya que ello tornaría imposible la función legislativa. Es por eso 
que el mandato de taxatividad sólo puede obligar al legislador penal a 
una determinación suficiente y no a la mayor precisión imaginable. 
Desde esta perspectiva, la taxatividad tiene un matiz que requiere que 
los textos legales que contienen normas penales únicamente describan, 
con suficiente precisión, qué conductas están prohibidas y qué 
sanciones se impondrán a quienes incurran en ellas, por lo que la 
exigencia en cuanto a la claridad y precisión es gradual. En este 
sentido, puede esclarecerse una cierta tensión estructural en el 
mandato de la taxatividad: alcanzar el punto adecuado entre precisión 
(claridad) y flexibilidad de una disposición normativa para que, en una 
sana colaboración con las autoridades judiciales, dichas disposiciones 
puedan ser interpretadas para adquirir mejores determinaciones. Ahora 
bien, como la legislación penal no puede renunciar a la utilización de 
expresiones, conceptos jurídicos, términos técnicos, vocablos propios 
de un sector o profesión (y por ello necesitados de concreción), 
entonces el legislador y las autoridades judiciales se reparten el trabajo 
para alcanzar, de inicio, una suficiente determinación y, posteriormente, 
una mayor concreción; de ahí que para analizar el grado de suficiencia 
en la claridad y precisión de una expresión no debe tenerse en cuenta 
sólo el texto de la ley, sino que puede acudirse tanto a la gramática, 
como a su contraste en relación con otras expresiones contenidas en la 
misma (u otra) disposición normativa, al contexto en el cual se 
desenvuelven las normas y a sus posibles destinatarios. 
 
Amparo directo en revisión 3266/2012. 6 de febrero de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Amparo directo en revisión 1661/2013. 18 de septiembre de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Amparo directo en revisión 3128/2013. 12 de febrero de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 1108/2014. 22 de abril de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 



 

Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara. 
 
Amparo directo en revisión 1111/2015. 8 de julio de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: M. G. Adriana Ortega Ortíz. 
 

LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha once de mayo de dos 
mil dieciséis. Ciudad de México, doce de mayo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
MSN/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 25/2016 (10a.)  
 

COSA JUZGADA EN EL RECURSO DE REVISIÓN. LA 
INCORPORACIÓN DEL LLAMADO "NUEVO PARADIGMA 
CONSTITUCIONAL" NO IMPLICA QUE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN PUEDA REVISAR TEMAS DE 
LEGALIDAD RESUELTOS POR UN TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO EN UNA SENTENCIA DE AMPARO DIRECTO ANTERIOR. 
La reforma al artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y la incorporación a nuestro sistema jurídico -con 
rango constitucional- de los derechos humanos consagrados en los 
tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, no 
lleva a sostener que ante este nuevo paradigma, la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación pueda revisar y modificar las decisiones sobre 
legalidad emitidas por los tribunales colegiados de circuito al resolver un 
juicio de amparo anterior y que han adquirido la calidad de cosa 
juzgada. Esto es así, porque las determinaciones judiciales adoptadas 
por dichos tribunales obedecen al régimen federal del Estado Mexicano, 
a la distribución de competencias, a las responsabilidades entre los 
diversos órdenes de gobierno y a sus respectivas razones funcionales 
y, por tanto, operativas y finalistas. Esta distribución abona al 
perfeccionamiento de los actos judiciales y a que los justiciables 
cuenten con los procedimientos necesarios y accesibles para la 
solución de controversias; así, la perspectiva de la dimensión 
institucional del sistema jurídico general garantiza la funcionalidad del 
sistema procesal organizado por competencias diferenciadas, y permite 
que se respeten los derechos fundamentales de quienes acuden ante 
los tribunales, al tiempo que da certeza a las relaciones jurídicas 
mediante instituciones como la de la cosa juzgada, que implica la 
inmutabilidad de las decisiones adoptadas por los órganos 
jurisdiccionales en razón de un interés político y público, una vez 
precluidos todos los medios de impugnación. Ahora bien, cuando las 
decisiones adoptadas por los tribunales referidos derivan en la 
concesión del amparo, su ejecución puede generar dos tipos de actos 
por parte de las autoridades responsables: 1) los relativamente libres, 
esto es, los realizados por la autoridad responsable en ejercicio de sus 
atribuciones propias; y, 2) los vinculados, a cuya realización se ve 
constreñida la autoridad responsable con la única posibilidad de 
proceder apegada a las directrices fijadas en la ejecutoria que concedió 
el amparo. En ese sentido, cuando lo decidido vincula totalmente a la 
autoridad responsable, tales decisiones gozan del imperio de la 
autoridad de cosa juzgada siendo inmutables y, por tanto, no son 
susceptibles de ser analizadas por este alto tribunal, ni sobre la base 
del nuevo paradigma constitucional establecido en nuestro sistema 
jurídico, ya que el artículo 107, fracción IX, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, reconoce a los tribunales colegiados de 
circuito como órganos terminales en materia de legalidad. Así, el 
sistema que garantiza al gobernado el derecho de acceso a la 
jurisdicción protege también la seguridad jurídica de que lo juzgado 
permanece. 
 

Amparo directo 55/2013. 21 de mayo de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo, por lo que hace a la concesión del 
amparo. El Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo formuló voto 



 

concurrente. La Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
manifestó que si bien vota por conceder el amparo, no comparte las 
consideraciones ni los efectos, y formuló voto concurrente. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Recurso de reclamación 14/2015. 25 de marzo de 2015. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
Recurso de inconformidad 1045/2014. **********. 6 de mayo de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Arturo Meza Chávez. 
 
Recurso de inconformidad 189/2015. **********. 6 de mayo de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez 
Valadez. 
 
Amparo directo en revisión 5315/2014. 20 de mayo de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez Aguilera. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha once de mayo de dos 
mil dieciséis. Ciudad de México, doce de mayo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
MSN/rfr. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 26/2016 (10a.) 
 
 

SUSPENSIÓN DEFINITIVA. EL TÉRMINO PARA QUE EL TERCERO 
INTERESADO INTERPONGA EL RECURSO DE REVISIÓN CONTRA 
LA RESOLUCIÓN INCIDENTAL QUE LA CONCEDE, CUANDO NO 
HA SIDO EMPLAZADO Y LE FUE NOTIFICADA POR LISTA, DEBE 
COMPUTARSE A PARTIR DE QUE CONOCIÓ DICHA 
DETERMINACIÓN. Si el tercero interesado no ha sido emplazado de 
conformidad con los artículos 26, fracción I, inciso b), de la Ley de 
Amparo vigente y 30 de la abrogada, la resolución que concede la 
suspensión definitiva debe notificársele personalmente y no por lista; sin 
embargo, en el caso de que se practique esta última, no surtirá efectos 
respecto de aquél por no estar integrado aún en la relación jurídico 
procesal. Así, en un recurso de reclamación interpuesto contra el 
acuerdo presidencial que desecha el diverso de revisión, es posible 
analizar y resolver sobre la legalidad del cómputo que realizó el 
presidente del tribunal colegiado de circuito, para determinar sobre la 
extemporaneidad de la interposición del recurso de revisión, si dicho 
órgano tomó como base una notificación por lista que, con 
independencia de su validez, no puede surtir efectos al tercero no 
emplazado, por no ser parte de la relación procesal. Por lo anterior, de 
forma excepcional y atendiendo a las circunstancias atípicas referidas, 
el término para que el tercero interesado interponga el recurso de 
revisión contra la resolución incidental que concede la suspensión 
definitiva debe computarse a partir de que el recurrente conoció dicha 
determinación, ya sea porque se ostentó sabedor de ésta o porque se 
le emplazó en el juicio principal; lo que involucra el deber de la 
autoridad judicial de amparo para lograr el emplazamiento del tercero 
interesado al juicio constitucional. 
 
Contradicción de tesis 136/2015. Entre las sustentadas por el Noveno 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 17 de febrero de 
2016. La votación se dividió en dos partes: mayoría de tres votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo 
Avante Juárez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 

El Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el recurso de reclamación 7/2009, sostuvo la tesis I.9o.C.38 K, 
de rubro: “TERCERO PERJUDICADO NO EMPLAZADO, NO 
APERSONADO NI NOTIFICADO PERSONALMENTE DE LA 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PUEDE INTERPONER EL RECURSO 
DE REVISIÓN EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN INCIDENTAL QUE 
CONCEDA LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA, DENTRO DEL PLAZO 
LEGAL CONTADO A PARTIR DE QUE ES EMPLAZADO AL JUICIO, O 
A PARTIR DE QUE TIENE CONOCIMIENTO DE AQUÉLLA.”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, página 1656, con 
número de registro 165655. 

 



 

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el recurso de reclamación 8/2015, sostuvo que tratándose de la 
revisión incidental interpuesta por el tercero interesado, se debe tomar 
en cuenta la notificación que por lista se practicó de la resolución que 
resolvió sobre la suspensión, sin que con ello se deje en estado de 
indefensión al recurrente, en virtud de que no constituye un requisito 
que previo a la celebración de la audiencia incidental deba 
emplazársele, además de que en términos del artículo 138 de la Ley de 
Amparo, el proveído que resuelve sobre la solicitud de suspensión del 
acto reclamado debe efectuarse dentro del plazo de cinco días, lo que 
pone de relieve que el trámite del incidente se distingue por su 
celeridad, sin que sea óbice a lo anterior que el recurrente alegue 
haberse enterado de la resolución con posterioridad a su emisión, 
incluso de su notificación, ya que dicho supuesto debe respaldarlo de 
un medio probatorio con el que pueda descartarse como fecha de su 
conocimiento la notificación practicada por lista. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha once de mayo de dos 
mil dieciséis. Ciudad de México, doce de mayo de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
 

 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 27/2016 (10a.)  
 

RECURSO DE RECLAMACIÓN. ES NECESARIO COMBATIR CADA 
UNO DE LOS RAZONAMIENTOS AUTÓNOMOS QUE SUSTENTAN 
EL AUTO POR EL QUE SE DESECHA EL RECURSO DE REVISIÓN. 
Cuando el Presidente de la Suprema Corte desecha el recurso de 
revisión formulado en contra de una sentencia emitida en un juicio de 
amparo directo, sustentándose para ello en dos o más razonamientos 
que, por ser autónomos, pueden subsistir de manera independiente, 
para poder declarar fundado el recurso de reclamación que se interpone 
en contra de esa determinación, todos los razonamientos deben ser 
destruidos. 
 
Recurso de reclamación 619/2013. 12 de febrero de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
Recurso de reclamación 583/2014. 17 de septiembre de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Rodrigo Montes de Oca Arboleya. 
 
Recurso de reclamación 1054/2014. **********. 26 de noviembre de 
2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 
 
Recurso de reclamación 1252/2014. **********. 11 de marzo de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Alejandra Spitalier Peña. 
 
Recurso de reclamación 312/2015. 1o. de julio de 2015. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinticinco de mayo 
de dos mil dieciséis. Ciudad de México, veintiséis de mayo de dos 
mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
MSN/rfr. 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 28/2016 (10a.) 
 
 

PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO ESTÁNDAR DE PRUEBA. 
CONDICIONES PARA ESTIMAR QUE EXISTE PRUEBA DE CARGO 
SUFICIENTE PARA DESVIRTUARLA. Para poder considerar que hay 
prueba de cargo suficiente para enervar la presunción de inocencia, el 
juez debe cerciorarse de que las pruebas de cargo desvirtúen la 
hipótesis de inocencia efectivamente alegada por la defensa en el juicio 
y, al mismo tiempo, en el caso de que existan, debe descartarse que las 
pruebas de descargo o contraindicios den lugar a una duda razonable 
sobre la hipótesis de culpabilidad sustentada por la parte acusadora. 
 
Amparo directo 21/2012. 22 de enero de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 4380/2013. 19 de marzo de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 3457/2013. 26 de noviembre de 2014. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena 
Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 3046/2014. 18 de marzo de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 5601/2014. 17 de junio de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena 
Zubieta. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha primero de junio de 
dos mil dieciséis. Ciudad de México, dos de junio de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 



 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 29/2016 (10a.) 
 
 

AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. NO SE ACTUALIZA LA 
PROCEDENCIA DE ESTE RECURSO POR LA SIMPLE MENCIÓN EN 
LA SENTENCIA DE AMPARO RELATIVA A QUE LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE REALIZÓ UN CONTROL DE CONVENCIONALIDAD. 
Para  efectos de la procedencia del recurso de revisión en amparo 
directo, en el caso del control de convencionalidad, es necesario que se 
actualice alguna de las siguientes hipótesis: (i) el análisis de una norma 
general frente a una disposición que contemple un derecho humano, 
contenida en un tratado internacional, aun cuando la conclusión sea 
convalidar la norma; o (ii) cuando el órgano que realice el mencionado 
control, a través del mismo, dote de contenido, alcance o significado a 
un derecho humano previsto en una norma internacional, o desentrañe 
el verdadero sentido del mismo a partir de esta última; y (iii) cuando se 
hubiere solicitado alguno de los ejercicios referidos y no se hubieren 
llevado a cabo por el órgano jurisdiccional sin justificación. En este 
sentido, resulta improcedente la revisión del juicio de amparo directo 
cuando no concurra alguno de los elementos descritos anteriormente, 
aun cuando en la sentencia de amparo se aduzca que la autoridad 
responsable realizó un control de convencionalidad, pues lo que 
actualiza la procedencia del recurso es que efectivamente se hubiere 
efectuado este ejercicio de control de regularidad, sin que la simple 
mención por parte del Tribunal Colegiado de que sí se hizo implique su 
procedencia. 
 
Recurso de reclamación 103/2014. 19 de marzo de 2014. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Gabino González Santos. 
 
Recurso de reclamación 104/2014. 19 de marzo de 2014. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Gabino González Santos. 
 
Recurso de reclamación 105/2014. 19 de marzo de 2014. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Gabino González Santos. 
 
Amparo directo en revisión 3331/2014. 21 de enero de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez Aguilera. 
 
Amparo directo en revisión 2911/2014. 11 de febrero de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez Aguilera. 



 

LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha ocho de junio de dos 
mil dieciséis. Ciudad de México, nueve de junio de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 30/2016 (10a.) 
 
 

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. ES IMPROCEDENTE ESTE 
RECURSO CUANDO LOS AGRAVIOS FORMULADOS POR EL 
RECURRENTE SON INOPERANTES. Conforme a los artículos 107, 
fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 81, fracción II, de la Ley de Amparo, y 21, fracción III, inciso 
a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como al 
Acuerdo General Número 9/2015, del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, la procedencia del recurso de revisión en amparo 
directo tiene un carácter excepcional, esto es, sólo procede si existe 
alguna cuestión de constitucionalidad y, además, si ésta entraña la 
fijación de un criterio de importancia y trascendencia, es decir, cuando: 
i) se trate de la fijación de un criterio novedoso o de relevancia para el 
orden jurídico nacional; o, ii) lo decidido en la sentencia recurrida 
pudiera implicar el desconocimiento u omisión de un criterio sostenido 
por este alto tribunal.  De ahí que el recurso de revisión en amparo 
directo es improcedente cuando los agravios formulados por el 
recurrente sean inoperantes, toda vez que no se fijará un criterio de 
relevancia para el orden jurídico nacional. 
 
Amparo directo en revisión 398/2015. **********. 8 de julio de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
Amparo directo en revisión 3250/2015. **********. 2 de diciembre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Carlos Enrique Mendoza Ponce. 
 
Amparo directo en revisión 2411/2015. **********. 2 de diciembre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Carlos Enrique Mendoza Ponce. 
 
Amparo directo en revisión 2549/2015. **********. 3 de febrero de 
2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Amparo directo en revisión 2737/2015. 24 de febrero de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Nota: El Acuerdo General Número 9/2015, de ocho de junio de dos mil 
quince, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 
establece las bases generales para la procedencia y tramitación de los 
recursos de revisión en amparo directo citado, aparece publicado en la 



 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
19, Tomo III, junio de 2015, página 2483. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha ocho de junio de dos 
mil dieciséis. Ciudad de México, nueve de junio de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 31/2016 (10a.) 
 

 
ANTECEDENTES PENALES DEL INCULPADO. LA OBTENCIÓN DE 
OFICIO DE ESE REGISTRO POR PARTE DEL JUEZ INSTRUCTOR 
PARA RESOLVER SOBRE EL OTORGAMIENTO DE LOS 
BENEFICIOS Y SUSTITUTIVOS PENALES, NO VIOLENTA LOS 
PRINCIPIOS DE IMPARCIALIDAD Y DE IGUALDAD PROCESAL 
(LEGISLACIÓN FEDERAL Y DEL DISTRITO FEDERAL). De 
conformidad con los artículos 146 del Código Federal de 
Procedimientos Penales y 296 Bis del Código de Procedimientos 
Penales para el Distrito Federal, durante la instrucción, el tribunal que 
conozca del proceso penal deberá tomar en cuenta las circunstancias 
peculiares del inculpado, allegándose datos para conocer, entre otros 
aspectos, los antecedentes personales que puedan comprobarse. En 
ese sentido, sobre la base del sistema penal mixto, se puede establecer 
que el juez instructor del proceso cuenta con la facultad legal para 
recabar de oficio el registro de los antecedentes penales del inculpado, 
lo cual no se estima violatorio del principio de imparcialidad, ni de 
igualdad procesal, en tanto que es criterio de este alto tribunal que tales 
datos no pueden ser considerados dentro del proceso para acreditar la 
existencia del delito, ni la responsabilidad del inculpado, y solamente 
constituyen aspectos inherentes a su persona, los cuales serán 
tomados en cuenta al momento de individualizar la pena y determinar lo 
que corresponde en cuanto a los beneficios o sustitutivos penales. 
Además, si conforme al artículo 21 de la Constitución Federal, deriva 
que al Ministerio Público le corresponde la investigación de los delitos y 
el ejercicio de la acción penal, para lo cual deberá acreditar la 
existencia del ilícito y la probable responsabilidad del imputado, y al 
juez le concierne la imposición de penas, una vez que se han 
acreditado plenamente los aspectos anteriores, resulta que esa facultad 
de imponer penas en el sistema penal mixto no se reduce a la 
graduación de la culpabilidad e individualización de la sanción, sino que 
una vez que ello es realizado, al juzgador le corresponde determinar, en 
cada caso en particular, si se cumplen los requisitos para que al 
sentenciado le puedan ser aplicados los beneficios y sustitutivos 
penales, en virtud de que de actualizarse las condiciones para su 
otorgamiento, se estará ante la posibilidad de que la pena inicialmente 
impuesta cambie de modalidad, sustituyéndose o concediendo un 
beneficio, mejorando las condiciones de su cumplimiento. Así, el hecho 
de que el juez instructor del proceso penal recabe de oficio el registro 
de antecedentes penales, no se traduce en una manera inquisitiva de 
obtener pruebas que sirvan para demostrar la culpabilidad por la 
comisión de un delito, pues la obtención de esas especificas 
documentales por parte del juzgador tiene como única finalidad que 
posterior a fijar la sanción que corresponda por la comisión de un delito, 
se analice si al responsable le pueden ser aplicables los beneficios y 
sustitutivos penales conforme a las condiciones que en la propia 
legislación se precisan, lo que incluso puede resultarle favorable. 
 
Contradicción de tesis 206/2015. Suscitada entre el Sexto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, y los Tribunales 
Colegiados Primero, Segundo y Quinto, todos del Décimo Quinto 
Circuito. 18 de mayo de 2016. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo 



 

Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto 
al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alfonso 
Francisco Trenado Ríos. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver los juicios de amparo directo 537/2014, 556/2014, 536/2014, 
390/2014 y 548/2014, dieron origen a la tesis jurisprudencial I.6o.P. J/3 
(10a.), de rubro: “IDENTIFICACIÓN ADMINISTRATIVA Y 
ANTECEDENTES PENALES DEL INCULPADO. SI SE RECABARON 
OFICIOSAMENTE CON BASE EN LA INTERPRETACIÓN LITERAL DE 
LOS ARTÍCULOS 296 Y 298 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL, SIN PETICIÓN EXPRESA 
DEL MINISTERIO PÚBLICO EN EL PLIEGO DE CONSIGNACIÓN O 
DURANTE LA INSTRUCCIÓN, Y AL DICTARSE SENTENCIA 
DEFINITIVA, CON APOYO EN ESOS MEDIOS DE PRUEBA, SE LE 
NIEGAN LOS BENEFICIOS Y SUSTITUTIVOS PENALES, SE VIOLAN 
LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD E IGUALDAD PROCESAL DE LAS 
PARTES.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 19 de junio de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 19, Tomo II, 
junio de 2015, página 1630, con número de registro 2009416. 
 
El Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 989/2011-1, determinó que el artículo 146 del 
Código Federal de Procedimientos Penales, que sirvió de fundamento 
al juzgador penal para allegarse de oficio el informe de antecedentes 
del inculpado, no vulnera los artículos 14, 16, 17 y 21 de la Constitución 
Federal, porque estos preceptos no establecen prohibición para que el 
juzgador del proceso penal pueda hacerse de todos aquellos datos que 
le permitan conocer la personalidad del delincuente y el entorno que le 
rodea, lo que puede ser útil para graduar la culpabilidad del enjuiciado e 
imponer sanciones acordes a la gradación relativa. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver 
los juicios de amparo directo 978/2010, 282/2011, 1100/2011, 25/2012 y 
394/2012, esencialmente sostuvo que el artículo 146 del Código 
Federal de Procedimientos Penales, que faculta al juez del proceso 
para allegarse de oficio pruebas para conocer las circunstancias 
personales del enjuiciado, con el objetivo de verificar la posibilidad de 
que el reo pueda acceder a un sustitutivo de la sanción corporal o 
beneficio, no viola lo dispuesto por los artículos 14,16,17 y 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sino que 
constituye una garantía de que el juez tome una determinación que 
resulte acorde con las circunstancias y de acuerdo con los parámetros 
legales que prevea la ley penal aplicable. 
 
El Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver los 
juicios de amparo directo 1150/2012, 1079/2011 y 509/2011, determinó 
que el artículo 146 del Código Federal de Procedimientos Penales, 
analizado conforme al proceso penal mixto, no resulta contrario a los 
artículos 14, 16, 17 y 21 de la Constitución Federal, porque en esos 
preceptos no se establece prohibición para para que el juzgador, dentro 
del proceso penal, pueda hacerse de todos aquellos elementos que le 



 

permitan conocer la personalidad del delincuente y el entorno que le 
rodea para estar en condiciones de imponer sanciones acordes con el 
hecho, y forjarse una postura respecto a la factibilidad de que el reo 
deba integrarse a la sociedad, a través de un sustitutivo de la pena de 
prisión o de un beneficio. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha quince de junio de 
dos mil dieciséis. Ciudad de México, dieciséis de junio de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 32/2016 (10a.) 
 
 

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO CUANDO EL ACTO RECLAMADO ES UNA 
RESOLUCIÓN DICTADA DENTRO DEL PROCEDIMIENTO 
DISCIPLINARIO SEGUIDO CONTRA UN SERVIDOR ADSCRITO AL 
MINISTERIO PÚBLICO, CON MOTIVO DE SU ACTUACIÓN EN UNA 
AVERIGUACIÓN PREVIA. CORRESPONDE AL JUEZ DE DISTRITO 
EN MATERIA ADMINISTRATIVA. La averiguación previa, junto con las 
diligencias judiciales, integran un todo indivisible que constituye el 
procedimiento penal y, por tanto, los actos o abstenciones que tengan 
lugar durante su integración corresponden a esta última materia. En 
cambio, el procedimiento derivado de la interposición de una queja en 
contra de un Agente del Ministerio Público, o de un servidor adscrito a 
este último órgano, con motivo de una posible actuación irregular 
durante la averiguación previa, tiene una naturaleza administrativa. En 
efecto, el procedimiento disciplinario se ciñe únicamente a verificar que 
la actuación materia de la queja se apegue a los principios de legalidad, 
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que rigen el desempeño de 
todos los servidores públicos a que se refieren los artículos 108 y 109, 
fracción III, de la Constitución General y, por tanto, de resultar fundada, 
da lugar a la imposición de sanciones también de carácter 
administrativo, tales como la amonestación pública o privada, la 
suspensión, la remoción del cargo, sanciones económicas o la 
inhabilitación para ocupar cargos, empleos o comisiones en el sector 
público. En este orden de ideas, el procedimiento disciplinario seguido 
en razón de la actuación del servidor público con motivo de la 
integración de la averiguación previa, no tiene como objeto la revisión 
del procedimiento penal en calidad de segunda instancia, sino que se 
ciñe únicamente a la revisión de la actuación del servidor público sujeto 
a la queja o denuncia. Por lo que se refiere a la autoridad que instruye 
el procedimiento e impone las sanciones, ésta también es 
administrativa, ya que tratándose de los servidores públicos adscritos a 
la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, corresponde a 
la Contraloría General del Distrito Federal, hoy Ciudad de México, por 
conducto de la Contraloría Interna en la misma Procuraduría, imponer a 
los servidores públicos de la institución las sanciones administrativas a 
que haya lugar, en términos del artículo 76 de la Ley Orgánica 
respectiva; y con respecto a la Federación, compete a la Visitaduría 
General de la Procuraduría General de la República tramitar las quejas 
que se presenten por presuntas irregularidades o por el incumplimiento 
de obligaciones por parte de los servidores públicos de dicha institución, 
en términos del artículo 21 de la Ley orgánica de dicha Procuraduría. 
Consecuentemente, con apoyo en lo establecido en el artículo 52, 
fracción IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
corresponde a un Juzgado de Amparo en Materia Administrativa 
conocer del juicio de amparo indirecto promovido contra una resolución 
dictada dentro del procedimiento administrativo de queja por 
irregularidades o incumplimiento de las obligaciones a las que se 
encuentran sujetos los servidores públicos mencionados, aun cuando 
se aduzca que las mismas se cometieron durante la integración de una 
averiguación previa. 
 
Contradicción de tesis 30/2016. Suscitada entre el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Décimo Octavo 



 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 8 de 
junio de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía 
Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón 
Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: 
Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
conocer de la queja 125/2015, resolvió que correspondía conocer a un 
Juzgado de Distrito de Amparo en Materia Administrativa, del juicio de 
amparo indirecto interpuesto en contra de una determinación dictada 
dentro de un expediente de investigación que se formó con base en la 
queja promovida para denunciar las posibles irregularidades cometidas 
por un servidor público adscrito al Ministerio Público de la Federación 
dentro de la integración de una averiguación previa. 
El Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el conflicto competencial 8/2015, determinó 
que correspondía conocer a un Juzgado de Distrito de Amparo en 
Materia Penal, del juicio de amparo interpuesto en contra de una 
resolución emitida por un agente del ministerio público adscrito a la 
Fiscalía de Supervisión de la Visitaduría Ministerial de la Procuraduría 
General de Justicia del Distrito Federal, como respuesta a un escrito de 
queja derivado de la intervención de los peritos oficiales en materia de 
contabilidad que fueron designados por el ministerio público encargado 
de la integración de la averiguación previa. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintinueve de junio 
de dos mil dieciséis. Ciudad de México, treinta de junio de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
 
MSN/lgm.  
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 33/2016 (10a.) 
 
 

COPIAS CERTIFICADAS DE CONSTANCIAS EN QUE APAREZCAN 
LA AVERIGUACIÓN PREVIA Y/O LA ORDEN DE APREHENSIÓN 
DEL QUEJOSO. EL JUEZ DE DISTRITO PUEDE AUTORIZARLAS 
CUANDO SE INTEGRAN AL JUICIO DE AMPARO POR VIRTUD DEL 
INFORME JUSTIFICADO, SIEMPRE QUE LA INFORMACIÓN 
RESERVADA O CONFIDENCIAL QUE PUDIEREN CONTENER NO 
PERTENEZCA A UNA PERSONA DISTINTA. Esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de 
tesis 264/2011¹, estableció que conforme a la ratio legis del artículo 278 
del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a 
la Ley de Amparo, las partes en el juicio de amparo tienen el derecho 
subjetivo general de solicitar, a su costa, copia certificada de las 
constancias que fueron integradas al expediente por la autoridad 
responsable a través de su informe justificado, sin que se prevea 
restricción alguna. Luego, acotando que la obligación de mantener la 
reserva y sigilo de constancias establecida en el numeral 16 del Código 
Federal de Procedimientos Penales, está dirigida al Ministerio Público y 
no al Juez de Distrito, se deduce que válidamente puede autorizarse al 
quejoso la expedición de copias certificadas de las constancias en que 
aparezca la averiguación previa o la orden de aprehensión girada en su 
contra, cuando por virtud del informe justificado esas constancias se 
integren al juicio de amparo, porque no hacerlo podría generar una 
limitación al derecho de igualdad procesal del quejoso relacionado con 
el ejercicio del derecho de acceso a la justicia. Lo anterior, sin perjuicio 
de que conforme al artículo 113 de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, la información contenida en las 
investigaciones de delitos ante el Ministerio Público, se considera 
reservada, ya que tal disposición no se ve afectada cuando se trata de 
información concerniente a la propia persona del quejoso y el acceso a 
esa información redunda directamente en el ejercicio de su derecho 
fundamental de defensa; de ahí que la información “reservada o 
confidencial” contenida en la averiguación previa y/o en la orden de 
aprehensión aportada mediante el informe justificado, debe entenderse 
con esa connotación siempre que se trate de personas diversas del 
quejoso, o se trate de información que no esté relacionada directamente 
con éste, pues en este supuesto sí debe operar la protección de datos 
prevista en el diverso numeral 114 de la mencionada ley. 
 
Contradicción de tesis 59/2016. Suscitada entre el Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Noveno Circuito, antes Primer Tribunal 
Colegiado del Noveno Circuito; el Tribunal Colegiado en Materia Penal 
del Noveno Circuito y el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Penal 
del Primer Circuito. 8 de junio de 2016. Mayoría de tres votos de los 
Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alfonso Francisco Trenado Ríos. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El entonces Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, actual 
Octavo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Noveno Circuito y 
el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver los recursos de queja penal 34/2015 y  129/2015, 



 

respectivamente, en esencia determinaron que no procede conceder la 
expedición de copias de todo lo actuado en el juicio de garantías y sus 
anexos, en específico tratándose de constancias que integran la 
averiguación previa que tienen el carácter de reserva y sigilo, allegadas 
al juicio por la autoridad responsable como anexos de su informe 
justificado. 
 
El Tribunal Colegiado en Materia Penal del Noveno Circuito, al resolver 
la queja 3/2016, determinó que si bien es cierto que por regla general 
las órdenes de aprehensión revisten la característica de la secrecía, tal 
condición desaparece cuando la causa penal es allegada a un juicio de 
amparo con el informe justificado de la autoridad responsable, por lo 
que resulta indudable que por tratarse de un juicio público debe existir 
igualdad entre las partes, por lo que las pruebas que obren ahí, serán 
accesibles para la impetrante del amparo. 
 
¹De la contradicción de tesis 264/2011 citada, derivó la tesis 
jurisprudencial 1a./J. 14/2011 (10a.), de rubro: “COPIAS 
CERTIFICADAS DE DOCUMENTOS O CONSTANCIAS EN EL JUICIO 
DE AMPARO. PROCEDE LA EXPEDICIÓN DE TODAS AQUELLAS 
QUE FORMEN PARTE DE LOS AUTOS, INCLUYENDO LAS 
PERTENECIENTES AL JUICIO NATURAL, AL TOCA DE APELACIÓN 
O A CUALQUIER OTRO PROCEDIMIENTO FORMADO DURANTE EL 
ITER PROCESAL.”, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VIII, Tomo 1, mayo de 
2012m página 654, registro 2000754. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintinueve de junio 
de dos mil dieciséis. Ciudad de México, treinta de junio de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 34/2016 (10a.)  
 

ALIMENTOS. EL ESTADO DE NECESIDAD DEL ACREEDOR 
ALIMENTARIO ES ESTRICTAMENTE INDIVIDUAL Y SURGE DE LA 
NECESIDAD Y NO DE LA COMODIDAD. Esta Primera Sala ya ha 
establecido que el estado de necesidad del acreedor alimentario 
constituye el origen y fundamento de la obligación de alimentos. En este 
sentido, es importante destacar que este estado de necesidad surge, 
como su nombre lo indica, de la necesidad y no de la comodidad, por lo 
que es evidente que quien tiene posibilidades para trabajar no puede 
exigir de otro la satisfacción de sus necesidades básicas. Además, se 
trata de un derecho estrictamente individual, por lo que para que se 
actualice la obligación de alimentos se debe tener en cuenta la 
necesidad del acreedor de los mismos y no de las personas que tiene a 
su cargo. 
 
Amparo directo en revisión 1200/2014. 8 de octubre de 2014. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 230/2014. 19 de noviembre de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 3929/2013. 8 de julio de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y 
Villa. 
 
Amparo directo en revisión 1340/2015. 7 de octubre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
Amparo directo en revisión 468/2015. 4 de noviembre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha seis de julio de dos 



 

mil dieciséis. Ciudad de México, siete de julio de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 35/2016 (10a.)  
 

ALIMENTOS. EL CONTENIDO MATERIAL DE LA OBLIGACIÓN DE 
OTORGARLOS VA MÁS ALLÁ DEL MERO ÁMBITO ALIMENTICIO 
EN ESTRICTO SENTIDO. En lo referente al contenido material de la 
obligación de alimentos, esta Primera Sala considera que la misma va 
más allá del ámbito meramente alimenticio, pues también comprende 
educación, vestido, habitación, atención médica y demás necesidades 
básicas que una persona necesita para su subsistencia y manutención. 
Lo anterior, pues si tenemos en cuenta que el objeto de la obligación de 
alimentos consiste en la efectivización del derecho fundamental a 
acceder a un nivel de vida adecuado, es indispensable que se 
encuentren cubiertas todas las necesidades básicas de los sujetos 
imposibilitados y no solamente aquellas relativas en estricto sentido al 
ámbito alimenticio. 
 
Amparo directo en revisión 1200/2014. 8 de octubre de 2014. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 230/2014. 19 de noviembre de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 3929/2013. 8 de julio de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y 
Villa. 
 
Amparo directo en revisión 1340/2015. 7 de octubre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
Amparo directo en revisión 468/2015. 4 de noviembre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha seis de julio de dos 



 

mil dieciséis. Ciudad de México, siete de julio de dos mil dieciséis. 
Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 36/2016 (10a.)  
 

ALIMENTOS. EL CONTENIDO, REGULACIÓN Y ALCANCES DE LA 
OBLIGACIÓN DE OTORGARLOS DEPENDERÁ DEL TIPO DE 
RELACIÓN FAMILIAR DE QUE SE TRATE. Esta Primera Sala ya ha 
establecido que la obligación de dar alimentos surge de la necesidad de 
un sujeto con el que se tiene un vínculo familiar; sin embargo, es 
importante precisar que el contenido, regulación y alcances de dicha 
obligación variará dependiendo de las circunstancias particulares de 
cada caso concreto, pero particularmente del tipo de relación familiar en 
cuestión. En este sentido, la legislación civil o familiar en nuestro país 
reconoce una serie de relaciones familiares de las que puede surgir la 
obligación de dar alimentos, entre las que destacan: las relaciones 
paterno-filiales, el parentesco, el matrimonio, el concubinato y la 
pensión compensatoria en casos de divorcio. 
 
Amparo directo en revisión 1200/2014. 8 de octubre de 2014. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 230/2014. 19 de noviembre de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 3929/2013. 8 de julio de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y 
Villa. 
 
Amparo directo en revisión 1340/2015. 7 de octubre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
Amparo directo en revisión 468/2015. 4 de noviembre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 

LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diez de agosto de dos 



 

mil dieciséis. Ciudad de México, once de agosto de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 37/2016 (10a.)  
 

DIGNIDAD HUMANA. CONSTITUYE UNA NORMA JURÍDICA QUE 
CONSAGRA UN DERECHO FUNDAMENTAL A FAVOR DE LAS 
PERSONAS Y NO UNA SIMPLE DECLARACIÓN ÉTICA. La dignidad 
humana no se identifica ni se confunde con un precepto meramente 
moral, sino que se proyecta en nuestro ordenamiento como un bien 
jurídico circunstancial al ser humano, merecedor de la más amplia 
protección jurídica, reconocido actualmente en los artículos 1o., último 
párrafo; 2o., apartado A, fracción II; 3o., fracción II, inciso c); y 25 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En efecto, el 
Pleno de esta Suprema Corte ha sostenido que la dignidad humana 
funge como un principio jurídico que permea en todo el ordenamiento, 
pero también como un derecho fundamental que debe ser respetado en 
todo caso, cuya importancia resalta al ser la base y condición para el 
disfrute de los demás derechos y el desarrollo integral de la 
personalidad. Así las cosas, la dignidad humana no es una simple 
declaración ética, sino que se trata de una norma jurídica que consagra 
un derecho fundamental a favor de la persona y por el cual se establece 
el mandato constitucional a todas las autoridades, e incluso 
particulares, de respetar y proteger la dignidad de todo individuo, 
entendida ésta -en su núcleo más esencial- como el interés inherente a 
toda persona, por el mero hecho de serlo, a ser tratada como tal y no 
como un objeto, a no ser humillada, degradada, envilecida o cosificada. 
 
Amparo directo en revisión 1200/2014. 8 de octubre de 2014. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González. 
 
Amparo directo en revisión 230/2014. 19 de noviembre de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 5327/2014. 17 de junio de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretaria: Alejandra Daniela Spitalier Peña. 
 
Amparo directo en revisión 6055/2014. 8 de julio de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Disidente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo directo en revisión 2524/2015. 10 de febrero de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 



 

Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diez de agosto de dos 
mil dieciséis. Ciudad de México, once de agosto de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 38/2016 (10a.) 
 
 

INTERÉS LEGÍTIMO EN EL AMPARO. SU DIFERENCIA CON EL 
INTERÉS SIMPLE. La reforma al artículo 107 constitucional, publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011, además de 
que sustituyó el concepto de interés jurídico por el de interés legítimo, 
abrió las posibilidades para acudir al juicio de amparo. No obstante lo 
anterior, dicha reforma no puede traducirse en una apertura absoluta 
para que por cualquier motivo se acuda al juicio de amparo, ya que el 
Constituyente Permanente introdujo un concepto jurídico mediante el 
cual se exige al quejoso que demuestre algo más que un interés simple 
o jurídicamente irrelevante, entendido éste como el que puede tener 
cualquier persona por alguna acción u omisión del Estado pero que, en 
caso de satisfacerse, no se traducirá en un beneficio personal para el 
interesado, pues no supone afectación a su esfera jurídica en algún 
sentido. En cambio, el interés legítimo se define como aquel interés 
personal, individual o colectivo, cualificado, actual, real y jurídicamente 
relevante, que puede traducirse, en caso de concederse el amparo, en 
un beneficio jurídico en favor del quejoso derivado de una afectación a 
su esfera jurídica en sentido amplio, que puede ser de índole 
económica, profesional, de salud pública, o de cualquier otra. 
Consecuentemente, cuando el quejoso acredita únicamente el interés 
simple, mas no el legítimo, se actualiza la causal de improcedencia 
prevista en el artículo 73, fracción XVIII, de la Ley de Amparo, en 
relación con el numeral 107, fracción I, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
 
Amparo en revisión 366/2012. **********. 5 de septiembre de 2012. 
Cinco votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón 
Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara Chagoyán. 
 
Amparo en revisión 241/2013. **********. 4 de septiembre de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
Amparo en revisión 737/2012. 23 de octubre de 2013. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol 
Alonso. 
 
Amparo en revisión 476/2013. 15 de enero de 2014. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretaria: Beatriz Joaquina Jaimes Ramos. 
 
Amparo en revisión 216/2014. **********. 5 de noviembre de 2014. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Olga 



 

Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García 
Sarubbi. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diez de agosto de dos 
mil dieciséis. Ciudad de México, once de agosto de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 39/2016 (10a.) 
 
 

CORRECTIVOS DISCIPLINARIOS EN CENTROS FEDERALES DE 
READAPTACIÓN SOCIAL. EL TÉRMINO PARA PROMOVER EL 
JUICIO DE AMPARO EN SU CONTRA, ES EL GENÉRICO DE 
QUINCE DÍAS, ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 17, PÁRRAFO 
PRIMERO, DE LA LEY DE AMPARO VIGENTE. El acta administrativa 
de imposición de correctivos disciplinarios, como la restricción de 
tránsito a los límites de la estancia del reo, emitida por el Consejo 
Técnico Interdisciplinario de un Centro Federal de Readaptación Social, 
si bien es un acto restrictivo de la libertad personal, es una 
determinación dictada “dentro de procedimiento”, toda vez que se emite 
como resultado del procedimiento administrativo disciplinario previsto 
en los artículos 82 y 83 del Reglamento de los Centros Federales de 
Readaptación Social y los artículos 20, 22, 23, 24 y 25 del Manual de 
Estímulos y Correcciones Disciplinarias de los Centros Federales de 
Readaptación Social, procedimiento en el que se prevén las exigencias 
mínimas básicas del debido proceso, a efecto de respetar el derecho de 
audiencia y defensa al reo, previo a la emisión de la determinación que 
le impone el correctivo disciplinario. Por tanto, respecto de ese acto, la 
regla aplicable para juzgar la oportunidad en la promoción del juicio de 
amparo en su contra, es la genérica de quince días, prevista en el 
párrafo primero del artículo 17 de la Ley de Amparo, pues no se ubica 
en el supuesto de excepción establecido en la fracción IV de ese 
dispositivo para que la demanda se pueda presentar en cualquier 
tiempo, ya que éste se refiere exclusivamente a los actos que 
constituyan ataques a la libertad personal fuera de procedimiento.    
 
Contradicción de tesis 85/2015. Suscitada entre el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito, el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito y el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. 18 de mayo de 2016. 
La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres 
votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. 
Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho 
para formular voto particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Laura Patricia Román Silva. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 39/2014, sostuvo que la demanda de 
amparo instaurada en contra de correctivos disciplinarios impuestos por 
un centro de readaptación social, debe promoverse dentro del plazo 
genérico de quince días que establece el artículo 17, fracción IV, de la 
Ley de Amparo, pues dicho acto, si bien afecta la libertad personal del 
quejoso al restringirla dentro de su condición de interno en el centro de 
reclusión respectivo, lo cierto es que es emitido dentro de un 
procedimiento de tipo administrativo, donde se siguieron ciertas 
formalidades previo a su emisión. 
El Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 187/2014, sostuvo que la demanda de 
amparo donde se reclame un correctivo disciplinario impuesto por un 
centro de readaptación social, debe presentarse dentro del plazo 



 

genérico de quince días, toda vez que el correctivo disciplinario no se 
dicta fuera del procedimiento, ni afecta la libertad personal del 
impetrante, sólo se trata de un acto de estricto orden administrativo 
penal. 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 290/2014, sostuvo que no existe 
término para promover la demanda de amparo en contra de correctivos 
disciplinarios impuestos por un centro de readaptación social, pues 
constituyen una restricción indirecta a la libertad del quejoso y por ende 
deben ubicarse en la hipótesis de excepción al término genérico de 
quince días que establece el artículo 17, fracción IV, de la Ley de 
Amparo. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha diez de agosto de dos 
mil dieciséis. Ciudad de México, once de agosto de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 40/2016 (10a.) 
 
 

DERECHO A ACCEDER A UN NIVEL DE VIDA ADECUADO. LA 
OBLIGACIÓN DE ASEGURAR LA PLENA EFICACIA DE ESTE 
DERECHO RECAE TANTO EN LOS PODERES PÚBLICOS COMO 
EN LOS PARTICULARES. Esta Primera Sala considera que, en un 
primer momento, sería posible sostener que corresponde únicamente al 
Estado asegurar la satisfacción de las necesidades básicas de todos 
sus ciudadanos mediante servicios sociales, seguros o pensiones en 
casos de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y, en 
general, cualquier otro supuesto previsto en las leyes de la materia por 
el que una persona se encuentre imposibilitada para acceder a medios 
de subsistencia por circunstancias ajenas a su voluntad. Sin embargo, 
esta Primera Sala considera que no es correcto sostener que la 
satisfacción de este derecho corresponde exclusivamente al Estado en 
los supuestos anteriormente señalados pues, derivado de su propia 
naturaleza, es evidente que el mismo permea y se encuentra presente 
en ciertas relaciones que se entablan entre los particulares, 
especialmente en lo que se refiere a las obligaciones de alimentos 
derivadas de las relaciones de familia. Efectivamente, si bien es cierto 
que la obligación de proporcionar alimentos en el ámbito familiar es de 
orden público e interés social y, por tanto, el Estado tiene el deber de 
vigilar que en efecto se preste dicha asistencia, en última instancia 
corresponde a los particulares, derivado de una relación de familia, dar 
respuesta a un estado de necesidad en el que se encuentra un 
determinado sujeto, bajo circunstancias específicas señaladas por la 
propia ley. En consecuencia, es posible concluir que del derecho 
fundamental a acceder a un nivel de vida adecuado emanan 
obligaciones tanto para el Estado en el ámbito del derecho público -
régimen de seguridad social- como para los particulares en el ámbito 
del derecho privado -obligación de alimentos-, derivándose de la 
interacción y complementación de ambos aspectos la plena eficacia del 
derecho fundamental en estudio. 
 
Amparo directo en revisión 1200/2014. 8 de octubre de 2014. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González. 
 
Amparo directo en revisión 230/2014. 19 de noviembre de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 2316/2014. 10 de junio de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretario: Ignacio Valdés Barreiro. 
 



 

Amparo directo en revisión 3929/2013. 8 de julio de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y 
Villa. 
 
Amparo directo en revisión 1340/2015. 7 de octubre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de 
agosto de dos mil dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de 
agosto de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 41/2016 (10a.) 
 
 

ALIMENTOS. EL ESTADO DE NECESIDAD DEL ACREEDOR DE 
LOS MISMOS CONSTITUYE EL ORIGEN Y FUNDAMENTO DE LA 
OBLIGACIÓN DE OTORGARLOS. La institución jurídica de los 
alimentos descansa en las relaciones de familia y surge como 
consecuencia del estado de necesidad en que se encuentran 
determinadas personas a las que la ley les reconoce la posibilidad de 
solicitar lo necesario para su subsistencia. En consecuencia, podemos 
concluir que para que nazca la obligación de alimentos es necesario 
que concurran tres presupuestos: (i) el estado de necesidad del 
acreedor alimentario; (ii) un determinado vínculo familiar entre acreedor 
y deudor; y (iii) la capacidad económica del obligado a prestarlos. En 
este sentido, es claro que el estado de necesidad del acreedor 
alimentario constituye el origen y fundamento de la obligación de 
alimentos, entendiendo por este aquélla situación en la que pueda 
encontrarse una persona que no puede mantenerse por sí misma, pese 
a que haya empleado una normal diligencia para solventarla y con 
independencia de las causas que puedan haberla originado. Sin 
embargo, las cuestiones relativas a quién y en qué cantidad se deberá 
dar cumplimiento a esta obligación de alimentos, dependerán 
directamente de la relación de familia existente entre acreedor y deudor; 
el nivel de necesidad del primero y la capacidad económica de este 
último, de acuerdo con las circunstancias particulares del caso 
concreto. 
 
Amparo directo en revisión 1200/2014. 8 de octubre de 2014. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González. 
 
Amparo directo en revisión 230/2014. 19 de noviembre de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 2316/2014. 10 de junio de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretario: Ignacio Valdés Barreiro. 
 
Amparo directo en revisión 3929/2013. 8 de julio de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y 
Villa. 
 



 

Amparo directo en revisión 1340/2015. 7 de octubre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena 
Orozco y Villa. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de 
agosto de dos mil dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de 
agosto de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 42/2016 (10a.) 
 
 

ALIMENTOS. LA OBLIGACIÓN DE PROPORCIONARLOS DENTRO 
DE LAS RELACIONES PATERNO-FILIALES SURGE DE LA PATRIA 
POTESTAD. Esta Primera Sala advierte que la obligación alimentaria 
que tienen los progenitores en relación con sus hijos, surge como 
consecuencia de la patria potestad, esto es, como resultado de un 
mandato constitucional expreso que les vincula a procurar el mayor 
nivel de protección, educación y formación integral, siempre en el marco 
del principio del interés superior del menor y con la característica de 
que recae en cualquiera de los padres, es decir, es una obligación 
compartida sin distinción de género. Además, si bien la obligación de 
alimentos en este supuesto surge y se desarrolla en el marco de la 
patria potestad, ésta no termina cuando los hijos alcanzan la mayoría 
de edad, sino que se mantiene mientras éstos finalizan sus estudios y 
encuentran un trabajo que les permita independizarse económicamente, 
siempre y cuando satisfagan los requisitos establecidos tanto en la ley 
como en la jurisprudencia de este alto tribunal. 
 
Amparo directo en revisión 1200/2014. 8 de octubre de 2014. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González. 
 
Amparo directo en revisión 230/2014. 19 de noviembre de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 3929/2013. 8 de julio de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y 
Villa. 
 
Amparo directo en revisión 468/2015. 4 de noviembre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
Amparo directo en revisión 2994/2015. 18 de noviembre de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 



 

LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de 
agosto de dos mil dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de 
agosto de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 43/2016 (10a.) 
 
 

DERECHOS FUNDAMENTALES. SU DIMENSIÓN SUBJETIVA Y 
OBJETIVA. Los derechos fundamentales gozan de una doble cualidad 
dentro del ordenamiento jurídico mexicano, ya que comparten una 
función subjetiva y una objetiva. Por una parte, la función subjetiva 
implica la conformación de los derechos fundamentales como derechos 
públicos subjetivos, constituyéndose como inmunidades oponibles en 
relaciones de desigualdad formal, esto es, en relaciones con el Estado. 
Por otro lado, en virtud de su configuración normativa más abstracta y 
general, los derechos fundamentales tienen una función objetiva, en 
virtud de la cual unifican, identifican e integran, en un sistema jurídico 
determinado, a las restantes normas que cumplen funciones más 
específicas. Debido a la concepción de los derechos fundamentales 
como normas objetivas, los mismos permean en el resto de 
componentes del sistema jurídico, orientando e inspirando normas e 
instituciones pertenecientes al mismo. 
 
Amparo en revisión 410/2012. Seguros Inbursa, S.A., Grupo 
Financiero Inbursa. 21 de noviembre de 2012. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 1200/2014. 8 de octubre de 2014. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González. 
 
Amparo directo en revisión 992/2014. **********. 12 de noviembre de 
2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 230/2014. 19 de noviembre de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 5234/2014. **********. 9 de marzo de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 



 

LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de 
agosto de dos mil dieciséis. Ciudad de México, veinticinco de 
agosto de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 44/2016 (10a.) 
 
 

AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. SON INOPERANTES LOS 
AGRAVIOS QUE SE LIMITAN A EXPONER LA INDEBIDA 
APLICACIÓN DE UN ARTÍCULO DE LA LEY DE AMPARO, SIN 
APORTAR ARGUMENTOS PARA DEMOSTRAR SU 
INCONSTITUCIONALIDAD. De conformidad con los artículos 107, 
fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, es necesario que exista una 
cuestión propiamente constitucional para que sea procedente el recurso 
de revisión en amparo directo. Así, de manera excepcional, esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que las partes 
están legitimadas para plantear la inconstitucionalidad de las 
disposiciones de la Ley de Amparo que regulan la actuación de los 
órganos jurisdiccionales que conocen del juicio de garantías, para lo 
cual deben cumplirse tres requisitos: i) la emisión de autos o 
resoluciones concretas de los órganos que conozcan del juicio de 
amparo; ii) la impugnación de normas de la Ley de Amparo cuya 
aplicación se actualice efectivamente dentro de los asuntos de la 
competencia de los órganos jurisdiccionales que conocen del juicio de 
amparo, y que trasciendan al sentido de la decisión adoptada; y iii) la 
existencia de un recurso procedente contra el acto de aplicación de las 
normas de la Ley de Amparo tildadas de inconstitucionales, en el cual 
pueda analizarse tanto la legalidad de su acto de aplicación, como la 
regularidad constitucional de esas normas, en su caso. Aunado al 
cumplimiento de estos requisitos, para que sea procedente el recurso 
de revisión en amparo directo, es necesario que se formulen 
argumentos en los que se pretenda demostrar la transgresión de algún 
precepto de la Ley de Amparo a la Constitución, por lo que si se trata de 
argumentos en los que se hacen valer condiciones de aplicación o 
interpretación del precepto, no puede considerarse actualizada la 
procedencia excepcional del referido recurso de revisión; salvo que 
dicha interpretación incida o influya de manera directa en el tema de 
constitucionalidad. 
 
Amparo directo en revisión 1885/2014. **********. 9 de julio de 2014. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Ricardo 
Antonio Silva Díaz. 
 
Recurso de inconformidad 791/2014. **********. 29 de octubre de 
2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 4655/2014. **********. 6 de mayo de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez 
Valadez. 
 



 

Amparo directo en revisión 2613/2015. 18 de noviembre de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
Amparo directo en revisión 2689/2015. **********. 10 de febrero de 
2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha treinta y uno de 
agosto de dos mil dieciséis. Ciudad de México, primero de 
septiembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 45/2016 (10a.) 
 

 
PRISIÓN PREVENTIVA. CUANDO SE DECRETE UN CONCURSO 
REAL DE DELITOS DENTRO DE UN SOLO PROCESO PENAL, 
DEBE DESCONTARSE EL TIEMPO DE AQUÉLLA AL TOTAL QUE 
RESULTE DE LA SUMATORIA DE LAS PENAS DE PRISIÓN QUE 
CORRESPONDAN POR CADA DELITO Y NO A CADA UNA DE 
ÉSTAS EN LO INDIVIDUAL. Esta Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación considera que de la interpretación del artículo 
20, apartado A, fracción X, tercer párrafo, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos (en su redacción previa a la reforma de 
18 de junio de 2008) -y, de forma posterior a la reforma de 18 de junio 
de 2008, del artículo 20, apartado B, fracción IX, tercer párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos-, así como de 
los artículos 25 y 64 del Código Penal Federal, se desprende que en 
aquellos casos en los que se decrete un concurso real de delitos dentro 
de un solo proceso penal, el tiempo de prisión preventiva debe 
computarse con respecto a la pena privativa de libertad que surja como 
resultado del ejercicio de acumulación realizado por el juzgador a partir 
de las sanciones que corresponden a los delitos cometidos, y no 
respecto de cada una de dichas sanciones de forma individual. Lo 
anterior es así, pues al decretarse un concurso real de delitos dentro de 
una sola causa penal, el juzgador no impone al sentenciado diversas 
penas de prisión correspondientes a los distintos delitos cometidos, que 
sean susceptibles de realización autónoma, sino que conforme a lo 
estipulado en el artículo 64 del Código Penal Federal, realiza un 
ejercicio de acumulación a partir del cual fija una sola pena privativa de 
libertad que deberá ser compurgada por el sentenciado, acorde con el 
“principio de unidad de la respuesta punitiva”. 
 
Contradicción de tesis 171/2015. Suscitada entre el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Séptimo Circuito. 13 de 
julio de 2016. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho 
para formular voto particular y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
  
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 315/2014, sostuvo que conforme al 
artículo 64 del Código Penal Federal, el tiempo que el sentenciado 
permaneció en prisión preventiva debe descontarse no en relación con 
las penas impuestas respecto de cada delito que cometió, sino 
únicamente respecto de la pena total a que fue condenado, es decir, a 
los años de prisión a que se le castigó en forma global. 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 
Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 82/2011, determinó 
revocar el sobreseimiento decretado por el tribunal unitario, toda vez 
que en acatamiento a lo dispuesto en los artículos 20, apartado A, 
tercer párrafo, fracción X, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, 25 y 64 del Código Penal Federal, tratándose de 
penas privativas de libertad, es procedente que el Juez de Distrito en 
Materia de Procesos Penales Federales del Estado de México, al 



 

momento de dictar la sentencia, realice la compurgación simultánea de 
la prisión preventiva en cada una de las penas privativas de libertad 
impuestas al sentenciado en una causa penal. 
  
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha treinta y uno de 
agosto de dos mil dieciséis. Ciudad de México, primero de 
septiembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 46/2016 (10a.)  
 

IGUALDAD. DELIMITACIÓN CONCEPTUAL DE ESTE PRINCIPIO. El 
derecho fundamental a la igualdad instituido por la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos no pretende generar una igualdad 
matemática y ciega ante las diferentes situaciones que surgen en la 
realidad, sino que se refiere a una igualdad de trato ante la ley. Si bien 
el emisor de la norma puede prever situaciones fácticas que requieren 
un trato diferente, éste debe sustentarse en criterios razonables y 
objetivos que lo justifiquen, sin dejarlo al capricho o voluntad del 
legislador. Además, la igualdad designa un concepto relacional y no una 
cualidad intrínseca, ya que es una relación que se da al menos entre 
dos personas, objetos o situaciones, y siempre es resultado de un juicio 
que recae sobre una pluralidad de "términos de comparación", los 
cuales, así como las características que los distinguen, dependen de la 
determinación por el sujeto que efectúa dicha comparación, según el 
punto de vista del escrutinio de igualdad. Así, la determinación del 
punto desde el cual se establece cuándo una diferencia es relevante 
será libre más no arbitraria, y sólo a partir de ella tendrá sentido 
cualquier juicio de igualdad. 
 
Amparo en revisión 1629/2004. **********. 24 de agosto de 2005. 
Cinco votos de los Ministros José de Jesús Gudiño Pelayo, Sergio A. 
Valls Hernández, quien formuló voto concurrente, Juan N. Silva Meza, 
José Ramón Cossío Díaz y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa 
Jacobo. 
 
Amparo en revisión 1158/2008. **********. 18 de febrero de 2009. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, 
Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Sergio 
A. Valls Hernández. Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara Chagoyán. 
 
Amparo directo en revisión 2124/2012. **********. 21 de noviembre de 
2012. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Lourdes 
Margarita García Galicia. 
 
Amparo en revisión 641/2012. **********. 23 de enero de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretario: Ricardo Manuel Martínez 
Estrada. 
 
Amparo directo en revisión 1166/2013. **********. 15 de mayo de 
2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
 



 

LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha treinta y uno de 
agosto de dos mil dieciséis. Ciudad de México, primero de 
septiembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 

 
MSN/rfr. 

      
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 47/2016 (10a.)  
 

IGUALDAD. SON INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN 
EN LOS QUE SE ALEGUE VIOLACIÓN A DICHO PRINCIPIO, SI EL 
QUEJOSO NO PROPORCIONA EL PARÁMETRO O TÉRMINO DE 
COMPARACIÓN PARA DEMOSTRAR QUE LA NORMA IMPUGNADA 
OTORGA UN TRATO DIFERENCIADO. En la medida en que la 
definición conceptual del principio de igualdad formulada por la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 
1a. CXXXVIII/2005, exige como requisito previo al juicio de igualdad 
que se proporcione un término de comparación, esto es, un parámetro o 
medida válida a partir de la cual se juzgará si existe o no alguna 
discriminación y que sirva como criterio metodológico para llevar a cabo 
el control de la constitucionalidad de las disposiciones normativas que 
se consideren contrarias al referido principio. Así, si en los conceptos de 
violación no se proporciona dicho término de comparación, entonces 
deben calificarse como inoperantes, pues no existen los requisitos 
mínimos para atender a su causa de pedir. 
 
Amparo directo en revisión 886/2012. **********. 23 de mayo de 2012. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Jorge 
Jiménez Jiménez. 
 
Amparo directo en revisión 1618/2014. **********. 15 de abril de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Carlos Enrique Mendoza 
Ponce. 
 
Amparo directo en revisión 4618/2014. **********. 22 de abril de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Carlos Enrique Mendoza 
Ponce. 
 
Amparo directo en revisión 2821/2015. Jorge Cortés González. 7 de 
octubre de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo 
López Andrade. 
 
Amparo en revisión 394/2014. **********. 7 de octubre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo. 

 
Nota: La tesis aislada 1a. CXXXVIII/2005 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, noviembre de 2005, 



 

página 40, con el rubro: "IGUALDAD. DELIMITACIÓN CONCEPTUAL DE ESTE 
PRINCIPIO." 

 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha treinta y uno de 
agosto de dos mil dieciséis. Ciudad de México, primero de 
septiembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 48/2016 (10a.) 
 
 

PRESCRIPCIÓN DE LA EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA DICTADA 
EN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. EL JUEZ NO DEBE 
ANALIZARLA DE OFICIO. La interpretación de los artículos 1079, 
fracción IV, del Código de Comercio, 1135, 1136, 1141 y 1142 del 
Código Civil Federal, de aplicación supletoria, conduce a determinar 
que el plazo de prescripción de tres años para la ejecución de 
sentencias dictadas en juicios ejecutivos mercantiles, previsto en el 
primero, no debe ser analizado de oficio por el juez, sino sólo a petición 
de parte. Lo anterior, porque la prescripción negativa es una institución 
jurídica establecida en beneficio del deudor para verse librado de la 
obligación por el transcurso de cierto tiempo sin que se le haya exigido 
su cumplimiento por el acreedor, que genera en su favor una acción o 
una excepción perentoria, la cual no opera de pleno derecho, porque el 
deudor no queda liberado mientras no juzgue conveniente servirse de 
este medio de defensa, de modo que si realiza el pago no obstante el 
tiempo transcurrido, éste es válido y no da lugar a la acción de pago de 
lo indebido. De ahí que los jueces deban abstenerse de analizar 
oficiosamente este aspecto, para dejar al deudor la determinación de 
hacer valer o no la prescripción, pues responde al principio de justicia 
rogada y debe ser planteada y probada por el deudor o ejecutado, ya 
que no se funda en un hecho que por sí solo excluya la acción de 
ejecución, porque no bastaría verificar el transcurso del tiempo, sino 
que involucra hechos que deben ser acreditados y de los que debe 
darse oportunidad al acreedor de controvertir, referentes a las diversas 
condiciones necesarias para configurar la prescripción; por ejemplo, si 
la obligación es prescriptible, si operó algún supuesto de suspensión o 
de interrupción del plazo de prescripción, si es correcto el cómputo de 
plazo, cuál es su punto inicial y cuál el final, entre otros. 
 
Contradicción de tesis 51/2016. Suscitada entre el Primer Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Sexto Circuito. 17 de agosto de 2016. La votación 
se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 112/2013, con la tesis aislada número 
VI.2o.C.33 C (10a.), de rubro: “PRESCRIPCIÓN DE LA EJECUCIÓN 
DE LA SENTENCIA EN MATERIA MERCANTIL. EL JUEZ PUEDE 
ANALIZARLA DE MANERA OFICIOSA, SIN QUE CON ELLO SE 
VULNEREN LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y DISPOSITIVOS 
QUE RIGEN ESE PROCEDIMIENTO.”, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXIV, 
Tomo 3, septiembre de 2013, página 2642, con número de registro 
2004549. 
El Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 505/2015-I, determinó que el juez de primera 



 

instancia no está facultado para decretar oficiosamente la prescripción 
del derecho del actor para ejecutar la sentencia, pues la vigencia del 
derecho relativo se finca en la sola existencia de ésta, sin que sea 
exigible al actor que justifique de manera adicional o complementaria 
ese derecho, ni que el mismo esté vigente, pues de estimar lo contrario, 
implicaría imponer a los acreedores-actores la carga procesal 
consistente en que, de manera original y unilateral, tengan que justificar 
de manera adicional a su solicitud las circunstancias o condiciones por 
las que se considera y acredita que su derecho no está prescrito. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de 
septiembre de dos mil dieciséis. Ciudad de México, veintidós de 
septiembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 49/2016 (10a.) 
 
 

IGUALDAD JURÍDICA. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 24 DE 
LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. El 
precepto referido establece: “Todas las personas son iguales ante la 
ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual 
protección de la ley.” Ahora bien, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos ha interpretado en diversos instrumentos dicha disposición –
Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 1984. Serie A, No. 4; 
Caso Yatama vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C, No. 
127; Caso Castañeda Gutman vs. México. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. 
Serie C, No. 184; Caso Perozo y otros vs. Venezuela. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de enero 
de 2009. Serie C, No. 195– y, al respecto, ha sostenido que la noción 
de igualdad deriva directamente de la unidad de naturaleza del género 
humano y es inseparable de la dignidad esencial de la persona; sin 
embargo, no todo tratamiento jurídico diferente es discriminatorio, 
porque no toda distinción de trato puede considerarse, por sí misma, 
ofensiva de la dignidad humana. Por tanto, sólo es discriminatoria una 
distinción cuando “carece de una justificación objetiva y razonable”. 
Ahora bien, las distinciones constituyen diferencias compatibles con 
dicha Convención por ser razonables, proporcionales y objetivas, 
mientras que las discriminaciones constituyen diferencias arbitrarias 
que redundan en detrimento de los derechos humanos. En ese tenor, la 
prohibición de discriminación contenida en el artículo 1º, numeral 1, de 
la Convención en comento, respecto de los derechos contenidos en 
ésta, se extiende al derecho interno de los Estados parte, de manera 
que éstos tienen la obligación de no introducir  o eliminar de su 
ordenamiento jurídico regulaciones discriminatorias, combatir las 
prácticas de este carácter y establecer normas y otras medidas que 
reconozcan y aseguren la efectiva igualdad ante la ley de todas las 
personas.  
 
Amparo directo en revisión 48/2013. **********. 20 de febrero de 2013. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras. 
 
Amparo directo en revisión 1464/2013. **********. 13 de noviembre de 
2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez 
Valadez. 
 
Amparo directo en revisión 4662/2014. **********. 20 de mayo de 
2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 



 

Amparo en revisión 795/2014. **********. 27 de mayo de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: 
Rosa María Rojas Vértiz Contreras. 
 
Amparo en revisión 367/2015. **********. 8 de julio de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de 
septiembre de dos mil dieciséis. Ciudad de México, veintidós de 
septiembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 50/2016 (10a.)  
 

PRIVACIÓN DE LA PATRIA POTESTAD. SU FUNCIÓN COMO 
MEDIDA PROTECTORA DEL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. La 
privación de la patria potestad no es una medida que tenga por fin 
sancionar a los padres por el incumplimiento de los deberes de la patria 
potestad respecto del hijo. Por el contrario, ésta debe entenderse como 
una medida excepcional con la que se pretende defender los intereses 
del menor en aquellos casos en los que la separación de los padres sea 
necesaria para la protección adecuada de los mismos. En este sentido, 
el artículo 9.1 de la Convención sobre los Derechos del Niño, establece 
que los Estados parte velarán porque el niño no sea separado de sus 
padres contra la voluntad de éstos, a excepción de cuando las 
autoridades competentes determinen que tal separación es necesaria 
para el interés superior del niño. Conforme a dicha norma se entiende 
que el derecho de los padres biológicos a estar con sus hijos no es 
reconocido como principio absoluto cuando se trata de adoptar medidas 
de protección respecto de un menor desamparado y tampoco tiene el 
carácter de derecho o interés preponderante, pues está subordinado a 
que dicha convivencia procure el interés del menor. En este sentido, 
para poder decretar una medida tan grave como la privación de la patria 
potestad, los órganos jurisdiccionales deben comprobar de forma plena 
que ha ocurrido un efectivo y voluntario incumplimiento por parte de los 
padres; establecer el alcance y gravedad de los incumplimientos 
imputados y las circunstancias concurrentes para poder atribuir las 
consecuencias negativas de las acciones y omisiones denunciadas. 
 
Amparo directo en revisión 348/2012. 5 de diciembre de 2012. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 2252/2013. 4 de diciembre de 2013. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 
Mijangos y González. 
 
Amparo en revisión 310/2013. 4 de diciembre de 2013. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien 
formuló voto concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo en revisión 518/2013. 23 de abril de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien formuló voto concurrente, y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia 
Armengol Alonso. 
 



 

Amparo en revisión 504/2014. 4 de febrero de 2015. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y 
Villa. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de 
septiembre de dos mil dieciséis. Ciudad de México, veintidós de 
septiembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 51/2016 (10a.) 
 
 

DETENCIÓN POR CASO URGENTE. REQUISITOS PARA SU 
VALIDEZ. El artículo 16, párrafo sexto, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, prevé que sólo en casos urgentes, cuando 
se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el riesgo fundado 
de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia, siempre 
que no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, 
lugar o circunstancia, el Ministerio Público podrá, bajo su 
responsabilidad, ordenar su detención, fundando y expresando los 
indicios que motiven su proceder. Ahora bien, de las características 
ontológicas de la detención por caso urgente, destaca que: a) es una 
restricción al derecho a la libertad personal; b) es extraordinaria, pues 
deriva de condiciones no ordinarias, como el riesgo fundado de que la 
persona acusada de cometer un delito grave se sustraiga a la acción de 
la justicia y que por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio 
Público no pueda ocurrir ante la autoridad judicial a solicitar una orden 
de aprehensión; y, c) es excepcional, pues se aparta de la regla general 
sobre el control judicial previo dentro del régimen de detenciones. En 
ese sentido, para que sea válida o legal la detención por caso urgente, 
debe estar precedida de una orden del Ministerio Público, una vez que 
se han acreditado los tres requisitos que la autorizan: i) que se trate de 
un delito grave; ii) que exista riesgo fundado de que el inculpado se 
fugue; y, iii) que por razones extraordinarias no sea posible el control 
judicial previo. Así, estos requisitos constitucionales a los que está 
sujeta la detención por caso urgente configuran un control normativo 
intenso dispuesto por el legislador, que eleva el estándar justificativo 
para que el Ministerio Público decida ordenar la detención de una 
persona sin control previo por parte de un juez. Por ello, esta Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera razonable 
que el Constituyente determinara que el Ministerio Público deba 
demostrar que los tres requisitos establecidos en el artículo 16 
constitucional se actualizan concurrentemente. Además, deben existir 
motivos objetivos y razonables que el Ministerio Público tiene la carga 
de aportar para que la existencia de dichos elementos pueda 
corroborarse posteriormente por un juez, cuando éste realice el control 
posterior de la detención, como lo dispone el artículo constitucional 
referido. 
 
Amparo directo en revisión 3506/2014. 3 de junio de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, en el que 
disiente de la consideración relativa a que, para que sea legal la 
detención por caso urgente, es requisito que debe estar precedida de 
una orden del Ministerio Público; Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez 
Mireles. 
 
Amparo directo en revisión 1074/2014. 3 de junio de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 



 

Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 3023/2014. 3 de junio de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 361/2015. 7 de octubre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Gabino González Santos. 
 
Amparo directo en revisión 105/2015. 28 de octubre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Patricia del 
Arenal Urueta. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de 
septiembre de dos mil dieciséis. Ciudad de México, veintidós de 
septiembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 52/2016 (10a.) 
 
 

USURA. AL RESOLVER EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO, EL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE APLICAR LA 
JURISPRUDENCIA QUE ORDENA EL ESTUDIO OFICIOSO DE SU 
POSIBLE EXISTENCIA, NO OBSTANTE QUE EL ACTO 
RECLAMADO SE HAYA EMITIDO BAJO LA VIGENCIA DE UN 
CRITERIO INTERPRETATIVO DIFERENTE. Las tesis de 
jurisprudencia 1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.), de la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, obligan al 
juzgador a analizar de oficio la posible existencia de la usura, y a que la 
autoridad de amparo las aplique en los asuntos en que, en su origen, 
regía una interpretación diferente que resultaba obligatoria, sin que ello 
implique darles efectos retroactivos. Esto es, la emisión de la 
jurisprudencia, cuya manifestación implica la delimitación del 
ordenamiento jurídico a partir de la determinación de los alcances de 
una norma, no lo modifica, antes bien, lo define; sin embargo, esa 
definición no es inmutable o perenne, sino que es susceptible de 
adaptarse a la realidad social y al orden jurídico imperante. Así, el 
cambio jurisprudencial no está excluido de nuestro sistema jurídico, de 
hecho, el artículo 228 de la Ley de Amparo prevé que los órganos que 
fijan la jurisprudencia tienen la facultad de interrumpirla al dictar 
sentencia en contrario. En esas circunstancias, cuando la aplicación de 
la jurisprudencia durante el trámite de un proceso judicial ha dado lugar 
a que determinadas decisiones adquieran firmeza o produzcan la 
adquisición de ciertos derechos, es evidente que el juez, rector del 
procedimiento, no puede aplicar posteriormente, dentro del propio juicio 
ni en ulteriores instancias, un criterio diferente de igual jerarquía que 
haya superado al anterior, pues en ese supuesto se vulneraría el 
artículo 217 de la citada ley. Por el contrario, si el derecho en disputa 
aún se encuentra sub júdice, o sujeto a revisión, sea por la interposición 
de algún recurso o medio de defensa ordinario, o incluso, por 
encontrarse pendiente de resolver un medio de defensa extraordinario 
que pueda modificar lo sentenciado, como es el juicio de amparo, el 
órgano jurisdiccional que conozca de éste debe aplicar el criterio 
novedoso si acaso le es obligatorio por razón de jerarquía, sin perjuicio 
de que, durante el juicio o en instancias anteriores, se hubiera aplicado 
la interpretación que ha sido abandonada. Por lo anterior, las tesis de 
jurisprudencia que obligan al juzgador a analizar de oficio la posible 
existencia de usura, deben aplicarse por la autoridad de amparo en 
aquellos asuntos en los que, en su origen, regía una interpretación 
diferente que resultaba obligatoria y que, a partir de una analogía con la 
lesión, exigía que ese tema lo hubiera alegado alguna de las partes; sin 
que ello implique darle efectos retroactivos, pues el análisis sobre la 
posible existencia de usura corresponde a un tema de índole sustantiva 
que, al estar relacionado con las pretensiones de la demanda, 
derivadas del otorgamiento de un crédito, y cuya resolución aún se 
encuentra sub júdice en esa etapa extraordinaria, es susceptible de 
examinarse a partir de la última interpretación expresada por la propia 
autoridad que había emitido la jurisprudencia que antes regían el 
sentido y los alcances de la norma aplicable al caso concreto. 
 
Contradicción de tesis 91/2015. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en Ciudad 
Nezahualcóyotl, Estado de México y el Primer Tribunal Colegiado en 



 

Materia Civil del Sexto Circuito. 24 de agosto de 2016. La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón 
Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular, 
en cuanto al fondo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Cecilia Armengol Alonso, Mario Gerardo Avante Juárez, Mónica Cacho 
Maldonado, Mireya Meléndez Almaraz, Luis Mauricio Rangel Argüelles 
y Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito con residencia en 
Ciudad Nezahualcóyotl, Estado de México, al resolver los amparos 
directos 196/2014, 124/2014, 214/2014, 246/2014 y 265/2014, los que 
dieron origen a la tesis de jurisprudencia II. J/1 (10a.), de rubro: 
“JURISPRUDENCIAS 1a. /J. 46/2014 (10a.) Y 1a. /J.47/2014 (10a.) 
EMITIDAS POR LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN. LA OBLIGATORIEDAD DE SU 
APLICACIÓN ESTÁ CONDICIONADA A SU PUBLICACIÓN EN EL 
SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN EN TÉRMINOS DE LOS 
PUNTOS SEXTO Y SÉPTIMO, EN RELACIÓN CON EL SEXTO 
TRANSITORIO DEL ACUERDO GENERAL NÚMERO 19/2013, DE 
VEINTICINCO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL TRECE, DEL PLENO DE 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, POR EL QUE 
SE REGULA LA DIFUSIÓN DEL SEMANARIO JUDICIAL DE LA 
FEDERACIÓN VÍA ELECTRÓNICA, A TRAVÉS DE LA PÁGINA DE 
INTERNET DE ESTE ALTO TRIBUNAL.”, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 20 de febrero de 2015 a las 9:30 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 15, Tomo III, febrero de 2015, página 2297, registro 
2008519. 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al 
resolver el amparo directo 235/2014, determinó que las tesis de 
jurisprudencia 1a./J.46/2014 (10a.) y 1a.47/2014 (10a.) emitidas por la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las que 
se establece que si el juzgador advierte que la tasa de interés pactada 
con base en el artículo 174, párrafo segundo, de la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito es notoriamente usurera, puede de 
oficio reducirla, son aplicables incluso a los asuntos en los que el acto 
reclamado se emitió con anterioridad a dichos criterios, sin que con ello 
se transgreda en perjuicio de las partes, el principio de irretroactividad 
contenido en el último párrafo del artículo 217 de la Ley de Amparo. 
 
¹Las tesis de jurisprudencia 1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 
(10a.), citadas, aparecen publicadas en el en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
7, Tomo I, junio de 2014, páginas 400 y 402, registros 2006794 y 
2006795, con los rubros: “PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES 
DE CRÉDITO, PERMITE A LAS PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN DE 
INTERESES CON LA LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO SEAN 
USURARIOS. INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA 



 

CONSTITUCIÓN [ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 
132/2012 (10a.) Y DE LA TESIS AISLADA CCLXIV/2012 (10a.)] y 
“PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE 
INTERESES PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES 
DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, 
REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE.”, respectivamente. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de 
septiembre de dos mil dieciséis. Ciudad de México, veintidós de 
septiembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 53/2016 (10a.) 
 

 
USURA. CUANDO EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
ADVIERTA DE MANERA INDICIARIA SU POSIBLE 
CONFIGURACIÓN SIN QUE ESE TÓPICO HAYA SIDO OBJETO DE 
ANÁLISIS DURANTE EL JUICIO, DEBE CONCEDER EL AMPARO 
PARA QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE EXAMINE LO 
CONDUCENTE AL TENOR DE LOS PARÁMETROS ESTABLECIDOS 
POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. De 
acuerdo con la tipología y la forma en que deben repararse las diversas 
violaciones que puedan presentarse durante el juicio de amparo, y en 
atención a que de conformidad con las tesis de jurisprudencia 1a./J. 
46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.)¹, el juez de origen debe llevar a 
cabo, en primer lugar, un análisis indiciario de la posible configuración 
del fenómeno usurario y, ante la sospecha de su actualización, 
proceder al estudio de los elementos que obren en autos para 
constatarlo y, en su caso, proceder a la reducción prudencial de la tasa 
de interés. En el supuesto de que el juez responsable no se haya 
pronunciado al respecto y de que el tribunal colegiado de circuito 
advierta indiciariamente un pacto usurario en la fijación de la tasa 
mencionada, éste debe conceder el amparo para el efecto de que la 
autoridad responsable repare la violación apuntada y cumpla con el 
principio de exhaustividad a través de dicho análisis, al tenor de los 
parámetros establecidos en las citadas jurisprudencias de la Primera 
Sala, mediante el cual podrá determinar la posible actualización de la 
señalada forma de explotación del hombre por el hombre. La 
justificación de que sea la autoridad responsable la que realice ese 
ejercicio atiende a la necesidad de no dejar sin un medio de defensa a 
las partes sobre la fijación de una tasa de interés diferente a la pactada. 
Esa manera de proceder permite que, una vez que la autoridad 
responsable haya realizado el examen mencionado, la parte que se 
sienta agraviada con la decisión alcanzada pueda impugnar en un 
nuevo amparo la valoración efectuada; de otro modo, es decir, de 
considerar que el estudio correspondiente corre a cargo del tribunal de 
amparo, genera el riesgo de anular la posibilidad de un medio de 
defensa, en la medida de que la determinación del tribunal colegiado 
nunca podría ser sometida a revisión alguna, pues no debe perderse de 
vista que dicho órgano jurisdiccional es terminal en materia de legalidad 
y sus decisiones en ese ámbito son inimpugnables. 
 
Contradicción de tesis 386/2014. Suscitada entre el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en Ciudad 
Nezahualcóyotl, Estado de México. 24 de agosto de 2016. La votación 
se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Cecilia Armengol Alonso, Mario Gerardo Avante Juárez, 
Mónica Cacho Maldonado, Mireya Meléndez Almaraz, Luis Mauricio 
Rangel Argüelles y Mercedes Verónica Sánchez Miguez.  
  
 



 

Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en 
Nezahualcóyotl, Estado de México, al resolver el juicio de amparo 
directo 518/2014, determinó que ante la omisión del juzgado de origen 
de pronunciarse de oficio respecto de que si el interés pactado en el 
pagaré base de la acción es usurario o no, lo procedente es conceder el 
amparo y protección a la quejosa para el efecto de que la autoridad 
responsable, en ejercicio del libre arbitrio judicial y conforme a los 
parámetros establecidos en las tesis de jurisprudencia 1a./J. 46/2014 
(10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.), emitidas por la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, previa evaluación probatoria 
que obre en las actuaciones, determine lo conducente sobre la 
existencia o no de alguna situación de vulnerabilidad o desventaja del 
deudor en relación con el acreedor, con la limitante de no estar en 
aptitud legal de recabar mayores elementos de prueba para aumentar o 
disminuir lo estricto de la calificación de una tasa como notoriamente 
excesiva. 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 328/2014, sostuvo que ante la 
omisión de la autoridad responsable de pronunciarse respecto del 
fenómeno usurario en la relación cambiaria celebrada entre las partes, 
lo procedente es conceder el amparo y protección de la justicia federal 
a la quejosa, para el efecto de que dicha autoridad considere que la 
tasa o base para el cálculo del interés moratorio del 10% mensual que 
corresponde al 120% anual, arroja un monto desproporcionado y por 
tanto usurario, por lo que deberá reducirlo teniendo como parámetro el 
promedio que se pagaría por concepto de interés moratorio por el uso 
de tarjetas de crédito. 
 
¹Las tesis de jurisprudencia 1a. /J. 46/2014 (10a.) y 1a. /J. 47/2014 
(10a.), citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
7, Tomo I, junio de 2014, páginas 400 y 402, registros 2006794 y 
2006795, con los rubros: “PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES 
DE CRÉDITO, PERMITE A LAS PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN DE 
INTERESES CON LA LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO SEAN 
USURARIOS. INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA 
CONSTITUCIÓN [ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 
132/2012 (10a.)] Y DE LA TESIS AISLADA CCLXIV/2012 (10a.)] y 
“PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE 
INTERESES PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES 
DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, 
REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE.”, respectivamente. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de 
septiembre de dos mil dieciséis. Ciudad de México, veintidós de 
septiembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
MSN/lgm. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 54/2016 (10a.) 
 
 

USURA. SU PROHIBICIÓN APLICA TANTO PARA LOS INTERESES 
ORDINARIOS COMO PARA LOS MORATORIOS PACTADOS EN UN 
PAGARÉ. El artículo 21, numeral 3, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos prohíbe la usura, así como cualquier otra forma de 
explotación del hombre por el hombre; en este sentido, ninguna ley 
debe permitir que al amparo de la libertad contractual, una persona 
obtenga en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de 
otro, un interés excesivo derivado de un préstamo. Así, cuando en uso 
de la libertad contractual se celebra un préstamo documentado en un 
título de crédito denominado pagaré, las partes tienen derecho a pactar 
el pago de intereses, los cuales pueden ser ordinarios y/o moratorios, 
los que si bien gozan de naturaleza jurídica distinta, se vinculan al 
préstamo y, cuando se generan, representan un provecho en favor del 
acreedor que repercute directa y proporcionalmente en la propiedad del 
deudor; por tanto, si el referido artículo 21, numeral 3, prohíbe la usura 
y ésta se presenta cuando una persona obtiene en provecho propio y 
de modo abusivo, sobre la propiedad de otro, un interés excesivo 
derivado de un préstamo, esta prohibición aplica para ambos tipos de 
interés, pues aunque los intereses moratorios, en estricto sentido, no 
son una consecuencia inmediata del préstamo, sino más bien una 
sanción impuesta ante el incumplimiento del pago, no debe perderse de 
vista que el incumplimiento está directamente vinculado a la obligación 
de pagar o satisfacer el préstamo en la fecha pactada; por lo anterior, la 
prohibición de la usura aplica tanto para los intereses ordinarios como 
para los moratorios. 
 
Contradicción de tesis 294/2015. Entre las sustentadas por el Noveno 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito. 24 de 
agosto de 2016. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro 
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma 
Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al 
fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: Cecilia 
Armengol Alonso, Mario Gerardo Avante Juárez, Mireya Meléndez 
Almaraz, Luis Mauricio Rangel Argüelles y Mercedes Verónica Sánchez 
Miguez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito, 
al resolver los juicios de amparo directo 775/2014, 863/2014, 989/2014, 
1075/2014 y 149/2015, los que dieron origen a la tesis jurisprudencial 
XVI.3o.C. J/1 (10a.), de rubro: “USURA. LOS INTERESES 
MORATORIOS NO LA ACTUALIZAN.”, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 4 de septiembre de 2015 a las 
10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 22, Tomo III, septiembre de 2015, página 1897, 
con número de registro 2009879. 
 
El Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 402/2015, sostuvo que la usura se 
actualiza tanto en los intereses ordinarios como en los moratorios, 



 

porque está prescrita en cualquiera de sus formas y en cualquier clase 
de juicio, pues lo que la ley prohíbe es la usura entendida como 
cualquier forma de explotación del hombre por el hombre, para obtener 
un provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de otro, por 
lo que su examen debe comprender a cualquier tipo de juicio en donde 
sea susceptible de actualizarse. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de 
septiembre de dos mil dieciséis. Ciudad de México, veintidós de 
septiembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 55/2016 (10a.) 
 
 

PAGARÉ. LO NOTORIAMENTE EXCESIVO DE LOS INTERESES 
ESTIPULADOS, NO EXIGE QUE TODOS LOS PARÁMETROS GUÍA 
O LA CONDICIÓN SUBJETIVA, DEBAN QUEDAR ACREDITADOS 
EN LA CALIFICACIÓN DE USURA, PARA PROCEDER A SU 
REDUCCIÓN PRUDENCIAL. De acuerdo con la ejecutoria emitida en 
la contradicción de tesis 350/2013, que dio origen a las tesis de 
jurisprudencia 1a.J./ 46/2014 (10a.) y 1a.J./ 47/2014 (10a.)¹, de rubros: 
“PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY 
GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE A 
LAS PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN DE INTERESES CON LA 
LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO SEAN USURARIOS. 
INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN 
[ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 132/2012 (10a.) Y DE 
LA TESIS AISLADA 1a. CCLXIV/2012 (10a.)]”; y “PAGARÉ. SI EL 
JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA 
CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY 
GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES 
NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA 
PRUDENCIALMENTE.”, debe entenderse que la evaluación objetiva de 
lo notoriamente excesivo de los intereses, no precisa de la evidencia de 
todos y cada uno de los elementos que conforman los parámetros guía 
(tipo de relación existente entre las partes, calidad de los sujetos que 
intervienen en la suscripción del pagaré y si es que la actividad del 
acreedor se encuentra regulada; destino o finalidad del crédito; monto 
del crédito; plazo del crédito; existencia de garantías para el pago del 
crédito; tasas de interés de las instituciones bancarias para operaciones 
similares a las que se analizan; la variación del índice inflacionario 
nacional durante la vida del adeudo; las condiciones del mercado y 
otras cuestiones que generen convicción en el juzgador), así como el 
elemento subjetivo (condición de vulnerabilidad o desventaja); sino que 
el examen debe atender a la diversidad de combinaciones que pueden 
establecerse con la concurrencia de los distintos factores y 
particularidades del caso, que en suma deberán ser apreciados por el 
juzgador conforme a su libre arbitrio quien, en su caso, deberá justificar 
la decisión respecto a la usura de los réditos estipulados, para proceder 
a su reducción prudencial. Así, resulta inaceptable que la calificación de 
lo notoriamente excesivo de los intereses se circunscriba a la 
apreciación inmanente de la tasa de interés.  
 
Contradicción de tesis 208/2015. Suscitada entre el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, el Primer Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Séptimo Circuito. 24 de agosto de 2016. La votación se dividió 
en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular, 
en cuanto al fondo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretarios: Mauricio Omar Sanabria Contreras, Cecilia Armengol 



 

Alonso, Mario Gerardo Avante Juárez, Mireya Meléndez Almaraz, Luis 
Mauricio Rangel Argüelles y Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 401/2014, con la tesis aislada 
I.3o.C. 189 C (10a.), de rubro: “INTERESES USURARIOS. EL 
ELEMENTO NOTORIEDAD RESULTA INDISPENSABLE PARA LA 
PROCEDENCIA DE LA REDUCCIÓN OFICIOSA DE LOS 
PACTADOS.”, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 10 de abril de 2015 a las 9:30 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
17, tomo II, abril de 2015, página 1738, con número de registro 
2008847. 
 
El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver 
los juicios de amparo directo 406/2014 y 393/2014, que dieron origen a 
las tesis aisladas XXVII.3o.24 C (10a.) y XXVII.3o. 19 C (10a.), de 
rubros: “PAGARÉ. PARA APRECIAR EL CARÁCTER USURARIO DE 
SU TASA DE INTERESES, NO ES NECESARIO QUE EXISTAN 
PRUEBAS SOBRE TODOS Y CADA UNO DE LOS PARÁMETROS 
OBJETIVOS DE EVALUACIÓN ENUNCIADOS EN LA 
JURISPRUDENCIA 1a./J.47/2014 (10a.).” y “TASA DE INTERÉS 
EFECTIVA PROMEDIO PONDERADA (TEPP). AL SER UN 
INDICADOR ECONÓMICO QUE EL BANCO DE MÉXICO ESTABLECE 
PARA LAS TARJETAS DE CRÉDITO, NO PUEDE SERVIR PARA 
REDUCIR INTERESES USURARIOS PACTADOS POR LAS PARTES 
EN UN TÍTULO DE CRÉDITO, EN VIRTUD DE QUE NO SE 
SUSTENTA EN ELEMENTOS OBJETIVOS Y SUBJETIVOS.”, 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de 
marzo de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 16, tomo III, marzo de 2015, 
páginas 2434 y 2529, con números de registro 2008693 y 2008631, 
respectivamente. 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 897/2014, sostuvo que no pueden 
calificarse como excesivos los intereses moratorios pactados en un 
pagaré si de las actuaciones que conforman el juicio natural no se 
advierten elementos probatorios que permitan calificar objetivamente el 
carácter notoriamente excesivo de los intereses pactados en la especie, 
para en su caso, calificar la tasa en cuestión como notoriamente 
excesiva, ni por ende, para evaluar el elemento subjetivo a partir de la 
apreciación sobre la existencia o no de alguna situación de 
vulnerabilidad o desventaja de la parte deudora, quejosa en el juicio de 
amparo directo, en relación con el acreedor. 
 
¹Las tesis jurisprudenciales 1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.) 
citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 7, Tomo I, 
junio de 2014, páginas 400 y 402, registros 2006794 y 2006795, 
respectivamente. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 



 

JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de 
septiembre de dos mil dieciséis. Ciudad de México, veintidós de 
septiembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 56/2016 (10a.) 
 
 

PAGARÉ. LO NOTORIAMENTE EXCESIVO DE LOS INTERESES 
ESTIPULADOS PERMITE TENER EN CUENTA LOS PARÁMETROS 
GUÍA QUE TENGAN LA CALIDAD DE HECHOS NOTORIOS. De 
acuerdo con la ejecutoria emitida por esta Primera Sala en la 
contradicción de tesis 350/2013, que dio origen a las tesis de 
jurisprudencia 1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.)¹, de rubros: 
“PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY 
GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE A 
LAS PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN DE INTERESES CON LA 
LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO SEAN USURARIOS. 
INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN 
[ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 132/2012 (10a.) Y DE 
LA TESIS AISLADA 1a. CCLXIV/2012 (10a.)]”; y “PAGARÉ. SI EL 
JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA 
CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY 
GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES 
NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA 
PRUDENCIALMENTE.”, se colige que el análisis de lo notoriamente 
excesivo de los intereses se delimita al estudio de las constancias de 
autos, respecto de los parámetros guía y las condiciones de 
vulnerabilidad del deudor; sin embargo, tal acotación no restringe la 
apreciación de los hechos notorios, los cuales no necesitan ser 
probados, al producir convicción o certeza de su existencia. De ahí que 
la restricción en la apreciación de los distintos factores concurrentes en 
el análisis de la usura no alcanza a los hechos notorios, sino 
únicamente a aquellos que están sujetos a prueba, los cuales de no 
estar acreditados, no podrán ser apreciados por el juzgador, al no 
preverse la adquisición oficiosa de pruebas para la evaluación del 
fenómeno usurario.  
 
Contradicción de tesis 208/2015. Suscitada entre el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, el Primer Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Séptimo Circuito. 24 de agosto de 2016. La votación se dividió 
en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular, 
en cuanto al fondo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretarios: Mauricio Omar Sanabria Contreras, Cecilia Armengol 
Alonso, Mario Gerardo Avante Juárez, Mireya Meléndez Almaraz, Luis 
Mauricio Rangel Argüelles y Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 401/2014, con la tesis aislada 
I.3o.C. 189 C (10a.), de rubro: “INTERESES USURARIOS. EL 
ELEMENTO NOTORIEDAD RESULTA INDISPENSABLE PARA LA 
PROCEDENCIA DE LA REDUCCIÓN OFICIOSA DE LOS 
PACTADOS.”, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la 



 

Federación del viernes 10 de abril de 2015 a las 9:30 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
17, tomo II, abril de 2015, página 1738, con número de registro 
2008847. 
 
El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver 
los juicios de amparo directo 406/2014 y 393/2014, que dieron origen a 
las tesis aisladas XXVII.3o.24 C (10a.) y XXVII.3o. 19 C (10a.), de 
rubros: “PAGARÉ. PARA APRECIAR EL CARÁCTER USURARIO DE 
SU TASA DE INTERESES, NO ES NECESARIO QUE EXISTAN 
PRUEBAS SOBRE TODOS Y CADA UNO DE LOS PARÁMETROS 
OBJETIVOS DE EVALUACIÓN ENUNCIADOS EN LA 
JURISPRUDENCIA 1a./J.47/2014 (10a.).” y “TASA DE INTERÉS 
EFECTIVA PROMEDIO PONDERADA (TEPP). AL SER UN 
INDICADOR ECONÓMICO QUE EL BANCO DE MÉXICO ESTABLECE 
PARA LAS TARJETAS DE CRÉDITO, NO PUEDE SERVIR PARA 
REDUCIR INTERESES USURARIOS PACTADOS POR LAS PARTES 
EN UN TÍTULO DE CRÉDITO, EN VIRTUD DE QUE NO SE 
SUSTENTA EN ELEMENTOS OBJETIVOS Y SUBJETIVOS.”, 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de 
marzo de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 16, tomo III, marzo de 2015, 
páginas 2434 y 2529, con números de registro 2008693 y 2008631, 
respectivamente. 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 897/2014, sostuvo que no pueden 
calificarse como excesivos los intereses moratorios pactados en un 
pagaré si de las actuaciones que conforman el juicio natural no se 
advierten elementos probatorios que permitan calificar objetivamente el 
carácter notoriamente excesivo de los intereses pactados en la especie, 
para en su caso, calificar la tasa en cuestión como notoriamente 
excesiva, ni por ende, para evaluar el elemento subjetivo a partir de la 
apreciación sobre la existencia o no de alguna situación de 
vulnerabilidad o desventaja de la parte deudora, quejosa en el juicio de 
amparo directo, en relación con el acreedor. 
 
¹Las tesis jurisprudenciales 1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.) 
citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 7, Tomo I, 
junio de 2014, páginas 400 y 402, registros 2006794 y 2006795, 
respectivamente. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de 
septiembre de dos mil dieciséis. Ciudad de México, veintidós de 
septiembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 57/2016 (10a.) 
 
 

USURA. EN LA EVALUACIÓN DE LO NOTORIAMENTE EXCESIVO 
DE LOS INTERESES ESTIPULADOS, EL COSTO ANUAL TOTAL 
(CAT) QUE REPORTE EL VALOR MÁS ALTO RESPECTO A 
OPERACIONES SIMILARES, ES UN REFERENTE FINANCIERO 
ADECUADO PARA SU ANÁLISIS, CUANDO EL DOCUMENTO BASE 
DE LA ACCIÓN ES UN TÍTULO DE CRÉDITO. Sin desconocer que la 
elección del referente bancario a cargo del órgano jurisdiccional es una 
cuestión cuya idoneidad dependerá de su adecuación o no a la similitud 
del caso, tratándose de asuntos en los que el documento base de la 
acción es un título de crédito, genera certidumbre emplear como 
referente el Costo Anual Total (CAT), que reporte el valor más alto para 
operaciones similares y corresponda a la fecha más próxima a la 
suscripción del título de crédito respectivo, por tratarse de un referente 
financiero de naturaleza activa que informa cuál es el costo de un 
crédito para los clientes o usuarios del crédito. Este referente, al ser un 
porcentaje anual que mide el costo de un financiamiento, 
permite efectuar comparaciones entre las diferentes ofertas de crédito 
al incorporar todos los costos y gastos inherentes del crédito, como son 
la tasa de interés, las comisiones, primas de seguros que el cliente 
deba pagar de conformidad con su contrato de crédito, excepto el 
impuesto al valor agregado aplicable, además de otros elementos como 
la garantía exigida y la periodicidad o frecuencia de pago. Entre otras 
ventajas, al tratarse de un indicador que incorpora varios elementos, 
lleva a una sobrevaluación del costo del dinero, de manera que su uso 
como referente es útil para advertir indiciariamente una tasa de interés 
usuraria, en tanto refiere al costo del dinero tolerado en el mercado del 
crédito. También, permite una comparación acorde a diferentes tipos de 
crédito, de manera que el juzgador puede tomar el CAT de un crédito 
hipotecario para créditos con garantías de este tipo o el CAT de una 
tarjeta de crédito para créditos quirografarios, etcétera; respecto de la 
cual el juzgador tiene un amplio margen de aplicación, pues a partir del 
análisis del resto de los parámetros está en aptitud de aplicar su 
potestad jurisdiccional y aplicar el porcentaje que corresponda según el 
tipo de crédito, su monto, el mercado al que se dirige y otras 
circunstancias útiles para su resolución. Al margen de lo anterior, si el 
juzgador considera que es el caso de aplicar una tasa diferente del 
CAT, debe justificar adecuadamente su decisión. 
 
Contradicción de tesis 208/2015. Suscitada entre el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, el Primer Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Séptimo Circuito. 24 de agosto de 2016. La votación se dividió 
en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular, 
en cuanto al fondo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretarios: Mauricio Omar Sanabria Contreras, Cecilia Armengol 
Alonso, Mario Gerardo Avante Juárez, Mireya Meléndez Almaraz, Luis 
Mauricio Rangel Argüelles y Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 



 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 401/2014, con la tesis aislada 
I.3o.C. 189 C (10a.), de rubro: “INTERESES USURARIOS. EL 
ELEMENTO NOTORIEDAD RESULTA INDISPENSABLE PARA LA 
PROCEDENCIA DE LA REDUCCIÓN OFICIOSA DE LOS 
PACTADOS.”, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 10 de abril de 2015 a las 9:30 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
17, tomo II, abril de 2015, página 1738, con número de registro 
2008847. 
 
El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver 
los juicios de amparo directo 406/2014 y 393/2014, que dieron origen a 
las tesis aisladas XXVII.3o.24 C (10a.) y XXVII.3o. 19 C (10a.), de 
rubros: “PAGARÉ. PARA APRECIAR EL CARÁCTER USURARIO DE 
SU TASA DE INTERESES, NO ES NECESARIO QUE EXISTAN 
PRUEBAS SOBRE TODOS Y CADA UNO DE LOS PARÁMETROS 
OBJETIVOS DE EVALUACIÓN ENUNCIADOS EN LA 
JURISPRUDENCIA 1a./J.47/2014 (10a.).” y “TASA DE INTERÉS 
EFECTIVA PROMEDIO PONDERADA (TEPP). AL SER UN 
INDICADOR ECONÓMICO QUE EL BANCO DE MÉXICO ESTABLECE 
PARA LAS TARJETAS DE CRÉDITO, NO PUEDE SERVIR PARA 
REDUCIR INTERESES USURARIOS PACTADOS POR LAS PARTES 
EN UN TÍTULO DE CRÉDITO, EN VIRTUD DE QUE NO SE 
SUSTENTA EN ELEMENTOS OBJETIVOS Y SUBJETIVOS.”, 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de 
marzo de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 16, tomo III, marzo de 2015, 
páginas 2434 y 2529, con números de registro 2008693 y 2008631, 
respectivamente. 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 897/2014, sostuvo que no pueden 
calificarse como excesivos los intereses moratorios pactados en un 
pagaré si de las actuaciones que conforman el juicio natural no se 
advierten elementos probatorios que permitan calificar objetivamente el 
carácter notoriamente excesivo de los intereses pactados en la especie, 
para en su caso, calificar la tasa en cuestión como notoriamente 
excesiva, ni por ende, para evaluar el elemento subjetivo a partir de la 
apreciación sobre la existencia o no de alguna situación de 
vulnerabilidad o desventaja de la parte deudora, quejosa en el juicio de 
amparo directo, en relación con el acreedor. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de 
septiembre de dos mil dieciséis. Ciudad de México, veintidós de 
septiembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 58/2016 (10a.) 
 
 

ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO PENITENCIARIO A OTRO. 
PROCEDE CONCEDER LA SUSPENSIÓN DE OFICIO Y DE PLANO 
CUANDO SE EMITE SIN LA INTERVENCIÓN DE LA AUTORIDAD 
JUDICIAL RECTORA, AUN CUANDO SOLO SE AFECTE LA 
LIBERTAD PERSONAL DE MANERA INDIRECTA. Esta Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las tesis de 
jurisprudencia 1a./J. 17/2013 (10a.) y 1a./J. 83/2015 (10a.)¹, ha 
establecido, respectivamente, que la orden de traslado de un recluso de 
un centro penitenciario a otro produce una afectación a la libertad 
personal de manera indirecta; y, que cuando dicha orden se ejecuta sin 
la intervención de la autoridad jurisdiccional rectora del proceso o de la 
fase de ejecución de sentencia, no puede estimarse que se trate de un 
acto emitido en razón del procedimiento. Luego, si la literalidad del 
artículo 126 de la Ley de Amparo precisa que la suspensión de plano y 
de oficio se concederá cuando se trate de actos que importen ataques a 
la libertad personal fuera de procedimiento, las condiciones para 
actualizar el supuesto son precisamente las que de manera clara y 
concreta se establecen en el propio precepto y consisten solamente en: 
a) que se trate de un acto que conlleve privación de la libertad personal; 
y, b) que tal acto sea dictado fuera de procedimiento, sin que sea dable 
añadir como requisito que la afectación a la libertad se deba verificar de 
manera directa o indirecta, pues adicionar un nuevo requisito para la 
procedencia de la suspensión de plano a través de una interpretación 
sería en detrimento del derecho fundamental de tutela judicial efectiva. 
En ese sentido, si el precepto de que se habla únicamente refiere que 
se debe tratar de un acto que ataque a la libertad personal y que dicho 
acto se emita fuera de procedimiento, lo que tiene lugar, precisamente, 
en el caso de la orden de traslado de un centro penitenciario a otro 
cuando es emitida por autoridades de carácter administrativo, es 
inconcuso que respecto de la mencionada orden debe concederse la 
suspensión de oficio y de plano, aun cuando ésta únicamente afecte la 
libertad personal del recluso de manera indirecta. 
 
Contradicción de tesis 154/2016. Suscitada entre el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. 7 de septiembre de 
2016. La votación se dividió en dos partes: mayoría de tres votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña 
Hernández, en cuanto al fondo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alfonso Francisco 
Trenado Ríos. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al 
resolver el recurso de queja 21/2016, sostuvo que la orden de traslado 
de un centro penitenciario a otro, aun cuando sea emitida por una 
autoridad administrativa dictada fuera del procedimiento, constituye un 
ataque a la libertad personal del procesado o del sentenciado y, por 
ende, en su contra procede decretar la suspensión de oficio y de plano, 
máxime si no se tiene la certeza de que ello sea producto de una orden 



 

judicial, en términos de lo previsto en el artículo 126 de la Ley de 
Amparo vigente. 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al 
resolver el recurso de queja 17/2016, sostuvo que es improcedente 
conceder la suspensión de oficio y de plano en contra de la orden de 
traslado de un reo de un centro carcelario a otro distinto, emitida por las 
autoridades penitenciarias administrativas, ello en virtud de que no 
constituye un acto que afecte en forma directa la libertad personal del 
quejoso, sino que incide en ella indirectamente, al modificar las 
condiciones en que se le mantendrá privado de la libertad, atento a que 
la afectación a su libertad deriva de una sentencia condenatoria que lo 
mantiene con el carácter de recluso. 
 
¹ Nota: Las tesis de jurisprudencia 1a./J. 17/2013 (10a.) y 1a./J. 83/2015 
(10a.) citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 1, abril de 
2013, página 800, registro 2003323, así como en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 4 de diciembre de 2015 a las 10:30 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 25, Tomo I, diciembre de 2015, página 247, registro 2010596, con 
los rubros: “ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO 
PENITENCIARIO A OTRO. AL AFECTAR INDIRECTAMENTE LA 
LIBERTAD PERSONAL DEL PROCESADO O SENTENCIADO, LA 
DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDA CONTRA 
AQUÉLLA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN II, PÁRRAFO SEGUNDO, 
DE LA LEY DE AMPARO.” y “ORDEN DE TRASLADO DE UN 
CENTRO PENITENCIARIO A OTRO. SI SE EJECUTA SIN 
INTERVENCIÓN DE LA AUTORIDAD JUDICIAL, NO PUEDE 
CONSIDERARSE COMO UN ACTO DENTRO DEL PROCEDIMIENTO 
Y, POR ENDE, SE ACTUALIZA EL PLAZO EXCEPCIONAL PARA 
INTERPONER LA DEMANDA DE AMPARO EN SU CONTRA 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 17, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE LA 
MATERIA.”, respectivamente. 
 
LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha veintiuno de 
septiembre de dos mil dieciséis. Ciudad de México, veintidós de 
septiembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 59/2016 (10a.) 
 
 

PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD. LA DESIGNACIÓN DEL LUGAR 
EN EL QUE HABRÁ DE COMPURGARSE, CONSTITUYE UNA 
RESOLUCIÓN QUE FORMA PARTE DE LA ETAPA DE EJECUCIÓN 
DE LAS PENAS Y, POR LO TANTO, SU DEFINICIÓN ES 
COMPETENCIA EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL. La designación 
del lugar en el que el sentenciado deberá compurgar la pena privativa 
de libertad que se le ha impuesto, constituye un acto que forma parte de 
la ejecución de las penas y, en consecuencia, de conformidad con lo 
sostenido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 
la tesis de jurisprudencia P./J.17/2012 (10a.)¹, su definición es 
competencia exclusiva del Poder Judicial. Lo anterior, porque la 
posibilidad del sentenciado de compurgar su pena en el centro de 
reclusión más cercano a su domicilio constituye un derecho humano 
que se encamina a propiciar su reintegración a la comunidad; de ahí 
que esta determinación sea un acto susceptible de vulnerar los 
derechos humanos del sentenciado, por lo que acorde con el enfoque 
proteccionista expuesto por el Constituyente Permanente en la reforma 
de 18 de junio de 2008, resulta idóneo que sea el Poder Judicial, en su 
papel de garante, el que se pronuncie sobre tal aspecto, a efecto de 
evitar actuaciones arbitrarias por parte de la autoridad. Esta conclusión 
resulta armónica con la distribución de competencias establecida por el 
constituyente en relación con el sistema penitenciario, pues debe 
decirse que esta designación resulta ajena a las facultades de 
administración reservadas al Poder Ejecutivo, toda vez que dicho acto 
no se encamina a la organización interna de los centros penitenciarios, 
sino que atañe a la esfera de derechos de los condenados a compurgar 
una pena privativa de libertad, de ahí que deba considerarse dentro de 
las facultades exclusivas de la autoridad judicial. 
 
Contradicción de tesis 9/2015. Suscitada entre el Quinto Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 15 de 
junio de 2016. La votación se dividió en dos partes: mayoría de tres 
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ausente y Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández; en su ausencia hizo suyo el asunto el 
Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Eduardo Aranda 
Martínez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
región, al resolver los amparos directos 239/2014 (cuaderno auxiliar 
337/2014), 270/2014 (cuaderno auxiliar 547/2014) y 304/2014 
(cuaderno auxiliar 635/2014), dictados en apoyo, el primero de los 
citados asuntos, del Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto 
Circuito y los dos restantes, en apoyo del Cuarto Tribunal Colegiado del 
Décimo Quinto Circuito,  asuntos en los que se determinó que en virtud 
de la entrada en vigor de los artículos 18 y 21 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de junio de 2011, el quejoso debe compurgar la pena 
privativa de la libertad en el lugar que designe el juez de ejecución de 



 

penas, ya que es dicha autoridad la que queda a cargo de la ejecución 
de las sanciones y, por tanto, la encargada de vigilar su estricto 
cumplimiento, así como todos los eventos de trascendencia jurídica que 
surjan durante la ejecución. 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 140/2014, determinó que a partir de 
la reforma a los artículos 18 y 21 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de junio de 2011, la sanción privativa de libertad 
impuesta al quejoso debe compurgarse en el establecimiento que para 
tal efecto designe el ejecutivo federal, como lo establece el artículo 77 
del Código Penal Federal, en tanto que el juez de ejecución de 
sentencias queda a cargo de todos los eventos de trascendencia 
jurídica que durante la ejecución de la pena puedan surgir a partir de la 
reforma constitucional. 
 
¹La tesis de jurisprudencia P./J.17/2012 (10a.) citada, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro XIII, Tomo 1, octubre de 2012, página 18, registro 
2001988, con el rubro: “PENAS. SU EJECUCIÓN ES COMPETENCIA 
EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL, A PARTIR DEL 19 DE JUNIO DE 
2011.” 
 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de octubre de 
dos mil dieciséis. Ciudad de México, seis de octubre de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 60/2016 (10a.) 
 
 

IDENTIFICACIÓN ADMINISTRATIVA (FICHA SIGNALÉTICA) 
ORDENADA EN EL AUTO DE TÉRMINO CONSTITUCIONAL. 
PROCEDE EN SU CONTRA EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, 
SIN NECESIDAD DE AGOTAR EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD 
(LEGISLACIONES FEDERAL Y DEL ESTADO DE VERACRUZ). De la 
lectura armónica del Código Federal de Procedimientos Penales y del 
Código de Procedimientos Penales para el Estado de Veracruz, en 
relación ambos con el artículo 61, fracción XVIII, de la Ley de Amparo 
vigente a partir de abril de 2013, se concluye que en aquellos casos en 
los que la identificación administrativa del procesado se ordene dentro 
del auto de término constitucional, la parte afectada estará en aptitud de 
combatir tal determinación directamente a través del juicio de amparo; 
es decir, sin necesidad de agotar previamente el principio de 
definitividad. Ello es así, toda vez que ninguna de las legislaciones 
procesales antes referidas prevé de manera expresa la procedencia de 
un recurso o medio ordinario de defensa que permita revocar, modificar 
o nulificar este tipo de determinaciones. Además, para determinar si el 
recurso de apelación es procedente en estos casos, tomando en 
consideración que la resolución impugnada forma parte del auto de 
plazo constitucional, sería necesario acudir a una interpretación 
adicional y sistemática de diversas disposiciones legales aplicables, que 
no se obtiene de manera directa de la redacción de los preceptos que 
regulan la procedencia del recurso de apelación. Ello, pues el 
procesado debe atender otras disposiciones legales para efectuar una 
interpretación sistemática y racional sobre la dependencia de la orden 
de identificación administrativa del auto de término constitucional en 
que se realiza, así como de la forma de impugnación ordinaria de este 
último, para considerar que debe interponer el recurso de apelación 
también contra el acto que pretende combatir. Ejercicio de 
interpretación que de ninguna manera es exigible a la parte quejosa, en 
tanto no está obligada a conocer la ley para interpretarla y establecer 
técnicamente el medio de impugnación que debe oponer antes de 
ejercer la acción de amparo, en términos de la excepción al principio de 
definitividad contenida en el artículo 61, fracción XVIII, última parte, de 
la Ley de Amparo. 
 
Contradicción de tesis 298/2015. Suscitada entre el   Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Séptimo Circuito. 13 de 
julio de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, en el que se aparta de algunas de las 
consideraciones contenidas en la presente tesis; Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Saúl Armando 
Patiño Lara. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 
Séptimo Circuito, al resolver la queja 95/2014, con la tesis aislada 
VII.1o.P.T.10 P (10a.), de rubro: ”ORDEN DE IDENTIFICACIÓN 
ADMINISTRATIVA (FICHA SIGNALÉTICA). EN SU CONTRA 



 

PROCEDE EL AMPARO SIN NECESIDAD DE AGOTAR EL RECURSO 
DE APELACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 320 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE VERACRUZ 
(INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 1ª./J.60/2006).”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación  el viernes 13 de 
febrero de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 15, Tomo III, febrero de 2015, 
página 2812, con número de registro 2008469. 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al 
resolver la queja 43/2015, determinó que es improcedente el juicio de 
amparo directo promovido en contra de una orden de identificación 
administrativa (ficha signalética), en virtud de que está inmersa en el 
auto de formal prisión en contra del cual procede el recurso de 
apelación previsto en el artículo 367, fracción IV, del Código Federal de 
Procedimientos Penales, por lo que debe agotarse el principio de 
definitividad en términos del artículo 61, fracción XVIII, de la Ley de 
Amparo. 
 
LICENCIADA ELSA GUTIÉRREZ OLGUÍN, SUBSECRETARIA DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este alto tribunal, en sesión de fecha cinco de octubre de 
dos mil dieciséis. Ciudad de México, seis de octubre de dos mil 
dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 61/2016 (10a.)  
 

CRÉDITOS CON GARANTÍA REAL. EL ARTÍCULO 1055 BIS DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO, QUE FACULTA AL ACREEDOR PARA 
ELEGIR ENTRE DISTINTAS VÍAS PROCESALES, NO VULNERA EL 
DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA JUSTICIA. Las vías 
procesales son diseños moduladores con características propias que 
moldean el acceso a la justicia en condiciones que el legislador 
consideró óptimas, dependiendo de las acciones que se hagan valer y 
de las pretensiones que se quieran exigir en el juicio elegido; así, cada 
una de las vías referidas cuenta con la presunción de constitucionalidad 
de que gozan las leyes procesales respectivas en relación con el 
respeto de las formalidades esenciales del procedimiento, sin perjuicio 
de que ciertas etapas concretas de cada uno de los procedimientos 
pudieran impugnarse con motivo de vicios propios de 
inconstitucionalidad. Asimismo, las vías procesales establecidas por el 
legislador fijan plazos para cada una de las etapas y establecen reglas 
a seguirse en cuanto a la determinación de la competencia, la 
contestación, las excepciones, la reconvención, las pruebas, los 
alegatos y las audiencias, entre otras; pero, además, establecen 
requisitos o condiciones que guían la determinación de utilizar 
válidamente un camino procesal u otro. Ahora bien, el artículo 1055 Bis 
del Código de Comercio, al prever que cuando el crédito tenga garantía 
real el actor, a su elección, podrá ejercitar sus acciones en juicio 
ejecutivo mercantil, ordinario, especial, sumario hipotecario o el que 
corresponda, de conformidad con la ley, conservando la garantía real y 
su preferencia en el pago, aun cuando los bienes gravados se señalen 
para la práctica de la ejecución, no conlleva un grado de arbitrariedad, 
ni comporta una violación al derecho de defensa del demandado, ni de 
la igualdad procesal que debe regir para las partes contendientes, ya 
que la elección referida deberá hacerse atendiendo a los supuestos, las 
finalidades y las pretensiones que hagan procedente una o varias vías 
conforme a las leyes aplicables, las que no conllevan a priori una 
violación constitucional. Además, como la vía es un presupuesto 
procesal de estudio preferente, el juez está obligado a realizarlo y a 
pronunciarse de oficio tanto al admitir la demanda, como en la 
resolución o sentencia que dicte, aunado a la posibilidad de que el 
demandado oponga la improcedencia de la vía como defensa.  
 
Amparo directo en revisión 3426/2015. Elizabet o Elizabeth Cauich 
Dzul. 6 de abril de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián 
González Utusástegui. 
 
Amparo directo en revisión 5769/2015. Lázaro Ynclán Jiménez. 13 de 
abril de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma 
Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
Amparo directo en revisión 6596/2015. Pedro May Arana y otra. 13 
de abril de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma 



 

Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador. 
 
Amparo directo en revisión 948/2016. Gemelo César Román Zárate. 
25 de mayo de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Jorge Arriaga Chan Temblador. 
 
Amparo directo en revisión 197/2016. Francisco May May. 8 de junio 
de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José Ramón 
Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario 
Gerardo Avante Juárez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha veintiséis de octubre de dos mil dieciséis. Ciudad de México, 
veintisiete de octubre de dos mil dieciséis. Doy fe. 

 
 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 62/2016 (10a.) 
 
 

DICTAMEN PERICIAL OFICIAL. EL EMITIDO PERO NO 
RATIFICADO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 235 DEL CÓDIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, EN LA ETAPA DE 
AVERIGUACIÓN PREVIA, CONSTITUYE PRUEBA IMPERFECTA, 
NO ILÍCITA, PARA EL DICTADO DEL AUTO DE FORMAL PRISIÓN. 
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reitera 
el criterio sustentado en las tesis aisladas números 1a. LXIV/2015 
(10a.) y 1a. XXXIV/2016 (10a.)¹, respectivamente, en cuanto a que el 
artículo 235 del Código Federal de Procedimientos Penales que exime 
al perito oficial de ratificar sus dictámenes viola el principio de igualdad 
procesal; sin embargo, al constituir prueba imperfecta, no ilícita, es 
susceptible de ser ratificado a través de la reposición del procedimiento, 
en su caso. En efecto, la diligencia de ratificación de dictamen pericial 
oficial a que se refiere dicho precepto, está referida a la etapa de 
juicio y no a la de averiguación previa; pero ello no significa que los 
dictámenes rendidos en la etapa de investigación ante el Ministerio 
Público no puedan ser ratificados ante el juzgador para ser 
perfeccionados como prueba de cargo válida. Bajo ese entendimiento 
y tratándose del dictado del auto de formal prisión,  de conformidad 
con el artículo 19 constitucional, aplicable al sistema procesal mixto, 
basta que la etapa de averiguación previa arroje “datos bastantes” para 
comprobar el cuerpo del delito y la probable responsabilidad del 
acusado para el dictado del auto de formal prisión, lo que implica que el 
estándar de valoración probatoria por parte del juzgador es menor al 
que se encuentra obligado para dictar la sentencia definitiva; de ahí que 
no se requieran, en un primer momento, elementos probatorios 
perfectos para sustentar el auto de término constitucional. 
Consecuentemente, el dictamen pericial oficial no ratificado aportado en 
la etapa de averiguación previa debe ser valorado como dato-indicio en 
dicha resolución; por lo que no constituye prueba ilícita, toda vez que 
deberá ser ratificado en la etapa de instrucción del juicio penal para ser 
perfeccionado, a efecto de que pueda otorgársele valor probatorio pleno 
en la sentencia definitiva.  
 
Contradicción de tesis 39/2016. Suscitada entre el Quinto Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Tribunal Colegiado del 
Trigésimo Primer Circuito. 19 de octubre de 2016. La votación se dividió 
en dos partes: mayoría de tres votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cuatro votos en cuanto al 
fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio. 
Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión penal 245/2015, sostuvo que la tesis 1a.LXIV/2015 
(10a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, de rubro: “DICTÁMENES PERICIALES. EL ARTÍCULO 235 
DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, AL 
EXIMIR A LOS PERITOS OFICIALES DE RATIFICARLOS, VULNERA 
EL DERECHO FUNDAMENTAL DE IGUALDAD PROCESAL.”, no es 



 

aplicable tratándose del auto de término constitucional, cuyo 
procedimiento penal se encuentra en la fase de preinstrucción, porque 
en esa etapa es posible que la representación social ofrezca la 
ratificación del dictamen pericial correspondiente y dado que el artículo 
235 del Código Federal de Procedimientos Penales exime a los peritos 
oficiales de ratificar su dictamen, si la ratificación del dictamen no es 
solicitada por las partes en el proceso penal, ni requerido por la 
autoridad, y el juez de la causa le otorga valor probatorio, ello no 
vulnera el principio de igualdad. 
El Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, al resolver el 
amparo en revisión penal 92/2015, sostuvo que conforme a lo 
determinado en la tesis 1a.LXIV/2015 (10a.), emitida por la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: 
“DICTÁMENES PERICIALES. EL ARTÍCULO 235 DEL CÓDIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, AL EXIMIR A LOS 
PERITOS OFICIALES DE RATIFICARLOS, VULNERA EL DERECHO 
FUNDAMENTAL DE IGUALDAD PROCESAL.”, el artículo 235 del 
Código Federal de Procedimientos Penales es violatorio del derecho de 
igualdad procesal al eximir a los peritos oficiales de ratificar el contenido 
de sus dictámenes y obligando a los de las demás partes del juicio a 
hacerlo; asimismo, la ratificación de los dictámenes periciales hace 
digna de crédito la prueba y, consecuentemente, susceptible de ser 
analizada y valorada. 
 
¹Las tesis aisladas 1a. LXIV/2015 (10a.) y 1a. XXXIV/2016 (10a.) 
citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 20 de febrero de 2015 a las 9:30 horas y del viernes 19 de 
febrero de 2016 a las 10:15 hora, así como en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 15, Tomo II, febrero de 
2015, página 1390, registro 2008490 y Libro 27, Tomo I, febrero de 
2016, página 673, registro 2010965, con los rubros: “DICTÁMENES 
PERICIALES. EL ARTÍCULO 235 DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES, AL EXIMIR A LOS PERITOS 
OFICIALES DE RATIFICARLOS, VULNERA EL DERECHO 
FUNDAMENTAL DE IGUALDAD PROCESAL.” y “DICTÁMENES 
PERICIALES. LA NO RATIFICACIÓN DEL RENDIDO POR EL PERITO 
OFICIAL CONSTITUYE UN VICIO FORMAL SUBSANABLE, POR LO 
QUE EN NINGÚN CASO DEBE DAR LUGAR A CONSIDERAR QUE 
CONSTITUYE PRUEBA ILICÍTA QUE DEBA SER EXCLUIDA DEL 
ANÁLISIS PROBATORIO CORRESPONDIENTE.”, respectivamente. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha veintiséis de octubre de dos mil dieciséis. Ciudad de México, 
veintisiete de octubre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 63/2016 (10a.) 
 
 

ABANDONO DE UN MENOR DE EDAD. SU INTERPRETACIÓN 
COMO CAUSAL DE PÉRDIDA DE LA PATRIA POTESTAD 
ATENDIENDO AL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. A juicio de esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la privación 
de la patria potestad se justifica por el incumplimiento grave de los 
deberes inherentes a la misma ya que, en definitiva, lo que importa es 
el bien de los hijos, cuyo interés es el único y exclusivo fundamento de 
la función en la que se configura la patria potestad. Las autoridades 
jurisdiccionales, al analizar el abandono de un menor de edad como 
causal para decretar la pérdida de la patria potestad prevista en las 
distintas legislaciones, deben interpretar el término “abandono” no sólo 
en su acepción más estricta, entendido como dejar desamparado a un 
hijo, sino también en la amplia, vinculada al más radical incumplimiento 
de los deberes inherentes a la patria potestad, incluso en el caso de 
que las necesidades del menor queden cubiertas por la intervención de 
otras personas. Así las cosas, se estima que en los casos de abandono 
sancionados con la privación de la pérdida de la patria potestad, existe 
una abdicación total, voluntaria e injustificada de los deberes inherentes 
a dicha función. Asimismo, los tribunales, en aras de proteger al menor, 
deberán analizar en cada caso concreto las causas del abandono, la 
edad del menor, su madurez y autonomía, ya que en aquellos 
supuestos en los que el abandono se realice al momento mismo del 
nacimiento, resulta patente el radical desinterés de los progenitores 
respecto del menor. Esta pauta interpretativa es la que deben tomar en 
cuenta los órganos judiciales al analizar las causales de privación de 
pérdida de la patria potestad que hacen referencia al “abandono del 
menor”, y siempre teniendo presente que estos supuestos denotan una 
situación de absoluto desprecio a las obligaciones parentales más 
elementales y primarias respecto del menor. 
 
Amparo directo en revisión 348/2012. 5 de diciembre de 2012. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 553/2014. 9 de abril de 2014. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo en revisión 518/2013. 23 de abril de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas, quien formuló voto concurrente y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia 
Armengol Alonso. 
 
Amparo en revisión 504/2014. 4 de febrero de 2015. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Olga 



 

Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y 
Villa. 
 
Amparo directo en revisión 4698/2014. 6 de abril de 2016. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretaria: Laura Patricia Román Silva. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha dieciséis de noviembre de dos mil dieciséis. Ciudad de 
México, diecisiete de noviembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 

se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 64/2016 (10a.) 

 
 

REPOSICIÓN DEL PROCESO PENAL. LA RESOLUCIÓN DEL 
TRIBUNAL DE ALZADA QUE LA ORDENA OFICIOSAMENTE 
RESPECTO DE UN IMPUTADO QUE SE ENCUENTRA EN 
RECLUSIÓN PREVENTIVA, CONSTITUYE UN ACTO DE IMPOSIBLE 
REPARACIÓN, CONTRA EL CUAL PROCEDE EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO (LEY DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 
DE ABRIL DE 2013). El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, al resolver las contradicciones de tesis 377/2013 y 14/2015, 
respectivamente, determinó que por actos de imposible reparación 
deben entenderse aquellos que producen una afectación material a 
derechos sustantivos, ya sea que éstos se encuentren reconocidos en 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o en los 
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, y 
precisó que sus consecuencias, al ser de tal gravedad, impiden en 
forma actual el ejercicio del derecho involucrado, por lo que con su 
dictado no sólo producen lesiones jurídicas de naturaleza formal o 
adjetiva. Asimismo, para delimitar esa irreparabilidad, se establecieron 
dos condiciones: 1) que se trate de actos “que afecten materialmente 
derechos”, lo que equivale a situar el asunto en aquellos supuestos en 
los que el acto de autoridad impide el libre ejercicio de algún derecho en 
forma presente; y, 2) que esos derechos revistan la categoría de 
“sustantivos”, expresión que resulta antagónica a los de naturaleza 
formal o adjetiva, en los que la afectación no es actual, sino que 
depende de que llegue o no a trascender al desenlace del juicio o 
procedimiento. Con base en ello, la decisión de un tribunal de alzada 
que ordena oficiosamente la reposición de un proceso penal instaurado 
contra un imputado que se encuentra en reclusión preventiva, 
constituye un acto de imposible reparación contra el cual procede el 
juicio de amparo indirecto, toda vez que si bien es cierto que esa 
determinación no contiene pronunciamientos relacionados con el fondo 
del asunto, también lo es que derivado de ésta, la decisión del caso se 
pospone y la restricción a la libertad personal a la que el quejoso está 
sujeto de forma preventiva se prolonga, pudiéndose afectar, desde el 
pronunciamiento de dicha resolución, el derecho fundamental a que la 
citada restricción de la libertad sea por un plazo razonable, el cual está 
reconocido tanto en la Constitución Federal, como en diversos tratados 
internacionales suscritos por México. 
 
Contradicción de tesis 168/2016. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Noveno Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito. 21 de septiembre de 2016. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de tres votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cuatro votos en cuanto al fondo de los Ministros José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular 
voto aclaratorio. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez Aguilera. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 322/2014, sostuvo la tesis aislada XXVII.3o. 13. P 



 

(10a.), de rubro: “REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO EN MATERIA 
PENAL. SI FUE ORDENADO POR EL TRIBUNAL DE ALZADA Y 
ORIGINA QUE SE PROLONGUE EL TIEMPO EN QUE EL 
INCULPADO SE ENCUENTRA EN PRISIÓN PREVENTIVA, ELLO 
CONSTITUYE UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN PARA 
EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 20 de marzo de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 16, Tomo III, 
marzo de 2015, página 2465, registro 2008739. 
 
El Tribunal Colegiado en Materia Penal del Noveno Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 117/2016, sostuvo que la reposición del 
procedimiento de la causa penal ordenada por el tribunal de alzada a fin 
de que se desahogue la prueba de careo procesal, no constituye un 
acto de imposible reparación y, por ende, no es recurrible en amparo 
indirecto, ello en virtud de que no afecta materialmente, ni de manera 
inmediata y directa, derechos sustantivos tutelados ni en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, ni en los tratados 
internacionales de los que el estado mexicano es parte, como pudieran 
ser la libertad, la vida, la integridad física, sus posesiones o derechos, 
cuya afectación o sus efectos no podrían repararse ni aun obteniendo 
sentencia favorable en el juicio, por haberse consumado de manera 
irreversible la violación del derecho fundamental a la libertad, sino que 
únicamente tiene efectos formales o intraprocesales que no 
necesariamente van a ocasionar que la sentencia definitiva que se dicte 
en el proceso penal de origen sea desfavorable a sus intereses. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha dieciséis de noviembre de dos mil dieciséis. Ciudad de 
México, diecisiete de noviembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 65/2016 (10a.) 

 
 

JUICIO ORAL MERCANTIL. LA OBJECIÓN DE DOCUMENTOS 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 1390 BIS 45, DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, PUEDE PLANTEARSE COMO UN ACTO 
PROCESALMENTE VÁLIDO AL MOMENTO DE CONTESTAR LA 
DEMANDA (LEGISLACIÓN REFORMADA MEDIANTE DECRETO 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE 
ENERO DE 2012). De la interpretación del citado precepto legal, se 
advierte que en los juicios orales mercantiles la objeción de documentos 
puede plantearse como un acto procesalmente válido al momento de 
contestar la demanda, ya que si bien es cierto que dicho numeral alude 
a que únicamente podrán ser objetados en cuanto a su alcance y valor 
probatorio en la audiencia preliminar, lo cierto es que esa precisión del 
legislador tiene el propósito de fijar la preclusión del derecho de las 
partes a objetar los documentos presentados en juicio, es decir, 
precisar el límite máximo en que se puede ejercer tal prerrogativa, y 
después del cual queda extinguida; mas no el de impedir que tal 
derecho se ejerza con antelación respecto de los documentos 
presentados antes de la celebración de la audiencia preliminar en 
donde se determinará lo relativo a las pruebas, como es el caso de las 
exhibidas con la demanda y la contestación, así como la 
correspondiente fijación de acuerdos probatorios. Por tanto, si la 
objeción de los mencionados documentos se formuló en la 
contestación, ésta debe considerarse hecha oportunamente, sin que 
haya necesidad de su reiteración o ratificación en el periodo de pruebas 
pues, de lo contrario, es decir, limitar la objeción a la audiencia 
preliminar, atentaría contra el debido proceso, restringiéndose la 
defensa adecuada y el acceso efectivo a la jurisdicción. De ahí que, en 
aras de que exista equilibrio procesal entre los contendientes, el 
demandado puede válidamente objetar las pruebas que estime 
pertinentes al momento de contestar la demanda. 
 
Contradicción de tesis 360/2015. Suscitada entre el Décimo Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito. 7 de 
septiembre de 2016. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
tres votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo, en cuanto al 
fondo. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga 
Chan Temblador. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 259/2014, sostuvo la 
tesis aislada I.11o. C.74 C (10a.), de rubro: “JUICIO ORAL 
MERCANTIL. LA OBJECIÓN DE DOCUMENTOS EN ÉL NO PUEDE 
PLANTEARSE AL MOMENTO DE CONTESTAR LA DEMANDA, 
ACORDE CON EL ARTÍCULO 1390 BIS 45 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO [INAPLICABILIDAD ANALÓGICA DE LA 
JURISPRUDENCIA 1a./J.14/2013 (10a.)].”, publicada en el Semanario 



 

Judicial de la Federación del viernes 27 de marzo de 2015 a las 9:30 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 16, Tomo III, marzo de 2015, página 2402, con número de 
registro 2008772. 
 
El sostenido por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Segundo Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 708/2015, 
determinó que de la interpretación del artículo 1390 bis del Código de 
Comercio se advierte que en los juicios mercantiles la objeción de 
documentos puede plantearse como un acto procesalmente válido al 
momento de contestar la demanda, ello en aras de brindar una mayor 
amplitud de derecho de acceso a la justicia a las partes contendientes. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha dieciséis de noviembre de dos mil dieciséis. Ciudad de 
México, diecisiete de noviembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
MSN/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 66/2016 (10a.) 

 
 

REMISIÓN PARCIAL DE LA PENA Y LIBERTAD PREPARATORIA. 
EL TIEMPO DE LA PRIMERA NO DEBE ACUMULARSE PARA EL 
OTORGAMIENTO DE LA SEGUNDA (LEGISLACIONES FEDERAL Y 
DEL DISTRITO FEDERAL ABROGADAS). Los artículos 46 de la Ley 
de Ejecuciones de Sanciones Penales para el Distrito Federal abrogada 
y 84 del Código Penal Federal, prevén sustancialmente que la libertad 
preparatoria se concederá al sentenciado que hubiera cumplido las tres 
quintas partes de su condena, tratándose de delitos dolosos o 
intencionales, o la mitad de la misma tratándose de delitos culposos o 
imprudenciales; es decir, dicha figura únicamente constituye una 
modificación material o de facto de la sanción privativa de libertad y, por 
tanto, no anula la autoridad de la cosa juzgada, sino que deja latente la 
situación jurídica creada por el fallo judicial respectivo, lo que implica 
que su revocación trae como consecuencia el cumplimiento del resto de 
la pena de prisión. Ahora bien, los artículos 50 de la ley local aludida y 
16 de la Ley que Establece las Normas Mínimas sobre Readaptación 
Social de los Sentenciados abrogada, disponen esencialmente que la 
remisión parcial de la pena tiene lugar cuando, por cada dos días de 
trabajo se redime uno de prisión; esto es, regula la condonación parcial 
del tiempo de prisión fijado en la sentencia a cambio del trabajo 
desarrollado por el sentenciado. De lo anterior, se sigue que dichos 
beneficios tienen como finalidad común que el sentenciado obtenga su 
libertad anticipadamente; sin embargo, difieren en cuanto a su 
naturaleza y consecuencias jurídicas, pues la libertad preparatoria no 
modifica el quantum de la pena de prisión impuesta y, esencialmente, 
depende de la sola compurgación de las fracciones correspondientes 
de la sanción, mientras que la remisión parcial de la pena implica una 
modificación directa en cuanto a la forma de cumplir con la sanción 
privativa de la libertad, en función del tiempo del trabajo desarrollado 
por el sentenciado. Así, el hecho de pretender que el tiempo condonado 
con motivo del trabajo realizado para los efectos de la remisión parcial 
de la pena se acumule para la obtención de la libertad preparatoria, 
desnaturalizaría esta figura jurídica, ya que se descontaría un tiempo 
que, por ser virtual, realmente no fue compurgado. 
 
Contradicción de tesis 239/2015. Suscitada entre el Pleno en Materia 
Penal del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito. 24 de agosto de 
2016. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cinco votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, José 
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente.  Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Héctor Vargas Becerra. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Pleno en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver la 
contradicción de tesis 9/2014, sostuvo la tesis PC.O.P. J/8 P (10a.), de 
rubro: “LIBERTAD PREPARATORIA Y REMISIÓN PARCIAL DE LA 



 

PENA. AUN CUANDO ES FACTIBLE ANALIZAR SIMULTÁNEAMENTE 
ESTOS BENEFICIOS, CON BASE EN EL PRINCIPIO DE 
INDEPENDENCIA QUE LOS RIGE, NO DEBEN OTORGARSE DE 
MANERA COMPLEMENTARIA.”, publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación el viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
21, Tomo II, agosto de 2015, página 1527, registro 2009742. 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 60/2013, 
sostuvo que el a quo, en sus argumentos, olvidó que el acto 
inicialmente reclamado atenta directamente contra su libertad personal, 
por lo que no debía agotarse el recurso de apelación; por diferentes 
criterios jurisprudenciales, se ha entendido que las resoluciones que se 
pronuncian respecto a la negativa a tramitar, negar o autorizar 
deficientemente los beneficios para suspender la ejecución de una pena 
de prisión, son de los considerados como aquellos que atentan en 
forma directa a la libertad personal. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha dieciséis de noviembre de dos mil dieciséis. Ciudad de 
México, diecisiete de noviembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 67/2016 (10a.)  
 

RECURSO DE RECLAMACIÓN. FORMA DE COMPUTAR EL PLAZO 
PARA PRESENTARLO CUANDO EL RECURRENTE RESIDA FUERA 
DE LA JURISDICCIÓN A LA QUE PERTENECE EL ÓRGANO 
JURISDICCIONAL QUE EMITIÓ LA RESOLUCIÓN RECURRIDA. De 
una interpretación sistemática de la Ley de Amparo, se desprende que 
el capítulo III establece las reglas generales en relación con los "plazos" 
a los que se supeditará cualquier promoción o recurso. En este sentido, 
es importante señalar que el capítulo XI, relativo a los "medios de 
impugnación", no contempla ninguna regla específica que se oponga a 
lo dispuesto en el artículo 23 que establece que "si alguna de las partes 
reside fuera de la jurisdicción del órgano de amparo que conozca o 
deba conocer del juicio, la demanda y la primera promoción del tercero 
interesado podrán presentarse, dentro de los plazos legales, en la 
oficina pública de comunicaciones del lugar de su residencia, en la más 
cercana en caso de no haberla, o bien, en forma electrónica a través del 
uso de la Firma Electrónica.". Así, el artículo 23 de la vigente Ley de 
Amparo debe interpretarse extensivamente, de tal manera que se 
entienda que este precepto contempla una regla que también es 
aplicable al caso en el que el recurrente resida fuera de la jurisdicción a 
la que pertenece el órgano jurisdiccional que emitió la resolución 
recurrida, lo que implica que éste también puede presentar su "recurso" 
o "promoción" en la oficina pública de comunicaciones del lugar de su 
residencia, siempre y cuando lo haga dentro de los plazos legales. De 
esta manera, el término para la interposición del recurso de reclamación 
se interrumpirá cuando el recurrente resida fuera del lugar donde se 
encuentre el órgano judicial que dictó el acuerdo impugnado y se haya 
acreditado que se realizó de manera oportuna el depósito del escrito 
relativo en la oficina pública de comunicaciones. 
 
Recurso de reclamación 655/2013. Edgardo Rosales Silva. 13 de 
noviembre de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena 
Zubieta. 
 
Recurso de reclamación 949/2014. María del Socorro Hilda Urciaga 
García. 26 de noviembre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: Justino Barbosa Portillo. 
 
Recurso de reclamación 926/2014. Luis Fernando Vázquez Vela. 26 
de noviembre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. 
Quintana Osuna. 
 
Recurso de reclamación 421/2015. Sociedad Cooperativa de 
Autotransportes Villaflores, S.C.L. 5 de agosto de 2015. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 



 

Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: David García Sarubbi. 
 
Recurso de reclamación 491/2015. Alan Jesús Quintero Pérez y otros. 
30 de septiembre de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada. 
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha veintitrés de noviembre de dos mil dieciséis. Ciudad de 
México, veinticuatro de noviembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
MSN/rfr. 
 


